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PRESIDENCIA 

DIP. ALEJANDRO CARABIAS ICAZA 

 

ASISTENCIA 

 

Solicito a la diputada secretaria Catalina Apolinar 

Santiago, pasar lista de asistencia. 

   

La secretaria Catalina Apolinar Santiago: 

 

Con gusto, diputado presidente. 

Álvarez Angli Arturo, Apolinar Santiago Catalina, 

Barrera Fuerte Vladimir, Bazán Fernández Marisol, 

Botello Figueroa Ana Lilia, Bravo Abarca Alejandro, 

Calixto Jiménez Gloria Citlali, Carabias Icaza Alejandro, 

Cortes Genchi Gladys, Guillen Román Erika Isabel, 

Jiménez Mendoza Jhobanny, López Galeana Julián, 

Lührs Cortes Erika Lorena, Martínez Pacheco Violeta, 

Meraza Prudente Glafira,  Mosso Hernández Leticia,  

Núñez Martin Del Campo Rebeca, Ocampo Manzanares 

Araceli, Ortega Jiménez  Jorge Iván, Sánchez Almazán 

Pánfilo,  Sierra Pérez Claudia,  Tito Arroyo Aristóteles, 

Torres Berrum Bulmaro, Urióstegui García Jesús 

Eugenio, Vadillo Ruiz Ma. del Pilar, Valenzo 

Villanueva Juan, Vega Hernández Víctor Hugo, Vélez 

Núñez Beatriz, Ventura de la Cruz Edgar. 

 

Se informa  a la Presidencia, la asistencia de 29 

diputadas y diputados a la presente Sesión. 

 

Servido, diputado Presidente. 

 

El Presidente: 

 

Gracias, diputada secretaria. 

 

Esta Presidencia informa a la Plenaria que solicitaron 

permiso para faltar a la presente sesión la diputada 

Leticia Rodríguez Armenta y para llegar tarde la 

diputada Ma Guadalupe Eguiluz Bautista, así también el 

diputado Joaquín Badillo Escamilla, el diputado Pablo 

Amílcar Sandoval Ballesteros y el diputado Jesús Parra 

García.  

 

Esta Presidencia hace un atento recordatorio a las y a 

los diputados para que en el plazo que establece el 

artículo 65 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo en 

vigor, remitan la correspondiente solicitud de 

justificación de los citados permisos. 

 

Con la asistencia de 29 diputadas y diputados, se 

declara quórum legal y validos los acuerdos que en esta 

Sesión se tomen, por lo que siendo las 12 horas con 31 

minutos del día martes 19 de mayo se inicia la presente 

sesión. 
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ORDEN DEL DIA 

 

Con fundamento en el artículo 131 fracción IV, me 

permito proponer el siguiente proyecto de Orden del 

Día, por lo que solicito a la diputada secretaria Erika 

Lorena Lührs Cortes, dar lectura al mismo 

 

 

La secretaria Erika Lorena Lührs Cortés: 

 

Con gusto, diputado Presidente. 

 

ORDEN DEL DIA. 

 

Primero.- Comunicados:  

 

a) Oficio signado por el maestro José Enrique Solís 

Ríos, Secretario de Servicios Parlamentarios de este 

Congreso, con el que informa de la recepción de los 

siguientes asuntos: 

 

I. Oficio suscrito por las diputadas Nancy Jeanine 

García Martínez y Diana Ruelas Gaitán, secretarias de la 

Mesa Directiva del honorable congreso de San Luis 

Potosí. 

 

II. Oficios enviados por el honorable congreso del 

Estado de México; Instituto Nacional de Antropología e 

Historia, Guerrero; y del Sistema para el Desarrollo 

Integral de la Familia del Estado de Guerrero, mediante 

los cuales dan respuesta a diversos acuerdos aprobados 

por este Poder Legislativo. 

 

Segundo.- Iniciativas:  

 

a) Oficio signado por la maestra Evelyn Cecia 

Salgado Pineda, gobernadora Constitucional del Estado 

Libre y Soberano de Guerrero, mediante el cual remite la 

iniciativa de Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado 

de Guerrero. 

 

b) De decreto por el que se reforman y adiciona 

diversas disposiciones de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Guerrero, en materia de 

Reforma Electoral. Suscrita por la diputada Diana 

Bernabé Vega. Solicitando hacer uso de la palabra. 

 

c) De decreto por el que se adiciona el párrafo tercero 

del Artículo 47; se reforma el párrafo cuarto, quinto y 

octavo del Artículo 145 y se reforma el párrafo primero 

del Artículo 164 de la Ley Nacional del Sistema Integral 

de Justicia Penal para Adolescentes. Suscrita por el 

diputado Julián López Galeana. Solicitando hacer uso de 

la palabra.  

 

d) De decreto por el que se reforma el Artículo 4; se 

adiciona la fracción XXIV y se recorren las subsecuentes 

del Artículo 11 y se reforma la fracción V del Artículo 

84 de la Ley número 817 para las personas con 

discapacidad del Estado de Guerrero. Suscrita por la 

diputada Leticia Rodríguez Armenta. Solicitando hacer 

uso de la palabra. 

 

e) De decreto por el que se reforma el Artículo 46 de 

la Ley Orgánica del municipio Libre del Estado de 

Guerrero y se reforman los Artículos 57, 58, 59 de la 

Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales del 

Estado de Guerrero número 483. Suscrita por la diputada 

Diana Bernabé Vega. Solicitando hacer uso de la 

palabra. 

 

f) De decreto por el que se adiciona el Artículo 14 bis 

a la Ley número 483 de Instituciones y Procedimientos 

Electorales del Estado de Guerrero. Suscrita por el 

diputado Arturo Álvarez Angli.  

 

Tercero.- Proyectos de Leyes, Decretos y 

Proposiciones de Acuerdos:  

 

a) Segunda lectura del dictamen con Proyecto  de 

Acuerdo por el que la Sexagésima Cuarta Legislatura al 

Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de 

Guerrero, de manera respetuosa, con debido 

reconocimiento a la división de poderes y a su 

Autonomía Constitucional, exhorta a los 84 

ayuntamientos municipales del Estado de Guerrero y al 

Concejo Municipal de Ayutla de los Libres para que, en 

ejercicio de su soberanía, dentro del ámbito de su 

competencia, y con pleno respeto a su Autonomía 

Constitucional y Legal, expidan y/o actualicen, su 

reglamento de construcción, ello, para generar las 

condiciones necesarias de orden y seguridad estructural 

de los inmuebles, y así lograr organización, en el 

desarrollo urbano en la Entidad. Con solicitud de 

dispensa de segunda lectura, discusión y aprobación, en 
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su caso. (Comisión de Desarrollo Urbano y Obras 

Públicas). 

 

b) Proposición con punto de Acuerdo suscrita por el 

diputado Jhobanny Jiménez Mendoza. Por el que el 

pleno de la Sexagésima Cuarta Legislatura del 

Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de 

Guerrero formula atento y respetuoso exhorto a las y los 

titulares de los Poderes Legislativos de las treinta y un 

entidades federativas para que designen a sus 

representantes correspondientes y brinden su apoyo 

decidido a la renovación y reactivación de la 

COPECOL, proporcionando una Agenda Legislativa 

común que fortalezca el federalismo mexicano. 

Solicitando su aprobación como asunto de urgente 

resolución. 

 

Cuarto- Intervenciones:  

 

a) De la diputada Marisol Bazán Fernández, sobre 

“El Parto Humanizado como Derecho Fundamental para 

las Mujeres de Guerrero” 

 

b) De la diputada Beatriz Vélez Núñez, en relación al 

Día Mundial de la Donación de la Leche Materna. 

 

c) De la diputada Araceli Ocampo Manzanares, sobre 

el Día Internacional contra la Homofobia, la Transfobia 

y la Bifobia. 

 

d) De la diputada Erika Lorena Lührs Cortés, en 

relación al “Día Estatal de la Lucha Contra la 

Homofobia”. 

 

Quinto.- Clausura: 

 

a) De la Sesión. 

 

Chilpancingo de los Bravo, Guerrero, martes 19 de 

mayo de 2026.  

 

Servido, Presidente. 

 

El Presidente: 

 

Gracias, diputada secretaria. 

 

Esta presidencia solicita a la diputada secretaria 

Catalina Apolinar Santiago, informe que diputadas y 

diputados se integraron a la presente sesión, durante el 

transcurso de la lectura del Proyecto de Orden de Día. 

 

La secretaria Catalina Apolinar Santiago: 

 

Se informa a la Presidencia que se registraron 5 

asistencias de las diputadas y diputados, García Villalva 

Guadalupe, Ponce Mendoza Hilda Jennifer, Sánchez 

Alarcón Marco Tulio, Badillo Escamilla Joaquín, 

Montiel Servín María Irene, con lo que se hace un total 

de 34 asistencias. 

 

Servido, diputado Presidente. 

 

El Presidente: 

 

Gracias, diputada secretaria. 

 

Esta presidencia somete a consideración de la 

Plenaria para su aprobación el proyecto de Orden del 

Día de antecedentes, compañeras, compañeros, sírvanse 

a manifestarlo en votación económica. 

 

A favor.  

 

En contra.  

 

Abstenciones. 

 

Solicito a la diputada secretaria Erika Lorena Lührs 

Cortés informe el resultado de la votación. 

 

La secretaria Erika Lorena Lührs Cortes: 

 

Gracias, presidente.  

 

Si son tan amables de abrir sus cámaras quienes estén 

conectados vía Zoom para tomar el sentido de su voto, 

por favor.  

 

Tenemos 30 votos a favor, 0 en contra y 0 

abstenciones.  

 

Presidente. 
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El Presidente: 

 

Gracias, diputada secretaria.  

 

Se aprueba entonces por unanimidad de votos, el 

Orden del Día de referencia.  

 

COMUNICADOS 

 

OFICIO SIGNADO POR EL MAESTRO JOSÉ 

ENRIQUE SOLÍS RÍOS, SECRETARIO DE 

SERVICIOS PARLAMENTARIOS DE ESTE 

CONGRESO, CON EL QUE INFORMA DE LA 

RECEPCIÓN DE LOS SIGUIENTES ASUNTOS: 

 

En desahogo del punto número uno del Orden del 

Día, Comunicados inciso “a”, solicito a la diputada 

secretaria Erika Lorena Lourdes Cortés, dé lectura al 

oficio suscrito por el maestro José Enrique Solís Ríos, 

secretario de Servicios Parlamentarios de este Congreso. 

 

La secretaria Erika Lorena Lührs Cortes: 

 

Con gusto, Presidente.  

 

Por este medio informo a ustedes que se recibieron 

en la Secretaría de Servicios Parlamentarios los 

siguientes comunicados: 

I. Oficio suscrito por las diputadas Nancy Jeanine 

García Martínez y Diana Ruelas Gaitán, secretarias de la 

Mesa Directiva del Honorable Congreso de San Luis 

Potosí, con el que remiten copia certificada del acuerdo 

por el que la Sexagésima Cuarta Legislatura exhorta a la 

Secretaría de Salud del Estado, para que en ámbito de 

sus atribuciones promueva ante la Coordinación Estatal 

de la OPD, IMSS-Bienestar, la implementación de 

forma constante, permanente y generalizada de 

campañas de vacunación contra el sarampión, la 

instalación de módulos itinerantes de vacunación en 

lugares públicos con mayor afluencia en el Estado, el 

alcance, entre otros, solicitando su adhesión al mismo. 

 

II. Oficios enviados por el honorable congreso del 

Estado de México; Instituto Nacional de Antropología e 

Historia, Guerrero; y del Sistema para el Desarrollo 

Integral de la Familia del Estado de Guerrero, mediante 

los cuales dan respuesta a diversos acuerdos aprobados 

por este Poder Legislativo. 

 

Escritos que agrego al presente para los efectos 

conducentes. 

 

Atentamente,  

El Secretario de Servicios Parlamentarios,  

Maestro José Enrique Solís Ríos.  

 

Servido, Presidente. 

 

El Presidente: 

 

Gracias, diputada secretaria. 

 

Esta Presidencia, turna los asuntos de la siguiente 

manera: 

 

Relativo al apartado I, túrnese a la Comisión de Salud 

para los efectos legales procedentes. 

 

Respecto al apartado II, se toma nota y remítase 

copia a los diputados promoventes para su conocimiento 

y efectos procedentes. 

 

INICIATIVAS 

 

OFICIO SIGNADO POR LA MAESTRA 

EVELYN CECIA SALGADO PINEDA, 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL 

ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE GUERRERO, 

MEDIANTE EL CUAL REMITE LA INICIATIVA 

DE LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL 

DEL ESTADO DE GUERRERO. 

 

En desahogo del segundo punto del Orden del Día, 

iniciativas, inciso “a”, solicito a la diputada secretaria 

Catalina Apolinar Santiago, dé lectura al oficio signado 

por la maestra Evelyn Cecia Salgado Pineda, 

gobernadora constitucional del Estado Libre y Soberano 

de Guerrero.  

 

La secretaria Catalina Apolinar Santiago: 

 

Con su venia, diputado presidente. 

 

Diputado Alejandro Carabias Icaza, Presidente de la 

Mesa Directiva del Honorable Congreso del Estado de 

Guerrero. Presente. 
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Con fundamento en los artículos 65, fracción II y 91, 

fracción III de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Guerrero y 231 de la Ley Orgánica del 

Poder Legislativo del Estado de Guerrero número 231, 

me permito presentar a usted, para que sea sometida a 

esa Alta Representación Popular, para su análisis, 

discusión y en su caso aprobación, la iniciativa de Ley 

Orgánica del Poder Judicial del Estado de Guerrero. 

 

Sin otro en particular, le reitero el respeto a la 

consideración de siempre. 

 

Atentamente  

 

La Gobernadora Constitucional del Estado de 

Guerrero.  

Maestra Evelyn Cecia Salgado Pineda. 

 

Servido, diputado presidente. 

 

Versión Íntegra 

 

CC. DIPUTADAS Y DIPUTADOS DE LA 

SEXAGÉSIMA CUARTA LEGISLATURA DEL 

HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO DE 

GUERRERO. PRESENTES. 

 

La que suscribe, MTRA. EVELYN CECIA 

SALGADO PINEDA, Gobernadora Constitucional del 

Estado de Guerrero, en uso de las facultades que me 

confieren los artículos 65 fracción II y 91 fracción III de 

la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Guerrero; en relación con los artículos 229 párrafo 

primero, y 231 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo 

del Estado de Guerrero Número 231; someto a 

consideración, para su análisis, dictamen, discusión, y en 

su caso aprobación, la iniciativa de la LEY 

ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DEL 

ESTADO DE GUERRERO, misma que se sustenta en 

la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

El Plan Estatal de Desarrollo 2022-2027 reconoce 

que la consolidación del Estado de Derecho constituye 

una condición indispensable para garantizar la paz 

social, la gobernabilidad democrática, el desarrollo 

económico y el bienestar de las personas. Bajo esa 

visión, el Gobierno del estado de Guerrero ha asumido el 

compromiso de fortalecer sus instituciones, modernizar 

el sistema de justicia y promover un marco jurídico que 

brinde certeza, legalidad, transparencia y confianza 

ciudadana. En ese contexto, la presente iniciativa se 

inscribe en el propósito de impulsar una justicia más 

cercana, eficiente, profesional y sensible a las realidades 

sociales, culturales y territoriales de Guerrero.  

 

La impartición de justicia representa una de las 

funciones públicas más sensibles para la vida 

democrática del estado. En ella descansa la posibilidad 

real de que las personas encuentren protección frente a 

los abusos, solución frente a los conflictos y certeza 

frente a las decisiones de autoridad. Por ello, toda 

transformación del Poder Judicial debe asumirse con 

responsabilidad institucional, visión de Estado y pleno 

respeto a los principios constitucionales que sostienen la 

independencia judicial, el acceso efectivo a la justicia y 

la protección de los derechos humanos. 

 

En los últimos años, el sistema de justicia mexicano 

ha sido objeto de una profunda reflexión pública. La 

ciudadanía ha demandado instituciones judiciales más 

cercanas, transparentes, profesionales, eficientes y 

responsables frente al pueblo al que sirven. Esta 

exigencia social dio lugar a una transformación 

constitucional de alcance nacional, mediante la cual se 

modificó el diseño de los poderes judiciales federal y 

locales, con el propósito de renovar sus mecanismos de 

integración, fortalecer la legitimidad democrática de las 

personas juzgadoras, separar las funciones 

jurisdiccionales de las administrativas y disciplinarias, y 

consolidar un modelo de justicia más abierto, confiable y 

eficaz. 

 

En ese contexto, el quince de septiembre de dos mil 

veinticuatro se publicó en el Diario Oficial de la 

Federación el Decreto por el que se reformaron, 

adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

en materia de reforma del Poder Judicial. Dicha reforma 

estableció nuevas bases constitucionales para la 

organización judicial del país y dispuso que las entidades 

federativas realizaran las adecuaciones necesarias a sus 

constituciones locales y a su legislación secundaria. 
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El estado de Guerrero atendió dicho mandato a través 

del Decreto Número 217, por el que se reformaron y 

adicionaron diversas disposiciones de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero, en 

materia de reforma al Poder Judicial del estado. Esta 

reforma local rediseñó la estructura constitucional del 

Poder Judicial, incorporó el nuevo modelo de elección 

popular de magistradas, magistrados, juezas y jueces que 

busca fortalecer la legitimidad democrática de quienes 

imparten justicia, creó el Tribunal de Disciplina Judicial 

y el Órgano de Administración Judicial, y reservó a la 

Ley Orgánica el desarrollo de los aspectos necesarios 

para hacer operativa la nueva arquitectura institucional. 

 

La presente iniciativa que someto a consideración de 

esa Alta Soberanía del estado de Guerrero no constituye, 

una propuesta aislada ni una modificación ordinaria a la 

legislación vigente. Se trata de una nueva Ley Orgánica 

del Poder Judicial, necesaria para dar cumplimiento al 

mandato constitucional federal y local, así como para 

dotar de orden, funcionalidad y certeza jurídica al nuevo 

modelo judicial. 

 

La magnitud de la reforma constitucional hace 

inviable conservar la legislación orgánica anterior 

mediante ajustes parciales. El modelo que rigió durante 

años respondía a una estructura institucional distinta, en 

la que el Consejo de la Judicatura concentraba funciones 

administrativas, de carrera judicial y disciplinarias. Hoy, 

la Constitución local establece una distribución diferente 

de competencias: el Tribunal Superior de Justicia debe 

concentrarse en la función jurisdiccional; el Órgano de 

Administración Judicial debe encargarse de la 

administración, la carrera judicial, la profesionalización, 

el presupuesto, la planeación y la gestión institucional; y 

el Tribunal de Disciplina Judicial debe asumir la 

investigación, sustanciación y resolución de 

responsabilidades administrativas y disciplinarias, así 

como las demás atribuciones que le confieren la 

Constitución y las leyes. 

 

Por ello, la presente iniciativa propone un 

ordenamiento nuevo, integral y sistemático, que no 

solamente sustituye denominaciones o actualiza 

referencias, sino que organiza de manera completa el 

funcionamiento del Poder Judicial del estado conforme 

al nuevo paradigma constitucional. 

 

La iniciativa establece que la Ley Orgánica será de 

orden público y tendrá por objeto regular la 

organización, funcionamiento y atribuciones del Poder 

Judicial, así como garantizar el derecho a una efectiva 

impartición de justicia en las materias civil, familiar, 

laboral, penal y penal para adolescentes. 

 

Este punto de partida es relevante porque coloca en el 

centro de la legislación no solo a la estructura judicial, 

sino a las personas usuarias del sistema de justicia. La 

organización interna del Poder Judicial no puede 

entenderse como un fin en sí mismo, sino como una 

herramienta para garantizar justicia pronta, completa, 

imparcial, gratuita, accesible y con perspectiva de 

derechos humanos. 

 

La iniciativa incorpora como principios rectores de la 

función judicial la interculturalidad, transparencia, 

equidad, igualdad y justicia social. Estos principios son 

particularmente importantes para Guerrero, por su 

composición social, cultural y territorial. Nuestro estado 

requiere una justicia que comprenda las realidades de sus 

regiones, que atienda la diversidad de sus pueblos y 

comunidades indígenas y afromexicanas, y que elimine 

barreras históricas de acceso a las instituciones. 

 

Asimismo, se prevé que los órganos jurisdiccionales 

deberán impartir justicia con perspectiva de género y, 

cuando corresponda, mediante formatos escritos, orales 

o digitales. Con ello, la iniciativa reconoce que la justicia 

contemporánea debe adaptarse a las necesidades 

actuales, incorporar herramientas tecnológicas y 

garantizar un trato igualitario, digno y accesible. 

 

La propuesta desarrolla la nueva estructura 

constitucional del Poder Judicial. Para ello, establece que 

el ejercicio de sus funciones se deposita en el Tribunal 

Superior de Justicia, el Órgano de Administración 

Judicial, el Tribunal de Disciplina Judicial, los órganos 

jurisdiccionales, administrativos, auxiliares y unidades 

de apoyo que determine la Constitución local, la Ley 

Orgánica, los reglamentos y demás disposiciones 

aplicables. 

 

Esta distribución permite ordenar el funcionamiento 

interno del Poder Judicial bajo un principio esencial: 

cada órgano debe ejercer sus atribuciones propias sin 
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subordinación indebida, invasión competencial o 

concentración excesiva de funciones. 

 

La reforma constitucional local y la presente 

iniciativa parten de una premisa clara: la independencia 

judicial no solo se protege evitando presiones externas, 

sino también mediante una adecuada distribución interna 

de competencias. Cuando un mismo órgano concentra 

funciones jurisdiccionales, administrativas y 

disciplinarias, se generan riesgos de interferencia, 

opacidad y discrecionalidad. Por ello, el nuevo modelo 

separa dichas funciones y las asigna a órganos 

especializados. 

 

La iniciativa crea la Junta de Coordinación 

Interinstitucional como una instancia permanente de 

comunicación, coordinación y enlace entre el Tribunal 

Superior de Justicia, el Órgano de Administración 

Judicial y el Tribunal de Disciplina Judicial.  

 

Esta figura resulta necesaria porque la separación de 

funciones no debe traducirse en aislamiento 

institucional. El Poder Judicial requiere órganos 

autónomos en sus decisiones, pero coordinados en su 

operación. La Junta permitirá que las áreas superiores 

del Poder Judicial mantengan comunicación 

permanente, compartan información institucional, 

atiendan temas comunes y articulen acciones para el 

adecuado funcionamiento del sistema de impartición de 

justicia. 

 

Es importante destacar que esta Junta no se propone 

como órgano jerárquico ni como instancia superior a los 

tres órganos constitucionales. Su finalidad es facilitar la 

coordinación sin afectar la autonomía, independencia 

técnica o ámbito competencial de cada órgano. 

 

La iniciativa desarrolla la función jurisdiccional 

como el conocimiento, sustanciación y resolución de los 

conflictos del fuero común y de aquellos asuntos 

federales cuya competencia sea conferida al Poder 

Judicial local. 

 

También conserva la división territorial judicial del 

estado en distritos judiciales, con su denominación, 

comprensión territorial y cabecera. Esta previsión es 

necesaria para organizar territorialmente la impartición 

de justicia y para brindar certeza sobre la prestación del 

servicio judicial en las distintas regiones del estado. 

 

No obstante, la iniciativa reconoce que la 

organización judicial debe ser flexible y responder a las 

necesidades reales del servicio. Por ello, se prevé que los 

juzgados y tribunales puedan ejercer jurisdicción en uno 

o más distritos judiciales, en parte de ellos o en regiones 

determinadas, conforme a los acuerdos que emita el 

Órgano de Administración Judicial. Este diseño permite 

responder a las cargas de trabajo, disponibilidad 

presupuestal, movilidad funcional y necesidades sociales 

de cada región, sin comprometer el acceso a la justicia. 

 

Uno de los elementos más relevantes de la iniciativa 

es la incorporación expresa de la perspectiva 

intercultural y del pluralismo jurídico en los asuntos en 

que intervengan personas, pueblos o comunidades 

indígenas, así como población afrodescendiente. 

Guerrero es un estado con una profunda riqueza cultural, 

pero también con rezagos históricos en el acceso a la 

justicia para comunidades indígenas y afromexicanas. 

Por ello, la Ley Orgánica debe reconocer que la igualdad 

formal no basta cuando existen barreras lingüísticas, 

culturales, geográficas o económicas. 

 

La iniciativa establece que el Tribunal Superior de 

Justicia se integrará, cuando menos, por veinticinco 

magistradas y magistrados. La integración no responde a 

una determinación arbitraria ni obedece a una lógica de 

crecimiento burocrático de la estructura judicial, sino a la 

necesidad constitucional y material de garantizar una 

impartición de justicia pronta, completa, imparcial, 

gratuita y accesible para las personas habitantes del 

estado de Guerrero, en términos de lo dispuesto por el 

artículo 17 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

 

La reforma constitucional federal y local transformó 

profundamente el modelo de organización del Poder 

Judicial, fortaleciendo el papel del Tribunal Superior de 

Justicia como máximo órgano jurisdiccional del estado y 

asignándole nuevas responsabilidades relacionadas con 

la consolidación de criterios jurisdiccionales, resolución 

de contradicciones, emisión de jurisprudencia, 

integración de órganos institucionales y conducción de la 

función jurisdiccional en las distintas materias 

competencia del fuero común. 
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En este nuevo modelo constitucional, el Tribunal 

Superior de Justicia deja de concentrar funciones 

administrativas y disciplinarias, las cuales son 

transferidas al Órgano de Administración Judicial y al 

Tribunal de Disciplina Judicial, respectivamente; sin 

embargo, fortalece su papel como órgano especializado 

en impartición de justicia y uniformidad interpretativa 

del derecho local. 

 

Ello exige contar con una integración suficiente que 

permita garantizar continuidad institucional, 

especialización jurisdiccional, adecuada distribución de 

cargas de trabajo y funcionamiento permanente de los 

órganos colegiados del Poder Judicial. 

 

Actualmente, para efectos de la impartición de 

justicia, el territorio del estado de Guerrero se encuentra 

dividido en dieciocho distritos judiciales, distribuidos en 

ochenta y cinco municipios y ocho regiones 

administrativas, con importantes diferencias geográficas, 

económicas, sociales, culturales y de conectividad 

territorial. 

 

Asimismo, el estado de Guerrero cuenta con una 

extensión territorial aproximada de 63,794 kilómetros 

cuadrados, equivalentes a aproximadamente 

63,794,000,000 metros cuadrados, con una geografía 

compleja caracterizada por zonas montañosas, 

comunidades rurales dispersas, regiones de difícil acceso 

y áreas que históricamente han enfrentado limitaciones 

en infraestructura carretera y vías adecuadas de 

comunicación. 

 

A ello se suma una población superior a los tres 

millones y medio de habitantes, con presencia 

significativa de pueblos y comunidades indígenas y 

afromexicanas, así como de sectores de población en 

situación de vulnerabilidad social y económica, 

circunstancias que exigen una estructura judicial con 

capacidad suficiente para garantizar el acceso efectivo a 

la justicia en condiciones de igualdad material. 

 

Las condiciones geográficas y territoriales del estado 

provocan que, en múltiples regiones, el acceso físico a 

los órganos jurisdiccionales implique traslados 

prolongados, costos económicos elevados y dificultades 

materiales para las personas usuarias del sistema de 

justicia, particularmente en comunidades alejadas de las 

cabeceras distritales. 

 

Por ello, la organización del Poder Judicial no puede 

diseñarse exclusivamente bajo criterios administrativos o 

presupuestales, sino atendiendo a la realidad material del 

estado y a la obligación constitucional de garantizar 

tribunales expeditos capaces de impartir justicia en 

condiciones reales de accesibilidad para la población. 

 

De igual manera, la carga jurisdiccional que enfrenta 

el Poder Judicial del estado justifica una integración 

suficiente del Tribunal Superior de Justicia. 

 

Con base en estudios estadísticos institucionales 

elaborados a partir del comportamiento jurisdiccional 

registrado durante los últimos cinco años, anualmente se 

atienden aproximadamente treinta mil nuevos inicios de 

procesos jurisdiccionales en las materias civil, familiar, 

mercantil, penal, penal para adolescentes, laboral y 

demás procedimientos competencia del fuero común. 

 

Dicha carga de trabajo exige contar con una 

estructura jurisdiccional capaz de garantizar una segunda 

instancia funcional, profesional y oportuna, evitando 

rezagos que comprometan el derecho de acceso efectivo 

a la justicia. 

 

Asimismo, la integración mínima de veinticinco 

magistradas y magistrados permitirá consolidar un 

modelo jurisdiccional especializado mediante salas 

unitarias y colegiadas capaces de atender con mayor 

calidad técnica las distintas materias competencia del 

Poder Judicial del estado, así como fortalecer la emisión 

de tesis, precedentes, jurisprudencia y resolución de 

contradicciones de criterios. 

 

De igual forma, la integración propuesta constituye 

una medida que permitirá evitar afectaciones al servicio 

público de impartición de justicia derivadas de vacantes, 

impedimentos, excusas, recusaciones, ausencias 

temporales o cargas extraordinarias de trabajo, 

garantizando el funcionamiento permanente del Pleno y 

de los órganos jurisdiccionales de segunda instancia. 

 

La previsión de un número mínimo, y no de una 

integración rígida e inamovible, también permite 

conservar flexibilidad institucional para que, conforme 
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evolucionen las necesidades del servicio, el crecimiento 

poblacional, la carga jurisdiccional, la creación de 

nuevos órganos especializados o las necesidades propias 

del sistema judicial, el estado pueda realizar los ajustes 

legislativos correspondientes. 

 

Con ello, la iniciativa busca garantizar que el 

Tribunal Superior de Justicia cuente con una integración 

suficiente, funcional y acorde con el nuevo modelo 

constitucional de impartición de justicia, fortaleciendo la 

capacidad institucional del Poder Judicial para brindar 

una justicia pronta, completa, imparcial, profesional, 

cercana y accesible para todas las personas habitantes del 

estado de Guerrero. 

 

Asimismo, la integración mínima de veinticinco 

magistradas y magistrados también encuentra 

justificación en el proceso permanente de transformación 

normativa y constitucional que actualmente enfrenta el 

sistema de impartición de justicia en las entidades 

federativas. 

 

En los últimos años, la función jurisdiccional local ha 

dejado de responder exclusivamente a dinámicas 

estatales, pues el Estado mexicano ha transitado hacia un 

modelo nacional de armonización legislativa y procesal 

mediante la expedición de códigos nacionales, leyes 

generales y leyes nacionales que imponen nuevas 

obligaciones operativas, jurisdiccionales, tecnológicas e 

institucionales a los poderes judiciales locales. 

 

En ese contexto, el Poder Judicial debe atender y 

operar instrumentos normativos de alcance nacional 

como el Código Nacional de Procedimientos Civiles y 

Familiares; el Código Nacional de Procedimientos 

Penales; la Ley Nacional de Ejecución Penal; la Ley 

Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para 

Adolescentes; la legislación nacional y general en 

materia laboral; las disposiciones generales en materia 

de transparencia, acceso a la información pública y 

protección de datos personales; la legislación nacional en 

materia archivística; así como los nuevos modelos 

normativos relacionados con justicia digital, mecanismos 

alternativos de solución de controversias, perspectiva de 

género, derechos humanos e interculturalidad. 

 

La implementación de dichos instrumentos 

normativos ha incrementado de manera considerable la 

complejidad técnica y operativa de la función 

jurisdiccional local, pues exige mayores capacidades 

institucionales para la emisión de criterios 

jurisdiccionales uniformes, la operación de órganos 

especializados, la atención de nuevos procedimientos, la 

resolución de asuntos con mayores estándares 

constitucionales y convencionales, así como la 

adaptación permanente a nuevos modelos procesales y 

tecnológicos. 

 

Particularmente, la implementación progresiva del 

Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares 

representa uno de los procesos de transformación 

judicial más relevantes de las últimas décadas, al 

incorporar nuevos esquemas de oralidad, audiencias 

concentradas, actuaciones digitales, mecanismos 

alternativos de solución de controversias, mayores 

exigencias probatorias y nuevas obligaciones 

jurisdiccionales para los tribunales locales. 

 

De igual manera, la reforma constitucional y legal en 

materia laboral implicó transferir a los poderes judiciales 

competencias que anteriormente correspondían a 

órganos administrativos, generando nuevas cargas 

jurisdiccionales y la necesidad de contar con órganos 

especializados y personas juzgadoras con formación 

técnica específica. 

 

En consecuencia, la integración mínima de 

veinticinco magistradas y magistrados no solamente 

responde a las condiciones territoriales, demográficas y 

operativas del estado de Guerrero, sino también a la 

necesidad de que el Tribunal Superior de Justicia cuente 

con capacidad institucional suficiente para atender el 

proceso permanente de armonización normativa 

nacional, implementación de nuevos modelos procesales 

y fortalecimiento de la función jurisdiccional derivado 

de las reformas estructurales del sistema jurídico 

mexicano. 

 

Con ello, se busca garantizar que el máximo órgano 

jurisdiccional del estado cuente con condiciones reales 

para responder de manera eficiente, especializada y 

oportuna a las nuevas exigencias constitucionales y 

legales que actualmente rigen la impartición de justicia 

en el país. 
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El Tribunal Superior de Justicia funcionará en Pleno, 

salas unitarias y salas colegiadas. El Pleno se integra por 

la totalidad de magistradas y magistrados y será 

coordinado por la persona titular de la Presidencia. Entre 

sus atribuciones destacan resolver asuntos 

jurisdiccionales, conocer contradicciones de criterios, 

resolver conflictos de competencia, emitir tesis y 

jurisprudencia, ordenar la publicación de criterios, 

integrar el Comité de Evaluación del Poder Judicial, 

postular candidaturas judiciales, expedir su Reglamento 

Interior y presentar iniciativas relacionadas con la 

organización y funcionamiento del Poder Judicial. 

 

Este diseño fortalece al Tribunal Superior de Justicia 

como órgano eminentemente jurisdiccional. La reforma 

busca que deje de asumir cargas administrativas que no 

corresponden a su naturaleza principal, permitiéndole 

concentrar sus esfuerzos en resolver controversias, 

consolidar criterios jurídicos y garantizar una justicia de 

mayor calidad. 

 

La Presidencia del Tribunal Superior de Justicia se 

regula como órgano de conducción institucional que 

presidirá al Pleno, rendirá el informe anual sobre el 

estado que guarda la impartición de justicia, ejecutará 

acuerdos, representará al Poder Judicial en mecanismos 

de coordinación y celebrará convenios relacionados con 

la función jurisdiccional. 

 

Esta figura conserva una función institucional 

relevante, pero dentro de los límites del nuevo modelo 

constitucional. La Presidencia representa al Poder 

Judicial y conduce al Tribunal Superior de Justicia, pero 

no sustituye al Órgano de Administración Judicial en 

materia administrativa ni al Tribunal de Disciplina 

Judicial en materia disciplinaria. 

 

La iniciativa regula la Secretaría General de 

Acuerdos del Tribunal Superior de Justicia como órgano 

auxiliar encargado de apoyar al Pleno y a la Presidencia 

en el trámite de los asuntos de su competencia, así como 

en la preparación, desarrollo y documentación de sus 

sesiones. 

 

Esta área resulta indispensable para garantizar orden, 

certeza y legalidad en las actuaciones del Pleno. Sus 

funciones comprenden dar cuenta de asuntos, levantar 

actas, tomar votaciones, certificar resoluciones, 

resguardar documentos, practicar diligencias y apoyar el 

funcionamiento formal del Tribunal Superior de Justicia. 

 

La iniciativa prevé diversas unidades auxiliares 

adscritas a la Presidencia del Tribunal Superior de 

Justicia, estas áreas responden a una necesidad práctica: 

la Presidencia requiere apoyo técnico, jurídico, 

documental, administrativo y comunicacional para 

cumplir adecuadamente sus funciones de conducción 

institucional. sin embargo, sus atribuciones y funciones 

se establecerán en el reglamento interior respectivo y se 

cuidará que dichas unidades no invadan atribuciones del 

Órgano de Administración Judicial ni del Tribunal de 

Disciplina Judicial. 

 

La Coordinación General de Asesores auxiliará en el 

análisis de asuntos estratégicos, elaboración de 

opiniones, estudios, dictámenes y propuestas 

institucionales. La Dirección General Jurídica se 

encargará de la representación legal y defensa 

jurisdiccional del Poder Judicial y del Tribunal Superior 

de Justicia en los asuntos en que intervengan. La Unidad 

de Compilación y Sistematización de Tesis tendrá a su 

cargo integrar, compilar, sistematizar, clasificar y 

difundir tesis, jurisprudencia y criterios obligatorios, 

además de operar la Gaceta Judicial. La Unidad de 

Apoyo Administrativo brindará soporte operativo y 

logístico a la Presidencia, coordinándose con el Órgano 

de Administración Judicial para no duplicar funciones y 

la Unidad de Comunicación Institucional permitirá 

fortalecer la difusión institucional, la relación con 

medios, la cultura jurídica y la comunicación pública del 

Poder Judicial. 

 

Por otro lado, las salas del Tribunal Superior de 

Justicia se regulan como órganos jurisdiccionales que 

podrán ser colegiadas o unitarias, conforme a la 

Constitución local, a la Ley Orgánica, al reglamento 

interior respectivo y a los acuerdos que emita el Órgano 

de Administración Judicial. 

 

La iniciativa establece reglas para su integración, 

funcionamiento, distribución de asuntos, votaciones, 

formulación de votos particulares o concurrentes y 

atribuciones de sus presidencias. 

 

La existencia de salas especializadas o distribuidas 

por materia permite una atención más técnica de los 
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asuntos y contribuye a que el Tribunal Superior de 

Justicia resuelva con mayor eficiencia, calidad y 

uniformidad. Con ello, se busca equilibrar dos valores 

constitucionales: por un lado, la participación ciudadana 

en la integración del Poder Judicial; por otro, la 

protección de la independencia judicial frente a 

presiones políticas, económicas o sociales. 

 

La iniciativa regula los juzgados y tribunales 

laborales como órganos encargados de la función 

jurisdiccional en las materias civil, familiar, mercantil, 

penal, penal para adolescentes, laboral y las demás que 

establezcan las leyes. 

 

Se prevé que su integración y competencia territorial 

se definan conforme a las necesidades del servicio y 

mediante acuerdos del Órgano de Administración 

Judicial. 

 

Esta flexibilidad es relevante porque Guerrero, como 

ya se dijo, presenta realidades muy distintas entre sus 

regiones. La organización de los juzgados no puede 

responder a esquemas rígidos, sino a criterios de carga 

de trabajo, accesibilidad, disponibilidad presupuestal, 

especialización y oportunidad en la impartición de 

justicia. 

 

La iniciativa incorpora la figura de jueza o juez 

coordinador para aquellos casos en que existan dos o 

más juzgados o tribunales de la misma materia en un 

distrito judicial o circunscripción territorial. Su finalidad 

será facilitar la coordinación operativa y mejorar la 

organización del trabajo jurisdiccional. La propia 

iniciativa aclara que esta figura no implicará jerarquía ni 

subordinación entre personas juzgadoras, ni afectará la 

independencia jurisdiccional. 

 

La iniciativa desarrolla el nuevo estatuto de las 

personas juzgadoras, incluyendo duración del encargo, 

reelección, remuneración, incompatibilidades, 

conclusión del cargo, remoción, restricciones posteriores 

al encargo y cobertura de vacantes de las personas 

juzgadoras, en armonía con la Constitución local. Se 

reconoce que serán electos por la ciudadanía conforme al 

procedimiento constitucional y electoral aplicable. 

 

De manera particular, la iniciativa prevé una 

compensación económica temporal para las personas 

juzgadoras que concluyan su encargo por término del 

periodo correspondiente o por no haber sido reelectas, 

vinculada directamente con la restricción constitucional 

para ejercer la abogacía ante los órganos del Poder 

Judicial durante los dos años posteriores a la conclusión 

de su función jurisdiccional. 

 

Dicha medida no constituye pensión, jubilación, 

haber de retiro ni prestación permanente, sino una 

compensación de carácter temporal, excepcional y 

limitada, cuya finalidad es atender el impacto económico 

derivado de una restricción profesional impuesta 

constitucionalmente a quienes desempeñaron funciones 

jurisdiccionales. 

 

La previsión de esta medida encuentra justificación 

en la necesidad de salvaguardar principios mínimos de 

independencia judicial, dignidad en el ejercicio de la 

función jurisdiccional y   protección al mínimo vital, 

evitando que la restricción posterior al encargo coloque a 

las personas juzgadoras en condiciones de vulnerabilidad 

económica inmediata derivadas de la imposibilidad 

temporal de ejercer actividades profesionales 

directamente vinculadas con su formación y experiencia. 

 

La iniciativa crea los Centros de Justicia de 

Proximidad como órganos auxiliares del Tribunal 

Superior de Justicia, orientados a facilitar el acceso a la 

justicia mediante orientación, atención temprana y 

solución pacífica de conflictos. Estos centros podrán 

establecerse en cabeceras municipales o 

circunscripciones territoriales donde resulten necesarios, 

conforme a las necesidades del servicio y la 

disponibilidad presupuestaria. Su creación responde a 

una necesidad humana y territorial: acercar la justicia a 

las personas. En muchas comunidades, el acceso a un 

juzgado puede implicar traslados largos, costos elevados 

y barreras materiales. Los Centros de Justicia de 

Proximidad permitirán orientar, canalizar y atender 

tempranamente conflictos de menor complejidad, 

promoviendo la cultura de paz y evitando que todos los 

asuntos escalen necesariamente a procesos judiciales 

largos. 

 

Uno de los pilares de la iniciativa es el desarrollo del 

Órgano de Administración Judicial. Este órgano será el 

encargado de la administración del Poder Judicial, la 

carrera judicial y la profesionalización de las personas 
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servidoras públicas. Contará con autonomía técnica, de 

gestión y de decisión, sin subordinación al Tribunal 

Superior de Justicia. 

 

La iniciativa establece expresamente que el Órgano 

de Administración Judicial no podrá ejercer funciones de 

investigación, sustanciación o resolución en materia de 

responsabilidades administrativas o disciplinarias, ya que 

éstas corresponden al Tribunal de Disciplina Judicial. 

 

Esta precisión es esencial para el nuevo modelo. El 

Órgano de Administración Judicial debe administrar, 

planear, organizar, presupuestar, profesionalizar y 

gestionar; pero no disciplinar. Su finalidad es garantizar 

que el Poder Judicial cuente con condiciones materiales, 

humanas, financieras, tecnológicas y administrativas 

adecuadas para funcionar. 

 

Entre sus atribuciones se encuentran determinar 

número, especialización y competencia territorial de 

órganos jurisdiccionales; crear, modificar o suprimir 

órganos jurisdiccionales; establecer sistemas de turno; 

adscribir y readscribir personas juzgadoras; administrar 

el presupuesto; preservar bienes; regular la carrera 

judicial; nombrar personal; coordinar la formación 

judicial; establecer políticas de transparencia y 

protección de datos; aprobar calendarios laborales; y 

dirigir la planeación institucional. 

 

La iniciativa reconoce que un Poder Judicial 

democrático también debe ser profesional. La elección 

popular de personas juzgadoras no elimina la necesidad 

de contar con personal capacitado, ético, técnico y 

especializado. Por el contrario, la vuelve más importante. 

 

Por ello, la Ley Orgánica desarrolla el Sistema de 

Carrera del Poder Judicial como mecanismo para 

ordenar el ingreso, permanencia, promoción, evaluación, 

estímulos y separación del personal, el cual permite 

evitar improvisaciones, reducir discrecionalidad en 

nombramientos, incentivar el mérito y fortalecer la 

calidad del servicio público judicial. 

 

La Escuela de Formación Judicial se concibe como 

órgano auxiliar del Órgano de Administración Judicial, 

responsable de diseñar e implementar procesos de 

formación, capacitación, evaluación, certificación, 

actualización y especialización del personal judicial y 

administrativo. 

 

Esta Escuela será pieza clave para consolidar el 

nuevo modelo. Su función no será meramente 

académica, sino institucional. Deberá formar personas 

servidoras públicas con conocimientos jurídicos sólidos, 

perspectiva de derechos humanos y de género, enfoque 

intercultural, habilidades tecnológicas, ética judicial y 

compromiso social. 

 

Además, podrá participar en concursos de oposición 

y procesos de certificación, fortaleciendo la 

profesionalización de quienes integran el Poder Judicial. 

 

La iniciativa fortalece la justicia alternativa mediante 

la regulación del Centro de Mecanismos Alternativos de 

Solución de Controversias y las atribuciones del Órgano 

de Administración Judicial en la materia. 

 

Los mecanismos alternativos permiten resolver 

conflictos de manera más rápida, cercana, económica y 

pacífica. No sustituyen a la función jurisdiccional, pero 

sí la complementan y contribuyen a reducir cargas de 

trabajo en los órganos judiciales. 

 

Con esta regulación, se impulsa una visión moderna 

del acceso a la justicia, en la que no toda controversia 

debe concluir necesariamente en una sentencia, sino que 

puede resolverse mediante diálogo, conciliación, 

mediación o mecanismos restaurativos conforme a la 

ley. 

 

La iniciativa reconoce la importancia de la gestión 

documental y la administración de archivos dentro del 

Poder Judicial. Esta materia no es menor: los 

expedientes, sentencias, acuerdos, constancias y registros 

judiciales forman parte de la memoria institucional y 

constituyen soporte de derechos. 

 

Un sistema judicial sin archivos organizados genera 

incertidumbre, retrasos y obstáculos para las personas 

usuarias. Por ello, la iniciativa atribuye al Órgano de 

Administración Judicial la conducción de la política 

institucional en materia archivística, conforme a la 

legislación aplicable. 
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La iniciativa incorpora la perspectiva de derechos 

humanos, género y no discriminación como eje 

transversal del Poder Judicial. Esto implica que tanto los 

órganos jurisdiccionales como las áreas administrativas 

deberán actuar con enfoque de igualdad sustantiva, 

prevención de discriminación y respeto a la dignidad 

humana. Estas unidades especializadas permiten 

institucionalizar políticas, programas, diagnósticos, 

capacitación y acciones afirmativas que fortalezcan una 

cultura judicial más incluyente y sensible a las 

desigualdades estructurales. 

 

El Tribunal de Disciplina Judicial es uno de los 

órganos centrales del nuevo modelo constitucional. Su 

creación responde a la necesidad de contar con una 

instancia especializada, autónoma y técnica para conocer 

de responsabilidades administrativas y disciplinarias de 

las personas servidoras públicas del Poder Judicial. 

 

La disciplina judicial no debe entenderse como 

mecanismo de presión sobre las decisiones 

jurisdiccionales. Por el contrario, debe servir para 

proteger la integridad de la función judicial, sancionar 

conductas indebidas y garantizar que quienes integran el 

Poder Judicial actúen con honestidad, imparcialidad, 

eficiencia y responsabilidad. 

 

La iniciativa desarrolla la integración, 

funcionamiento y atribuciones de las instancias que lo 

conforman, y estructura el procedimiento disciplinario 

mediante áreas diferenciadas. La Unidad de 

Investigación tendrá a su cargo indagar hechos u 

omisiones que pudieran constituir responsabilidad. La 

Unidad de Sustanciación se encargará de tramitar el 

procedimiento, garantizar audiencia y defensa, admitir y 

desahogar pruebas, conducir actuaciones y cerrar 

instrucción. Las comisiones o el Pleno del Tribunal de 

Disciplina resolverán conforme a la competencia 

correspondiente. 

 

Esta separación es indispensable para garantizar 

imparcialidad, debido proceso y seguridad jurídica. No 

es conveniente que quien investiga sea la misma 

instancia que sustancia o resuelve. Por ello, la iniciativa 

propone una estructura que permite diferenciar etapas, 

funciones y responsabilidades. 

 

La iniciativa regula la evaluación del desempeño 

judicial como herramienta técnica para fortalecer la 

calidad del servicio de justicia. Las personas juzgadoras 

deben conservar plena independencia para resolver 

conforme a la Constitución, las leyes y su interpretación 

jurídica. Sin embargo, el Poder Judicial sí debe contar 

con mecanismos objetivos para revisar desempeño 

institucional, cumplimiento de plazos, gestión de 

despacho, atención a personas usuarias, carga de trabajo 

y eficiencia operativa. La evaluación permitirá detectar 

áreas de mejora, generar programas de fortalecimiento, 

tomar decisiones institucionales y, cuando corresponda, 

dar vista al Tribunal de Disciplina si se advierten 

conductas que pudieran implicar responsabilidad. 

 

La iniciativa también prevé la competencia del 

Tribunal de Disciplina Judicial para conocer de 

conflictos laborales entre el Poder Judicial y sus 

personas servidoras públicas, conforme a la legislación 

aplicable. Esta atribución debe desarrollarse con reglas 

claras, respeto al debido proceso, posibilidad de 

conciliación y resolución imparcial. La finalidad es 

contar con una instancia interna especializada que 

atienda los conflictos laborales sin afectar los derechos 

de las personas trabajadoras ni la estabilidad institucional 

del Poder Judicial. 

 

La iniciativa incorpora la justicia digital como una 

herramienta indispensable para modernizar la 

impartición de justicia; la digitalización de procesos, 

expedientes, notificaciones, promociones, firmas 

electrónicas, audiencias y sistemas de gestión judicial 

puede reducir tiempos, mejorar trazabilidad, facilitar el 

acceso de las personas usuarias y fortalecer la 

transparencia. Sin embargo, la justicia digital debe 

implementarse con responsabilidad. Debe garantizar 

seguridad informática, protección de datos personales, 

accesibilidad, inclusión digital, autenticidad de 

actuaciones, conservación documental y equivalencia 

funcional entre actuaciones físicas y electrónicas. La 

tecnología debe acercar la justicia, no crear nuevas 

barreras. 

 

La iniciativa reconoce que el Poder Judicial debe 

cumplir sus obligaciones en materia de transparencia, 

acceso a la información y protección de datos 

personales. La justicia debe ser pública, comprensible y 

accesible, pero también debe proteger datos sensibles, 
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información reservada, expedientes en trámite y 

derechos de las partes. 

 

Por ello, la regulación debe lograr equilibrio entre 

publicidad institucional y protección de información 

jurídica sensible. La transparencia judicial no significa 

exposición indebida de las personas, sino rendición de 

cuentas, apertura institucional y acceso ordenado a la 

información pública. 

 

La iniciativa desarrolla un sistema local de 

jurisprudencia, tesis y criterios obligatorios del Poder 

Judicial del estado. 

 

El Tribunal Superior de Justicia podrá establecer 

jurisprudencia por precedentes, reiteración y 

contradicción de criterios. Esta regulación permitirá dar 

uniformidad a la interpretación judicial, fortalecer la 

seguridad jurídica y evitar criterios contradictorios entre 

órganos jurisdiccionales. 

 

La Gaceta Judicial se crea como medio oficial de 

difusión de tesis, jurisprudencia, criterios obligatorios, 

ejecutorias relevantes, acuerdos y demás información 

jurídica institucional. Con ello, la ciudadanía, litigantes, 

personas juzgadoras, instituciones académicas y 

autoridades podrán conocer con certeza los criterios 

relevantes del Poder Judicial del estado. Unificar y citar 

la creación de la gaceta para la correcta difusión de tesis, 

jurisprudencia y demás información o actos que deban 

ser de conocimiento público. 

 

La iniciativa reconoce al Instituto de la Defensoría 

Pública como institución vinculada directamente con el 

acceso efectivo a la justicia. La defensoría pública es 

esencial para que las personas en situación de 

vulnerabilidad económica o social puedan contar con 

orientación, asesoría y representación jurídica. Sin una 

defensoría fuerte, el acceso a la justicia se vuelve 

desigual. Por ello, su regulación dentro de la Ley 

Orgánica fortalece el compromiso del estado con una 

justicia social, incluyente y efectiva. 

 

El régimen transitorio es una parte fundamental de la 

iniciativa. La expedición de una nueva Ley Orgánica 

implica sustituir un modelo institucional por otro, 

transferir funciones, reorganizar áreas, armonizar 

reglamentos, adecuar procedimientos y garantizar 

continuidad en el servicio judicial. 

 

Por ello, la iniciativa prevé la entrada en vigor de la 

nueva ley, la abrogación de la Ley Orgánica anterior, la 

aplicación temporal de disposiciones que no se opongan 

al nuevo marco constitucional y legal, así como 

mecanismos de transición institucional. 

 

Este régimen permite evitar vacíos normativos y 

asegurar que la transformación del Poder Judicial se 

realice de manera ordenada, gradual y responsable en 

beneficio de la sociedad guerrerense. 

 

La transición debe garantizar, además, el respeto 

pleno a los derechos laborales de las personas 

trabajadoras del Poder Judicial, así como la continuidad 

de expedientes, procedimientos, nombramientos, 

recursos, sistemas informáticos, archivos y obligaciones 

institucionales. 

 

La presente iniciativa tiene como finalidad dotar al 

estado de Guerrero de una Ley Orgánica moderna, 

congruente con la Constitución General y la 

Constitución local, capaz de hacer operativa la 

transformación judicial. 

 

Con esta nueva Ley, el Tribunal Superior de Justicia 

podrá concentrarse en la función jurisdiccional; el 

Órgano de Administración Judicial asumirá la gestión 

institucional, presupuestal, administrativa, tecnológica y 

profesional del Poder Judicial; y el Tribunal de 

Disciplina Judicial conocerá de responsabilidades, 

evaluación y disciplina judicial con autonomía técnica y 

objetividad. 

 

Asimismo, se fortalecen la carrera judicial, la 

formación profesional, la justicia digital, la 

transparencia, la perspectiva de derechos humanos y 

género, la justicia intercultural, los mecanismos 

alternativos de solución de controversias, la defensoría 

pública, la Gaceta Judicial y los mecanismos de 

coordinación institucional. 

 

Esta iniciativa busca que el Poder Judicial del estado 

de Guerrero responda mejor a las necesidades de la 

sociedad, actúe con mayor eficiencia, fortalezca su 
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legitimidad democrática y garantice una justicia más 

cercana, profesional, transparente y humana. 

 

Por lo anteriormente expuesto, someto a esa Alta 

Representación Popular para su análisis, discusión, y en 

su caso, aprobación la siguiente iniciativa de: 

 

LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL 

DEL ESTADO DE GUERRERO 

 

Título Primero 

Disposiciones Generales 

 

Capítulo I 

Generalidades 

 

Artículo 1. Esta Ley Orgánica es de orden público y 

tiene por objeto regular la organización, el 

funcionamiento y las atribuciones del Poder Judicial, así 

como garantizar el derecho a una efectiva impartición de 

justicia en las materias civil, familiar, laboral, penal y 

penal para adolescentes por medio de magistradas, 

magistrados, juezas y jueces independientes, 

imparciales, especializados y profesionales. 

 

En el ejercicio de su función, las personas juzgadoras 

del Poder Judicial deberán observar los principios de 

interculturalidad, transparencia, equidad, igualdad y 

justicia social. 

 

Artículo 2. Para efectos de la presente Ley Orgánica, 

se entenderá por: 

 

I. Centro de Mecanismos Alternativos: El Centro de 

Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias 

del Poder Judicial del Estado de Guerrero; 

 

II. Constitución del estado: La Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Guerrero; 

 

III. Constitución General: La  

VIII. Órgano de Administración: El Órgano de 

Administración Judicial del Poder Judicial del Estado de 

Guerrero; 

IX. Poder Judicial: El Poder Judicial del Estado de 

Guerrero; 

 

X. Tribunal de Disciplina: El Tribunal de Disciplina 

Judicial del Poder Judicial del Estado de Guerrero, y 

 

XI. Tribunal Superior: El Tribunal Superior de 

Justicia del Estado de Guerrero. 

 

Artículo 3. Corresponde al Poder Judicial, dentro del 

territorio estatal, la atribución de impartir justicia, 

interpretar y aplicar la Constitución General, los tratados 

internacionales vigentes en el país, la Constitución del 

estado, y las leyes y normas de carácter general, en 

asuntos jurisdiccionales de las materias civil, familiar, 

laboral, penal y Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 

 

IV. Escuela de Formación: La Escuela de Formación 

Judicial del Poder Judicial del Estado de Guerrero; 

 

V. Fondo Auxiliar: El Fondo Auxiliar para la 

Administración de Justicia del Estado de Guerrero; 

 

VI. Instituto de la Defensoría: El Instituto de la 

Defensoría Pública del Estado de Guerrero; 

 

VII. Ley Orgánica: La Ley Orgánica del Poder 

Judicial del Estado de Guerrero; 

 

penal para adolescentes del fuero común, así como 

en los asuntos de índole federal cuando expresamente las 

leyes u otras disposiciones normativas le confieran 

jurisdicción. 

 

También le corresponde la resolución de conflictos 

mediante mecanismos alternativos de solución de 

controversias, en los términos del presente ordenamiento 

y la ley de esa materia, así como proporcionar los 

servicios de defensoría pública en la entidad, en los 

términos de la Ley Orgánica y de las disposiciones 

correspondientes. 

 

Artículo 4. El ejercicio de las funciones del Poder 

Judicial se deposita en el Tribunal Superior, el Órgano 

de Administración, el Tribunal de Disciplina y en los 

demás órganos jurisdiccionales, administrativos, 

auxiliares y unidades de apoyo que establezcan la 

Constitución del estado, esta Ley Orgánica, los 

reglamentos y demás disposiciones correspondientes. 
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Para el cumplimiento de sus atribuciones, dichos 

órganos contarán con la estructura orgánica, direcciones 

generales, direcciones de área, departamentos, unidades 

de apoyo o administrativas y personal que determinen 

esta Ley Orgánica, el reglamento interior respectivo, los 

manuales de organización y demás normatividad 

aplicable. 

 

Las personas titulares de los órganos del Poder 

Judicial podrán delegar el ejercicio de sus atribuciones 

en el personal subalterno que corresponda, salvo 

aquellas que la Constitución del estado, esta Ley 

Orgánica u otras disposiciones jurídicas establezcan que 

deban ejercerse de manera directa. 

 

Artículo 5. Los juzgados y tribunales del Poder 

Judicial estarán expeditos para impartir justicia pronta, 

completa, imparcial y gratuita, con perspectiva de 

género, de forma escrita, oral o digital, según 

corresponda, dentro de los plazos y los términos que 

establezcan las leyes. 

 

Artículo 6. Las autoridades jurisdiccionales, dentro 

del ámbito de sus respectivas competencias, tienen las 

atribuciones y obligaciones comunes siguientes: 

 

I. Promover, respetar, proteger y garantizar los 

derechos humanos, de conformidad con los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 

progresividad, así como observar el principio pro 

persona; 

 

II. Ajustar invariablemente sus actos, procedimientos 

y resoluciones a los principios y normas aplicables; 

 

III. Solicitar, en su caso, el apoyo de las autoridades 

municipales, estatales y federales; 

 

IV. Auxiliar a los órganos jurisdiccionales federales y 

a las demás autoridades en los términos que determinen 

las leyes relativas; 

 

V. Diligenciar exhortos, requisitorias o despachos y 

rogatorias, según corresponda; 

 

VI. Proporcionar a las autoridades competentes los 

datos e informes que soliciten de acuerdo con la ley, y 

 

VII. Las demás que los ordenamientos legales les 

señalen. 

 

Artículo 7. El Poder Judicial tiene plena autonomía e 

independencia para el ejercicio de sus funciones y 

atribuciones, así como para el ejercicio de su 

presupuesto de egresos y aportaciones extraordinarias 

que se aprueben durante el año fiscal respectivo. 

 

Artículo 8. El Poder Judicial contará con un Plan de 

Desarrollo Institucional, como instrumento rector de 

planeación estratégica para el fortalecimiento de la 

impartición de justicia y el adecuado funcionamiento de 

sus órganos. Tendrá una vigencia de seis años y será 

elaborado y aprobado por el Órgano de Administración, 

con la participación del Tribunal Superior y del Tribunal 

de Disciplina, considerando los objetivos, estrategias y 

líneas de acción para el desarrollo y modernización del 

Poder Judicial. 

 

Para la ejecución del Plan de Desarrollo Institucional, 

cada uno de los órganos del Poder Judicial elaborará 

programas de gestión bianuales, en los que se 

establecerán las acciones, metas e indicadores 

correspondientes al ámbito de sus atribuciones. 

 

El Órgano de Administración coordinará la 

integración, seguimiento y evaluación del Plan de 

Desarrollo Institucional y de los programas de gestión, 

en los términos que establezca la presente Ley Orgánica 

y las disposiciones reglamentarias aplicables. 

 

Artículo 9. El Poder Judicial organizará y 

administrará sus archivos conforme a la legislación en 

materia archivística respectiva, garantizando la 

integridad, disponibilidad, conservación y acceso a la 

información derivada del ejercicio de la función 

jurisdiccional y administrativa, como elemento esencial 

para la seguridad jurídica, la transparencia y el derecho a 

la verdad. 

 

Artículo 10. El Pleno del Tribunal Superior, el Pleno 

del Órgano de Administración y el Pleno del Tribunal de 

Disciplina expedirán, en ejercicio y en el ámbito de sus 

atribuciones, los reglamentos interiores, los acuerdos, 

circulares y otras disposiciones necesarias para 

garantizar la independencia, imparcialidad, 

especialización y profesionalismo de las magistradas, 
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magistrados, juezas, jueces y demás personal 

jurisdiccional y administrativo, así como regular el 

adecuado funcionamiento de las salas, juzgados, 

tribunales, órganos internos y unidades administrativas 

del Poder Judicial. 

 

Artículo 11. Son auxiliares de la impartición de 

justicia las personas servidoras públicas de los ámbitos 

estatal y municipal, así como las personas físicas o 

morales cuya intervención sea necesaria para el 

cumplimiento de dicha función, en términos de las 

disposiciones aplicables. Tendrán ese carácter, de 

manera enunciativa mas no limitativa, las personas 

siguientes: 

 

I. Titulares de las presidencias municipales, 

sindicaturas y comisarías municipales; 

 

II. Titulares de las oficialías del Registro Civil, así 

como de la Coordinación Técnica del Sistema Estatal del 

Registro Civil; 

 

III. Titular de la Dirección del Registro Público de la 

Propiedad y del Comercio; 

 

IV. Peritas; 

 

V. Intérpretes y traductoras; 

 

VI. Síndicas e interventoras en materia de concursos 

y quiebras; 

 

VII. Albaceas, interventoras, depositarias, tutoras, 

curadoras y notarias, en el ámbito de las funciones que 

les confieran las leyes; 

 

VIII. Árbitras; 

 

IX. Titulares de las corredurías públicas, en el 

ejercicio de las funciones que les atribuyan la legislación 

mercantil, procesal civil y demás disposiciones 

aplicables; 

 

X. Servidoras públicas adscritas a las secretarías de 

seguridad pública, educación y salud del gobierno del 

estado; 

 

XI. Integrantes de las instituciones policiales estatales 

y municipales; 

 

XII. Autoridad competente en materia de medidas 

cautelares y de suspensión condicional del proceso; 

 

XIII. Titulares de las direcciones municipales de 

tránsito y catastro; 

 

XIV. Personal académico y de investigación 

científica de las instituciones de educación superior del 

estado, cuando actúe en el ámbito de su especialidad, y 

 

XV. Las demás a quienes las leyes les confieran ese 

carácter. 

 

Artículo 12. Las personas auxiliares de la 

impartición de justicia están obligadas a realizar los 

actos, funciones y actividades para los que sean 

requeridos legalmente por las autoridades judiciales. La 

falta de cumplimiento de esa obligación será sancionada 

en los términos de la ley de la materia. 

 

Los poderes del estado están obligados a garantizar y 

facilitar el ejercicio de las funciones de auxilio a la 

impartición de justicia a cargo del Poder Judicial 

conforme a lo dispuesto en la Constitución del estado. 

 

Artículo 13. Los actos realizados por las personas 

servidoras públicas del Poder Judicial tendrán validez 

desde el momento en que tomen posesión de su cargo y 

surtirán plenos efectos aun cuando su nombramiento sea 

revocado. 

 

Artículo 14. Tienen fe pública en el ejercicio de sus 

funciones las personas siguientes: 

 

I. Titular de la Secretaría General de Acuerdos del 

Tribunal Superior, las secretarias y secretarios auxiliares, 

las actuarias y actuarios adscritos a dicha instancia; 

 

II. Titular de la Secretaría General de Acuerdos, las 

secretarias y secretarios auxiliares de acuerdos, las 

actuarias y actuarios del Órgano de Administración y del 

Tribunal de Disciplina; 

 



CÁMARA DE DIPUTADOS ~ DIARIO DE LOS DEBATES #21 ~ 19 DE MAYO, 2026   19 
 

 

III. Secretarias y secretarios de acuerdos, secretarias y 

secretarios auxiliares de acuerdos, secretarias y 

secretarios de amparo, actuarias y actuarios de las salas; 

 

IV. Secretarias y secretarios de acuerdos, secretarias 

y secretarios judiciales, secretarias y secretarios 

instructores, actuarias y actuarios de los juzgados y 

tribunales laborales, y 

 

V. Las demás personas servidoras públicas a quienes 

la ley les confiera expresamente dicha atribución. 

 

Artículo 15. Las magistradas, magistrados, personas 

integrantes del Órgano de Administración, juezas, 

jueces, secretarias o secretarios generales, secretarias o 

secretarios auxiliares; secretarias o secretarios de 

acuerdos, secretarias o secretarios de estudio y cuenta, 

secretarias o secretarios instructores, secretarias o 

secretarios judiciales, secretarias o secretarios de estudio, 

proyectistas, actuarias o actuarios de salas, juzgados y 

tribunales están impedidos para el ejercicio de la 

abogacía, salvo en causa propia, de su cónyuge o de sus 

familiares hasta el cuarto grado. 

 

En el caso de magistradas, magistrados, juezas, 

jueces y personas integrantes del Órgano de 

Administración, no podrán aceptar ni desempeñar 

empleo, cargo o comisión de la Federación, de las 

entidades federativas, de los municipios o de 

particulares, salvo los cargos no remunerados en 

instituciones académicas, científicas, culturales o de 

beneficencia. 

 

Tampoco podrán desempeñar actividades que 

resulten incompatibles con el ejercicio de la función 

jurisdiccional, en los términos previstos por la 

Constitución del estado y las leyes aplicables. 

 

Capítulo II 

Junta de Coordinación Interinstitucional 

 

Artículo 16. El Poder Judicial contará con una Junta 

de Coordinación Interinstitucional, que funcionará como 

instancia permanente de comunicación, coordinación y 

enlace entre el Tribunal Superior, el Órgano de 

Administración y el Tribunal de Disciplina. 

 

La Junta de Coordinación Interinstitucional tendrá 

por objeto facilitar la articulación institucional entre los 

órganos que integran el Poder Judicial para el adecuado 

funcionamiento del sistema de impartición de justicia, 

sin que sus determinaciones impliquen subordinación 

entre dichos órganos ni afecten el ejercicio de sus 

respectivas competencias constitucionales y legales. 

 

Artículo 17. La Junta de Coordinación 

Interinstitucional celebrará sesiones ordinarias y 

extraordinarias; su funcionamiento se regulará en el 

reglamento que para tal efecto apruebe la propia Junta en 

sesión plenaria. 

 

Artículo 18. La Junta de Coordinación 

Interinstitucional se integrará por las personas que 

presidan los órganos siguientes: 

 

I. Tribunal Superior, quien la presidirá; 

 

II. Órgano de Administración, y 

 

III. Tribunal de Disciplina. 

 

Artículo 19. La Junta de Coordinación 

Interinstitucional contará con una Secretaría Técnica, 

que recaerá en la persona titular de la Secretaría General 

de Acuerdos del Tribunal Superior, quien auxiliará en la 

preparación de las sesiones, la elaboración de las actas 

correspondientes, el registro y seguimiento de los 

acuerdos adoptados, así como en las demás funciones 

que determine esta Ley Orgánica, el reglamento interno 

o la propia Junta. 

 

Artículo 20. La Junta de Coordinación 

Interinstitucional tendrá las funciones siguientes: 

I. Facilitar la comunicación institucional entre los 

órganos del Poder Judicial; 

 

II. Promover mecanismos de coordinación 

administrativa, operativa y técnica entre dichos órganos; 

 

III. Dar seguimiento a los acuerdos 

interinstitucionales que se adopten; 

 

IV. Formular propuestas de coordinación 

institucional que contribuyan al adecuado 

funcionamiento del Poder Judicial, y 
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V. Las demás que establezcan esta Ley Orgánica, el 

reglamento interno respectivo o los acuerdos que 

adopten los órganos que integran el Poder Judicial. 

 

Título Segundo 

Función Jurisdiccional 

 

Capítulo I 

División Territorial Judicial 

 

Artículo 21. El territorio del estado de Guerrero se 

divide, para efectos de la impartición de justicia, en 

distritos judiciales, con la denominación, comprensión 

territorial y cabecera siguientes: 

 

I. ABASOLO, comprende las municipalidades de: 

Cuajinicuilapa, Igualapa, Ometepec, San Nicolás, 

Tlacoachistlahuaca y Xochistlahuaca; su cabecera en 

Ometepec; 

 

II. ALARCÓN, comprende las municipalidades de: 

Ixcateopan de Cuauhtémoc, Pilcaya, Taxco de Alarcón y 

Tetipac; su cabecera en Taxco de Alarcón; 

 

III. ALDAMA, comprende las municipalidades de: 

Apaxtla de Castrejón, Cuetzala del Progreso, General 

Canuto A. Neri, Pedro Ascencio Alquisiras y 

Teloloapan; su cabecera en Teloloapan; 

 

IV. ALLENDE, comprende las municipalidades de: 

Ayutla de los Libres, Florencio Villarreal, Ñuu Savi y 

Tecoanapa; su cabecera en Ayutla de los Libres; 

 

V. ALTAMIRANO, comprende las municipalidades 

de: Azoyú, Copala, Cuautepec, Juchitán, Marquelia y 

San Luis Acatlán; su cabecera en San Luis Acatlán; 

 

VI. ÁLVAREZ, comprende las municipalidades de: 

Ahuacuotzingo, Atlixtac, Chilapa de Álvarez, José 

Joaquín de Herrera y Zitlala; su cabecera en Chilapa de 

Álvarez; 

 

VII. AZUETA, comprende las municipalidades de: 

Zihuatanejo de Azueta y Petatlán; su cabecera en 

Zihuatanejo de Azueta; 

VIII. CUAUHTÉMOC, comprende las 

municipalidades de: Ajuchitlán del Progreso, Arcelia, 

San Miguel Totolapan y Tlapehuala; su cabecera en 

Arcelia; 

 

IX. DE LOS BRAVO, comprende las 

municipalidades de: Chilpancingo de los Bravo, 

Eduardo Neri, General Heliodoro Castillo, Juan R. 

Escudero, Leonardo Bravo, Mochitlán y 

Quechultenango; su cabecera en Chilpancingo de los 

Bravo; 

 

X. GALEANA, comprende las municipalidades de: 

Atoyac de Álvarez, Benito Juárez y Tecpan de Galeana; 

su cabecera en Tecpan de Galeana; 

 

XI. GUERRERO, comprende las municipalidades 

de: Mártir de Cuilapan y Tixtla de Guerrero; su cabecera 

en Tixtla de Guerrero; 

 

XII. HIDALGO, comprende las municipalidades de: 

Atenango del Río, Buenavista de Cuellar, Cocula, 

Copalillo, Huitzuco de los Figueroa, Iguala de la 

Independencia y Tepecoacuilco de Trujano; su cabecera 

en Iguala de la Independencia; 

 

XIII. LA MONTAÑA, comprende las 

municipalidades de: Atlamajalcingo del Monte, 

Iliatenco, Malinaltepec, Santa Cruz del Rincón y 

Tlacoapa; su cabecera en Malinaltepec; 

 

XIV. MINA, comprende las municipalidades de: 

Coyuca de Catalán, Cutzamala de Pinzón, Pungarabato, 

Tlalchapa y Zirándaro; su cabecera en Coyuca de 

Catalán; 

 

XV. MONTES DE OCA, comprende las 

municipalidades de: Coahuayutla de José María Izazaga 

y La Unión de Isidoro Montes de Oca; su cabecera en La 

Unión de Isidoro Montes de Oca; 

 

XVI. MORELOS, comprende las municipalidades 

de: Acatepec, Alcozauca de Guerrero, Cochoapa el 

Grande, Copanatoyac, Metlatónoc, Olinalá, 

Tlalixtaquilla de Maldonado, Tlapa de Comonfort, 

Xalpatláhuac y Zapotitlán Tablas; su cabecera en Tlapa 

de Comonfort; 
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XVII. TABARES, comprende las municipalidades 

de: Acapulco de Juárez, Coyuca de Benítez, Las Vigas y 

San Marcos; su cabecera en Acapulco de Juárez, y 

 

XVIII. ZARAGOZA, comprende las 

municipalidades de: Alpoyeca, Cualác, Huamuxtitlán y 

Xochihuehuetlán; su cabecera en Huamuxtitlán. 

 

Capítulo II 

Ejercicio de la Función Jurisdiccional 

 

Artículo 22. El ejercicio de la función jurisdiccional 

comprende el conocimiento, sustanciación y resolución 

de los conflictos del fuero común y de aquellos del orden 

federal cuya competencia sea conferida por la 

Constitución General, la Constitución del estado y las 

leyes aplicables. 

 

Las autoridades jurisdiccionales ejercerán sus 

funciones con base en el principio pro persona, 

privilegiando la protección más amplia de los derechos 

humanos y colocando en el centro de su actuación la 

dignidad humana, la igualdad sustantiva y la justicia con 

sentido social. 

 

Artículo 23. En los asuntos jurisdiccionales en que 

intervengan personas, pueblos o comunidades indígenas, 

así como población afrodescendiente, las autoridades 

jurisdiccionales garantizarán el acceso efectivo a la 

justicia con perspectiva intercultural y de pluralismo 

jurídico, respetando sus sistemas normativos internos en 

los términos constitucionales y asegurando, en todo 

momento, el derecho a intérpretes, traductoras o 

traductores y asistencia jurídica con perspectiva 

intercultural. 

 

Artículo 24. El ejercicio de la función jurisdiccional, 

el Poder Judicial se deposita en: 

 

I. El Tribunal Superior; 

 

II. Los juzgados; 

 

III. Los tribunales laborales, y 

 

IV. Los demás órganos jurisdiccionales que 

establezcan la Constitución del estado y esta Ley 

Orgánica. 

 

Los órganos de administración y disciplina del Poder 

Judicial coadyuvarán en el adecuado funcionamiento de 

la función jurisdiccional, sin intervenir en la 

independencia de las decisiones judiciales. 

 

Título Tercero 

Organización Jurisdiccional 

 

Capítulo I 

Tribunal Superior de Justicia 

 

Artículo 25. El Tribunal Superior residirá en la 

capital del estado y realizará sus labores en forma 

permanente, de conformidad con la normatividad 

correspondiente. 

 

Artículo 26. El Tribunal Superior ejercerá la función 

jurisdiccional en todo el territorio del estado. Los demás 

tribunales y juzgados la ejercerán dentro de la 

jurisdicción y competencia que determine esta Ley 

Orgánica y las demás disposiciones aplicables. 

 

Sección Primera 

Integración 

 

Artículo 27. El Tribunal Superior se integrará con al 

menos veinticinco personas magistradas, de 

conformidad con lo dispuesto por la Constitución del 

estado y en atención a las necesidades del servicio para 

garantizar una pronta y efectiva impartición de justicia. 

 

Una de las personas magistradas ejercerá la 

presidencia del Tribunal Superior y no integrará sala. 

 

Artículo 28. Para el ejercicio de sus funciones el 

Tribunal Superior actuará en Pleno y en salas unitarias o 

colegiadas, de conformidad con lo dispuesto por esta 

Ley Orgánica. 

 

Sección Segunda 

Funcionamiento del Pleno 

 

Artículo 29. El Pleno del Tribunal Superior es el 

máximo órgano en materia jurisdiccional del Poder 

Judicial y se integra con la totalidad de las magistradas y 

los magistrados del Tribunal Superior. Será coordinado 

por la persona titular de la presidencia del Tribunal 
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Superior, en los términos de esta Ley Orgánica y las 

demás disposiciones aplicables. 

 

Artículo 30. El Tribunal Superior sesionará en Pleno 

de manera ordinaria al menos dos veces al mes y, de 

forma extraordinaria, cuando lo estime necesario la 

persona titular de la Presidencia o lo soliciten por lo 

menos cinco magistradas o magistrados. 

 

Las sesiones podrán celebrarse fuera de la sede 

oficial o mediante medios electrónicos. En estos casos, la 

persona titular de la Presidencia podrá convocarlas bajo 

dicha modalidad, debiendo someter a consideración del 

Pleno, al inicio de la sesión, su ratificación por la 

mayoría de sus integrantes. 

 

Artículo 31. Para que el Pleno pueda sesionar 

válidamente se requerirá la presencia de la mayoría de 

las magistradas y los magistrados que lo integran. 

 

Artículo 32. Las sesiones del Pleno serán públicas, 

salvo que por la naturaleza del asunto se acuerde que 

deban celebrarse de forma privada. 

 

Artículo 33. Las determinaciones del Pleno se 

tomarán por mayoría simple o calificada de votos de las 

magistradas y los magistrados presentes, según 

corresponda conforme a la Constitución del estado, esta 

Ley Orgánica o el Reglamento Interior del Tribunal 

Superior. 

 

En caso de empate, la persona titular de la 

presidencia tendrá voto de calidad. 

 

Artículo 34. Las actas, resoluciones y las demás 

determinaciones del Pleno serán firmadas por las 

magistradas y los magistrados que intervengan en la 

sesión correspondiente y serán autorizadas por la 

persona titular de la Secretaría General de Acuerdos. 

 

Las actas deberán contener: 

 

I. Una narración sucinta de los asuntos tratados 

conforme al orden del día, así como de las 

intervenciones realizadas y de los acuerdos adoptados, y 

 

II. La constancia de los votos particulares o 

razonados que, en su caso, formulen las magistradas o 

los magistrados. 

 

Sección Tercera 

Atribuciones del Pleno 

 

Artículo 35. El Pleno tendrá las atribuciones 

siguientes: 

 

I. Resolver, en el ámbito de su competencia, los 

asuntos jurisdiccionales que le correspondan conforme a 

la Constitución del estado, esta Ley Orgánica y las 

demás disposiciones aplicables; 

 

II. Interpretar y aplicar las normas que integran el 

ordenamiento jurídico del estado de Guerrero y aquellas 

del sistema jurídico mexicano sujetas a jurisdicción 

concurrente, así como los tratados internacionales de los 

que el Estado mexicano sea parte; 

 

III. Atraer, para su conocimiento y resolución, los 

asuntos que sean competencia de cualquiera de las salas 

del Tribunal Superior cuando, por su importancia o 

trascendencia, así lo estime necesario para la impartición 

de justicia en la entidad; 

 

IV. Resolver las contradicciones de criterios entre las 

salas del Tribunal Superior, en los términos previstos por 

la ley; 

 

V. Resolver los conflictos de competencia que se 

susciten entre las salas del Tribunal Superior y los 

tribunales laborales del estado, así como los que se 

presenten entre los juzgados por razón de materia; 

 

VI. Resolver el recurso de reclamación que se 

interponga en contra de los acuerdos emitidos por la 

persona titular de la presidencia del Tribunal Superior; 

 

VII. Conocer y resolver las excusas o recusaciones de 

las magistradas y los magistrados del Tribunal Superior; 

 

VIII. Conocer y resolver las excitativas de justicia 

que se promuevan en contra de las magistradas y los 

magistrados del Tribunal Superior; 
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IX. Emitir tesis y establecer jurisprudencia por 

precedentes o por contradicción, en los términos que 

establezcan esta Ley Orgánica y las demás disposiciones 

aplicables; 

 

X. Ordenar la publicación de las tesis y 

jurisprudencia del Poder Judicial; 

 

XI. Tomar protesta a la persona electa como 

presidenta o presidente del Tribunal Superior; 

 

XII. Designar, con el voto de la mayoría de sus 

integrantes, a la magistrada o magistrado que cubrirá las 

faltas temporales no mayores a un mes de la persona 

titular de la presidencia del Tribunal Superior; 

 

XIII. Recibir, en sesión pública y solemne, el informe 

anual que rinda la persona titular de la presidencia del 

Tribunal Superior sobre el estado que guarda la 

impartición de justicia en la entidad y el funcionamiento 

del Poder Judicial; 

 

XIV. Constituir el Comité de Evaluación del Poder 

Judicial previsto en la Constitución del estado, el cual 

estará integrado por cinco personas de reconocida 

trayectoria en la actividad jurídica, para el proceso de 

selección de personas candidatas a magistradas, 

magistrados, juezas y jueces del Poder Judicial; 

 

XV. Postular, mediante votación calificada de las dos 

terceras partes de sus integrantes presentes, a las 

personas aspirantes a los cargos de magistradas, 

magistrados, juezas y jueces del Poder Judicial, y remitir 

el listado correspondiente al Congreso del estado, en los 

términos previstos por la Constitución del estado; 

 

XVI. Expedir y, en su caso, reformar el Reglamento 

Interior del Tribunal Superior; 

 

XVII. Emitir o, en su caso, aprobar los acuerdos 

generales necesarios para la organización y 

funcionamiento del Tribunal Superior en el ámbito de su 

competencia; 

 

XVIII. Autorizar a la persona titular de la presidencia 

del Tribunal Superior para celebrar, en representación 

del Poder Judicial o del propio Tribunal Superior, los 

convenios relacionados con la función jurisdiccional y la 

colaboración institucional para la impartición de justicia; 

 

XIX. Presentar iniciativas de ley o decreto ante el 

Congreso del estado en materias relacionadas con la 

organización y funcionamiento del Poder Judicial, con la 

aprobación de las dos terceras partes de sus integrantes 

presentes; 

 

XX. Designar, mediante votación calificada de las 

dos terceras partes de sus integrantes, a las tres personas 

que deban integrar el Órgano de Administración; 

 

XXI. Formular recomendaciones institucionales al 

Órgano de Administración y al Tribunal de Disciplina en 

materias relacionadas con la impartición de justicia, en el 

ámbito de sus respectivas competencias; 

 

XXII. Solicitar, por conducto de la persona titular de 

la presidencia del Tribunal Superior, la información 

institucional que resulte necesaria al Órgano de 

Administración y al Tribunal de Disciplina para el 

ejercicio de sus atribuciones; 

 

XXIII. Determinar, cuando así lo requiera el 

adecuado funcionamiento del Tribunal Superior, el 

cambio de sede para la celebración de las sesiones del 

Pleno; 

 

XXIV. Recibir, por conducto de la persona titular de 

la presidencia del Tribunal Superior, los informes de 

gestión del Órgano de Administración y del Tribunal de 

Disciplina, para efectos de la integración del informe 

anual sobre el estado que guarda la impartición de 

justicia en la entidad; 

 

XXV. Mantener coordinación con el Órgano de 

Administración y el Tribunal de Disciplina para el 

adecuado funcionamiento del Poder Judicial, en el 

ámbito de sus respectivas competencias; 

 

XXVI. Dar vista al Ministerio Público cuando, con 

motivo del ejercicio de sus atribuciones, advierta hechos 

que pudieran constituir delito, así como al Tribunal de 

Disciplina cuando se trate de conductas que impliquen 

responsabilidad administrativa de las personas servidoras 

públicas del Poder Judicial, y 
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XXVII. Las demás que le confieran esta Ley 

Orgánica y otras disposiciones legales aplicables. 

 

Artículo 36. Todos los demás asuntos que incidan en 

la función jurisdiccional cuyo conocimiento no se 

encuentre expresamente atribuido por esta Ley Orgánica 

a otro órgano jurisdiccional del Poder Judicial se 

entenderán reservados al Pleno del Tribunal Superior. 

 

Sección Cuarta 

Presidencia del Tribunal Superior 

 

Artículo 37. La presidencia del Tribunal Superior es 

el órgano encargado de la conducción institucional del 

Tribunal Superior y de la representación del Poder 

Judicial en los términos previstos por la Constitución del 

estado, esta Ley Orgánica y las demás disposiciones 

aplicables. 

 

Artículo 38. La presidencia del Tribunal Superior 

será ejercida por la magistrada o el magistrado que haya 

obtenido el mayor número de votos en la elección 

correspondiente, en los términos previstos por la 

Constitución del estado. 

 

Artículo 39. La presidencia del Tribunal Superior se 

renovará cada dos años, conforme a lo dispuesto por la 

Constitución del estado. 

 

Concluido el periodo correspondiente, la persona que 

haya ejercido la presidencia continuará desempeñando 

sus funciones jurisdiccionales como magistrada o 

magistrado del Tribunal Superior. 

 

Artículo 40. La persona titular de la presidencia del 

Tribunal Superior tendrá las atribuciones siguientes: 

 

I. Representar legalmente al Poder Judicial y al 

Tribunal Superior en los actos institucionales y jurídicos 

que correspondan; 

 

II. Presidir las sesiones del Pleno, dirigir los debates y 

cuidar el orden en el desarrollo de las sesiones; 

 

III. Convocar a las sesiones ordinarias y 

extraordinarias del Pleno; 

 

IV. Ejecutar y dar seguimiento a los acuerdos 

adoptados por el Pleno; 

 

V. Rendir anualmente, en el mes de agosto, en sesión 

pública y solemne del Pleno, el informe sobre el estado 

que guarda la impartición de justicia en la entidad y el 

funcionamiento del Poder Judicial; 

 

VI. Autorizar con su firma las resoluciones, acuerdos 

y demás actos que correspondan al Pleno; 

 

VII. Proponer al Pleno los asuntos que deban 

someterse a su consideración; 

 

VIII. Solicitar, por acuerdo del Pleno, la información 

institucional necesaria al Órgano de Administración y al 

Tribunal de Disciplina para el ejercicio de las 

atribuciones del Tribunal Superior; 

 

IX. Celebrar, previa autorización del Pleno, 

convenios de colaboración institucional relacionados con 

la función jurisdiccional; 

 

X. Representar al Poder Judicial en los mecanismos 

de coordinación institucional con los otros poderes del 

estado y con los órganos constitucionales autónomos, y 

 

XI. Las demás que le confieran la Constitución del 

estado, esta Ley Orgánica, el Reglamento Interior del 

Tribunal Superior y otras disposiciones legales 

aplicables. 

 

Artículo 41. Las faltas temporales de la persona 

titular de la presidencia del Tribunal Superior que no 

excedan de un mes serán cubiertas por la magistrada o el 

magistrado que determine el Pleno. 

Cuando la falta temporal exceda de un mes o se trate 

de falta absoluta, se procederá conforme a lo dispuesto 

por la Constitución del estado y esta Ley Orgánica. 

 

Artículo 42. Contra los acuerdos emitidos por la 

persona titular de la Presidencia del Tribunal Superior 

procederá el recurso de reclamación ante el Pleno. 

 

Artículo 43. El recurso deberá interponerse por 

escrito dentro de los tres días hábiles siguientes a la 

notificación del acuerdo impugnado, y se presentará ante 

la persona titular de la presidencia del Tribunal Superior, 
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quien lo turnará de inmediato al Pleno para su 

resolución, en un plazo máximo de quince días hábiles 

contados a partir de su recepción. La resolución que 

emita dicho Pleno será definitiva. 

 

Artículo 44. Para el adecuado desempeño de sus 

atribuciones, la presidencia del Tribunal Superior 

contará por lo menos con las unidades auxiliares como la 

Coordinación General de Asesores, la Dirección General 

Jurídica, la Unidad de Compilación y Sistematización de 

Tesis, la Unidad de Apoyo Administrativo, y la Unidad 

de Comunicación Institucional. 

 

La organización, funcionamiento y atribuciones de 

estas unidades se regirán por lo dispuesto en el 

Reglamento Interior respectivo y los acuerdos generales 

que emita el Órgano de Administración, conforme a la 

disponibilidad presupuestal. 

 

Artículo 45. Las unidades auxiliares actuarán bajo la 

conducción de la persona titular de la presidencia del 

Tribunal Superior y deberán coordinarse entre sí para el 

adecuado cumplimiento de sus atribuciones, evitando la 

duplicidad de funciones. 

 

Las personas titulares de dichas unidades serán 

designadas por el Órgano de Administración a propuesta 

de la persona titular de la presidencia del Tribunal 

Superior y deberán cumplir con los requisitos 

establecidos en la normatividad aplicable, atendiendo a 

la naturaleza de sus funciones. 

 

Sección Quinta 

Secretaría General de Acuerdos  

del Tribunal Superior 

 

Artículo 46. El Tribunal Superior contará con una 

Secretaría General de Acuerdos, que será el órgano 

auxiliar encargado de apoyar al Pleno y a la presidencia 

en el trámite de los asuntos de su competencia, así como 

en la preparación, desarrollo y documentación de sus 

sesiones. 

 

Artículo 47. La Secretaría General de Acuerdos 

estará a cargo de una persona titular denominada 

secretaria o secretario general de acuerdos, será 

designada o removida libremente por el Pleno del 

Órgano de Administración a propuesta de la presidencia 

del propio Tribunal Superior, en atención a la naturaleza 

de confianza del cargo. 

Artículo 48. Para ser Secretaria o Secretario General 

de Acuerdos se requiere: 

 

I. Ser ciudadana o ciudadano mexicano, en pleno 

ejercicio de sus derechos civiles y políticos; 

 

II. Tener cuando menos treinta años de edad al 

momento de su designación; 

 

III. Contar con título profesional de licenciatura en 

derecho y cédula profesional legalmente expedidos, con 

antigüedad mínima de cinco años; 

 

IV. Contar con experiencia profesional en el ejercicio 

de la actividad jurídica, preferentemente en funciones 

jurisdiccionales; 

 

V. Gozar de buena reputación; 

 

VI. No estar inhabilitada o inhabilitado para 

desempeñar empleo, cargo o comisión en el servicio 

público; 

 

VII. No encontrarse inscrita o inscrito en el Registro 

de Deudores Alimentarios Morosos, y 

 

VIII. Los demás requisitos que establezcan las 

disposiciones legales y reglamentarias aplicables. 

 

Artículo 49. La persona titular de la Secretaría 

General de Acuerdos tendrá las atribuciones siguientes: 

 

I. Dar cuenta al Pleno y a la presidencia de los 

asuntos que deban someterse a su conocimiento; 

 

II. Auxiliar en la preparación y desarrollo de las 

sesiones del Pleno; 

 

III. Levantar las actas de las sesiones del Pleno y 

recabar las firmas correspondientes; 

 

IV. Tomar la votación de las magistradas y los 

magistrados cuando sea procedente; 

 

V. Aplicar el sistema de turno implementado por el 

Órgano de Administración para la distribución 
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automática de los asuntos a las salas correspondientes, y 

conforme a los acuerdos que emita el Tribunal Superior, 

vigilando su correcta aplicación. 

 

VI. Certificar las resoluciones, acuerdos, expedientes, 

constancias y demás documentos que obren en los 

archivos del Pleno; 

 

VII. Practicar las diligencias y notificaciones que le 

encomiende el Pleno o la presidencia; 

 

VIII. Llevar el registro y resguardo de las actas, 

acuerdos y resoluciones emitidos por el Pleno; 

 

IX. Recibir la correspondencia dirigida al Pleno y dar 

cuenta de ella a la presidencia, y 

 

X. Las demás que establezcan esta Ley Orgánica, el 

reglamento interior correspondiente y otras disposiciones 

legales aplicables. 

 

Artículo 50. La Secretaría General de Acuerdos 

contará con el personal técnico, jurídico y administrativo 

necesario para el cumplimiento de sus atribuciones. Su 

organización y funcionamiento se determinarán en el 

Reglamento Interior del Tribunal Superior y en las 

demás disposiciones correspondientes. 

 

Capítulo II 

Salas del Tribunal Superior 

 

Artículo 51. El Tribunal Superior funcionará en salas 

colegiadas y salas unitarias, conforme a lo dispuesto por 

la Constitución del estado y esta Ley Orgánica. 

 

Las salas ejercerán la función jurisdiccional en las 

materias que determine esta Ley Orgánica y demás 

disposiciones generales aplicables. 

 

Artículo 52. Las salas colegiadas del Tribunal 

Superior se integrarán por tres magistradas o 

magistrados, y las unitarias por una magistrada o un 

magistrado. 

 

Cada sala colegiada contará con una presidencia de 

carácter rotativo, que será ejercida por una de las 

magistradas o magistrados que la integren, designada por 

mayoría de votos para un periodo de un año. 

 

Artículo 53. Las salas del Tribunal Superior 

conocerán de los asuntos que le correspondan conforme 

a la materia de especialización y competencia 

jurisdiccional que establezca esta Ley Orgánica y demás 

disposiciones aplicables. 

 

Artículo 54. La distribución de los asuntos entre las 

salas se realizará mediante el sistema de turno 

implementado por el Órgano de Administración, que 

garantice una asignación objetiva, equitativa, 

transparente y conforme a los criterios previamente 

establecidos. 

 

Artículo 55. Las reglas para la operación del sistema 

de turno y los mecanismos para asegurar el equilibrio en 

la carga de trabajo jurisdiccional de las salas se 

establecerán en el Reglamento Interior del Tribunal 

Superior y en los acuerdos generales que al efecto se 

emitan. 

 

Las salas colegiadas sesionarán válidamente con la 

presencia de la totalidad de las magistradas y 

magistrados que las integren y adoptarán sus 

resoluciones y acuerdos por unanimidad o mayoría de 

votos. 

 

Artículo 56. Las magistradas y los magistrados que 

integren sala podrán formular votos particulares o votos 

concurrentes cuando discrepen total o parcialmente del 

criterio adoptado por la mayoría, los cuales deberán 

agregarse a la resolución correspondiente. 

 

Artículo 57. La persona titular de la presidencia de la 

sala colegiada tendrá las atribuciones siguientes: 

 

I. Acordar y tramitar los asuntos competencia de la 

sala hasta ponerlos en estado de resolución, firmando las 

actuaciones junto con la secretaria o secretario de 

acuerdos correspondiente, salvo disposición legal en 

contrario; 

 

II. Turnar los asuntos entre las magistradas y 

magistrados integrantes de la sala para la elaboración de 

los proyectos de resolución; 

 

III. Convocar a las sesiones de la sala; 
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IV. Presidir las sesiones de la sala, dirigir los debates, 

conservar el orden en las sesiones y someter a votación 

los asuntos al concluir su discusión, salvo disposición 

legal en contrario; 

 

V. Actuar como magistrada o magistrado ponente en 

los asuntos que le sean turnados; en tal carácter, presidir 

las audiencias correspondientes y explicar en audiencia 

pública, de manera breve, clara y accesible, el sentido de 

las resoluciones definitivas dictadas por la sala. 

 

VI. Supervisar el adecuado trámite de los asuntos 

competencia de la sala; 

 

VII. Firmar, junto con las magistradas y magistrados 

integrantes de la sala, las resoluciones que ésta emita, y 

 

VIII. Las demás que establezcan esta Ley Orgánica y 

los acuerdos generales que al efecto se emitan. 

 

Artículo 58. Las salas del Tribunal Superior 

conocerán y resolverán los asuntos de su competencia y 

ejercerán sus funciones jurisdiccionales en términos de 

la Constitución del estado, las leyes procesales 

aplicables, esta Ley Orgánica y los acuerdos generales 

correspondientes. 

 

Artículo 59. Las salas podrán solicitar al Pleno del 

Tribunal Superior que conozca de un asunto cuando 

estimen que su importancia o trascendencia así lo 

amerita. Dicho Pleno determinará lo conducente. 

 

Capítulo III 

Magistradas y Magistrados del Tribunal Superior  

 

Artículo 60. Las magistradas y los magistrados del 

Tribunal Superior serán electos por la ciudadanía, 

conforme al procedimiento, etapas y requisitos 

establecidos en la Constitución del estado y la 

legislación electoral aplicable. 

 

Artículo 61. Las magistradas y los magistrados del 

Tribunal Superior tendrán las atribuciones siguientes: 

 

I. Integrar el Pleno del Tribunal Superior y participar 

en las sesiones y deliberaciones correspondientes; 

 

II. Integrar las salas del Tribunal Superior y conocer 

de los asuntos que les sean turnados conforme a la 

competencia establecida en la normatividad aplicables; 

 

III. Formular proyectos de resolución en los asuntos 

que les correspondan como magistradas o magistrados 

ponentes; 

 

IV. Participar con voz y voto en las deliberaciones de 

los asuntos sometidos a la consideración del Pleno del 

Tribunal Superior o de la sala correspondiente; 

 

V. Formular votos particulares o concurrentes 

cuando discrepen del criterio adoptado por la mayoría; 

 

VI. Cumplir y hacer cumplir las resoluciones que 

emitan el Pleno del Tribunal Superior y las salas del 

Tribunal Superior, y 

 

VII. Las demás que les confieran la Constitución del 

estado, esta Ley Orgánica y otras disposiciones legales 

aplicables. 

 

Artículo 62. Las magistradas y los magistrados del 

Tribunal Superior deberán excusarse de conocer los 

asuntos en los que se actualice alguna de las causas de 

impedimento previstas por la legislación respectiva. 

 

Las excusas y recusaciones serán resueltas por el 

Pleno del Tribunal Superior en los términos que 

establezca esta Ley Orgánica y las leyes procesales 

correspondientes. 

 

Artículo 63. Las magistradas y los magistrados del 

Tribunal Superior ejercerán sus funciones con 

independencia, imparcialidad, objetividad, 

profesionalismo y respeto a los principios 

constitucionales que rigen la impartición de justicia. 

 

Capítulo IV 

Juzgados y Tribunales 

 

Artículo 64. Los juzgados del Poder Judicial 

ejercerán la función jurisdiccional de primera instancia 

en las materias civil, familiar, mercantil, penal, penal 

para adolescentes y en las demás que establezcan las 

leyes, de conformidad con las disposiciones 
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correspondientes y los acuerdos que emita el Órgano de 

Administración en el ámbito de su competencia. 

 

Artículo 65. En la materia laboral la función 

jurisdiccional se ejercerá, en única instancia, por los 

tribunales laborales, en los términos previstos por la 

legislación aplicable. 

 

Artículo 66. Los juzgados del Poder Judicial 

ejercerán jurisdicción en el ámbito territorial que 

determine el Órgano de Administración, pudiendo 

comprender uno o más distritos judiciales, una parte de 

éstos o las regiones que se establezcan para la adecuada 

impartición de justicia. 

 

Artículo 67. Los juzgados del sistema oral civil y 

familiar, así como los mercantiles estarán conformados 

por una o más personas juzgadoras, según lo determine 

el Órgano de Administración, además de las secretarias 

o secretarios judiciales, actuarias o actuarios y el 

personal técnico y administrativo necesario para su 

adecuado funcionamiento. 

 

Los tribunales laborales se integrarán por una jueza o 

un juez, secretarias o secretarios instructores, secretarias 

o secretarios de estudio, las actuarias o actuarios 

correspondientes y el demás personal jurisdiccional, 

técnico y administrativo que resulte necesario para su 

funcionamiento. 

 

Los juzgados y tribunales de los sistemas penal 

acusatorio, de justicia penal para adolescentes y de 

ejecución se integrarán por las juezas o los jueces 

correspondientes y el personal técnico y administrativo 

que se requiera, de conformidad con las necesidades del 

servicio y con lo que determine el Órgano de 

Administración. 

 

Artículo 68. La distribución de los asuntos entre los 

juzgados y tribunales se realizará mediante el sistema de 

turno implementado por el Órgano de Administración, 

conforme a los criterios que establezca y que garanticen 

objetividad, equidad y transparencia. 

 

Artículo 69. Los juzgados y tribunales del Poder 

Judicial ejercerán sus funciones con independencia, 

imparcialidad, objetividad, profesionalismo y respeto a 

los principios constitucionales que rigen la impartición 

de justicia. 

 

Artículo 70. Las juezas y los jueces serán electos por 

la ciudadanía, conforme al procedimiento, etapas y 

requisitos establecidos en la Constitución del estado y la 

legislación electoral aplicable. 

 

Artículo 71. Las juezas y los jueces tendrán las 

atribuciones siguientes: 

 

I. Conocer y resolver los asuntos de su competencia 

conforme a la normatividad correspondiente; 

 

II. Dirigir los procedimientos judiciales a su cargo; 

 

III. Dictar las resoluciones que correspondan en los 

asuntos sometidos a su jurisdicción; 

 

IV. Presidir las audiencias que deban celebrarse 

dentro de los procedimientos a su cargo, en términos de 

la normatividad correspondiente; 

 

V. Firmar las resoluciones y actuaciones judiciales 

que emitan en el ejercicio de su función jurisdiccional, y 

 

VI. Las demás que les confieran la Constitución del 

estado, esta Ley Orgánica y otras disposiciones legales 

aplicables. 

 

Capítulo V 

Jueza o Juez Coordinador 

 

Artículo 72. Cuando en un mismo distrito judicial o 

circunscripción territorial existan dos o más juzgados o 

tribunales de la misma materia, podrá designarse una 

jueza o un juez coordinador, con el objeto de facilitar la 

coordinación operativa entre dichos órganos 

jurisdiccionales, a fin de mejorar la organización del 

trabajo jurisdiccional y la adecuada gestión de los 

asuntos. 

 

Artículo 73. La designación de la jueza o juez 

coordinador a que se refiere el artículo anterior se 

realizará en los términos que establezca el Reglamento 

Interior del Tribunal Superior. 
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En ningún caso dicha designación implicará relación 

jerárquica o subordinación entre las personas juzgadoras 

ni afectará la independencia en el ejercicio de la función 

jurisdiccional. 

 

Artículo 74. La jueza o el juez coordinador tendrá las 

atribuciones siguientes: 

 

I. Coadyuvar en la organización y distribución 

equilibrada de los asuntos entre los órganos 

jurisdiccionales de la misma materia, conforme a las 

reglas de turno o distribución aplicables; 

 

II. Facilitar la coordinación del trabajo jurisdiccional 

y administrativo entre los órganos jurisdiccionales de la 

misma materia; 

 

III. Promover la adopción de criterios comunes de 

gestión judicial que contribuyan al adecuado 

funcionamiento de los órganos jurisdiccionales, sin 

afectar la autonomía de las personas juzgadoras, y 

 

IV. Las demás que establezcan las disposiciones 

legales y reglamentarias aplicables. 

 

Capítulo VI 

Disposiciones Procedimentales 

 

Artículo 75. Las juezas y los jueces deberán 

excusarse de conocer los asuntos en los que se actualice 

alguna causa de impedimento prevista en la legislación. 

 

Artículo 76. Las excusas y recusaciones serán 

resueltas en los términos que establezcan las leyes 

procesales de la materia. 

 

Artículo 77. Las resoluciones y actuaciones emitidas 

por las juezas y jueces deberán constar por escrito o en 

formato electrónico dentro del expediente 

correspondiente y estar debidamente firmadas, ya sea 

mediante la firma autógrafa o firma electrónica, 

conforme a las disposiciones legales, reglamentarias y 

tecnológicas aplicables. 

 

Artículo 78. Las audiencias que deban celebrarse 

ante los juzgados y tribunales se desarrollarán conforme 

a los principios establecidos en la legislación procesal 

correspondiente. 

 

Capítulo VII 

Del Estatuto de las Personas Juzgadoras 

 

Artículo 79. Las magistradas y magistrados durarán 

en su encargo nueve años contados a partir de la fecha en 

que rindan protesta ante el Congreso del estado y podrán 

ser reelectos por una sola ocasión para un periodo igual e 

improrrogable, en los términos previstos por la 

Constitución del estado. 

 

Las juezas y jueces durarán en su encargo el mismo 

periodo y podrán ser reelectos de manera consecutiva al 

concluir cada periodo, conforme a lo que dispongan la 

Constitución del estado y esta Ley Orgánica. 

 

Las personas que resulten electas rendirán la protesta 

de ley ante el Congreso del estado el primero de 

septiembre del año correspondiente a la elección. 

 

Artículo 80. Durante el tiempo de su encargo, las 

magistradas, magistrados, juezas y jueces ejercerán su 

función jurisdiccional con independencia e 

imparcialidad y percibirán una remuneración adecuada e 

irrenunciable que no podrá ser disminuida durante el 

periodo para el cual fueron electos, en los términos 

previstos por la Constitución del estado. 

 

Artículo 81. El encargo de las personas juzgadoras 

concluirá por cualquiera de las causas siguientes: 

 

I. Conclusión del periodo para el que fueron electos, 

salvo en caso de reelección; 

 

II. Renuncia por causa grave, en los términos 

previstos por la Constitución del estado; 

 

III. Incapacidad permanente que les impida el 

ejercicio del cargo; 

 

IV. Remoción en los casos y conforme a los 

procedimientos previstos por la Constitución del estado 

y las leyes aplicables, y 

 

V. Por fallecimiento. 

 

Artículo 82. Las magistradas, magistrados, juezas y 

jueces únicamente podrán ser removidos de su encargo 
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por las causas graves previstas en la Constitución del 

estado y en las leyes correspondientes, previa 

sustanciación del procedimiento correspondiente y con 

pleno respeto a su derecho de audiencia y defensa. 

 

Artículo 83. Concluido su encargo, las magistradas y 

magistrados no podrán actuar como patronas, patrones, 

abogadas, abogados o representantes en asuntos ante el 

Poder Judicial durante los dos años siguientes a la 

terminación de su encargo, salvo en causa propia. 

 

Artículo 84. Tratándose de juezas y jueces, esta 

restricción será aplicable únicamente dentro de los 

distritos judiciales en los que hayan estado adscritas o 

adscritos durante los dos años previos a la conclusión de 

su encargo, conforme a lo dispuesto por la Constitución 

del estado. 

 

Artículo 85. Cuando se actualice la ausencia 

definitiva de una magistrada, magistrado, jueza o juez, la 

vacante será cubierta por la persona que haya obtenido el 

segundo lugar en la elección correspondiente, en los 

términos previstos por la Constitución del estado y las 

leyes aplicables. 

 

Artículo 86. Las personas juzgadoras que concluyan 

su encargo por término del periodo para el que fueron 

electas o por no haber sido reelectas tendrán derecho a 

recibir una compensación económica temporal 

equivalente al cuarenta por ciento del último salario 

diario integrado percibido, sin considerar prestaciones 

adicionales. 

 

Dicha compensación se cubrirá de manera mensual 

por un periodo máximo de dos años, contado a partir de 

la conclusión del encargo, con motivo de la restricción 

constitucional para ejercer la abogacía ante los órganos 

del Poder Judicial. 

 

Cuando la separación del cargo ocurra antes de la 

conclusión del periodo por causa distinta a remoción o 

responsabilidad administrativa o penal, la compensación 

se otorgará de manera proporcional al tiempo 

efectivamente desempeñado en el cargo, sin exceder en 

ningún caso el límite temporal previsto en el presente 

artículo. 

 

El monto de la compensación permanecerá fijo 

durante el periodo en que se otorgue y no estará sujeto a 

incrementos, actualizaciones ni ajustes posteriores. 

 

La compensación prevista en este artículo tendrá 

carácter estrictamente temporal, no constituirá pensión, 

jubilación, haber de retiro ni prestación permanente, no 

generará derechos adicionales y su pago estará sujeto a 

las retenciones fiscales que correspondan conforme a la 

legislación aplicable. 

 

Capítulo VIII 

Centros de Justicia de Proximidad 

 

Artículo 87. Los Centros de Justicia de Proximidad 

son órganos auxiliares del Poder Judicial adscritos al 

Tribunal Superior, cuyo objeto es facilitar el acceso a la 

justicia mediante mecanismos de orientación, atención 

temprana y solución pacífica de conflictos, en los 

términos que establezcan las leyes aplicables. 

 

Podrán establecerse en las cabeceras municipales o 

en las circunscripciones territoriales en las que resulte 

necesario, de conformidad con las necesidades del 

servicio y la disponibilidad presupuestaria. 

 

Artículo 88. Los Centros de Justicia de Proximidad 

tendrán las atribuciones siguientes: 

 

I. Facilitar mecanismos de conciliación y solución 

pacífica de conflictos de naturaleza familiar, civil, 

mercantil, vecinal u otros de menor complejidad, 

conforme a las disposiciones legales aplicables; 

 

II. Orientar a las personas usuarias sobre los medios 

legales disponibles para la solución de sus controversias; 

 

III. Canalizar los asuntos a los órganos 

jurisdiccionales o autoridades competentes cuando el 

conflicto exceda su ámbito de actuación; 

IV. Promover la cultura de la paz, la legalidad y el 

diálogo para la solución de controversias; 

 

V. Brindar atención inicial a las personas usuarias y 

facilitar su acceso a los servicios del Poder Judicial, y 

 

VI. Las demás que le confieran esta Ley Orgánica y 

otras disposiciones legales aplicables. 
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Artículo 89. Las personas titulares de los Centros de 

Justicia de Proximidad auxiliarán, mediante orden o 

mandamiento de los órganos jurisdiccionales del fuero 

común o federal, en la realización de actos de 

comunicación procesal que les sean encomendados, en 

los términos de las disposiciones legales aplicables. 

 

Para el ejercicio de esta atribución tendrán fe pública 

y actuarán como auxiliares jurisdiccionales de los 

juzgados y tribunales del distrito judicial en el que se 

encuentren ubicados. 

 

El auxilio de los Centros de Justicia de Proximidad 

procederá únicamente cuando las diligencias deban 

practicarse fuera de la sede del órgano jurisdiccional. 

 

Artículo 90. En cada Centro de Justicia de 

Proximidad habrá una persona titular, nombrada por el 

Órgano de Administración a propuesta de la presidencia 

del Tribunal Superior, quien rendirá la protesta de ley 

ante el Pleno del órgano que realizó su designación. 

Contarán con el personal técnico, jurídico y 

administrativo necesario de acuerdo con la 

disponibilidad presupuestal. 

 

La organización, funcionamiento y atribuciones 

específicas de los Centros de Justicia de Proximidad se 

determinarán en el Reglamento Interior del Tribunal 

Superior. 

 

Artículo 91. Para ser titular de un Centro de Justicia 

de Proximidad se requiere: 

 

I. Ser ciudadana o ciudadano mexicano, en ejercicio 

de sus derechos civiles y políticos, de preferencia 

persona originaria o vecina del lugar al que se le 

adscriba; 

 

II. Tener cuando menos veinticinco años de edad al 

momento de su nombramiento; 

 

III. Contar con título profesional de licenciatura en 

derecho y cédula profesional legalmente expedida, así 

como experiencia mínima de dos años en el ejercicio de 

actividades jurídicas afines; 

 

IV. Gozar de buena reputación y reconocida 

solvencia moral; 

 

V. Hablar de preferencia alguna lengua indígena 

presente en el municipio o municipios a los que se 

adscriba, cuando en éstos existan comunidades o 

población hablante de dichas lenguas; 

 

VI. No estar inhabilitada o inhabilitado para 

desempeñar empleo, cargo o comisión en el servicio 

público; 

 

VII. No encontrarse actualmente sujeto a sentencia 

condenatoria firme por delito doloso, ni a proceso penal 

por delito que amerite pena privativa de libertad; 

 

VIII. No encontrarse inscrita o inscrito en el Registro 

de Deudores Alimentarios Morosos, y 

 

IX. Aprobar las evaluaciones y cumplir con los 

demás requisitos que establezcan las disposiciones 

legales y reglamentarias aplicables. 

 

El personal técnico, jurídico y administrativo de los 

Centros de Justicia de Proximidad deberá cumplir con 

los requisitos que se establezcan en el reglamento y la 

normatividad correspondiente. 

 

 

Capítulo IX 

Personal Auxiliar de la Función Jurisdiccional 

 

Artículo 92. Para el funcionamiento adecuado de los 

órganos jurisdiccionales del Poder Judicial, éstos 

contarán, según corresponda, con secretarias o 

secretarios de acuerdos, auxiliares de acuerdos, 

auxiliares de amparo, de estudio y cuenta, instructoras o 

instructores, de estudio, de sala y judiciales; proyectistas, 

asistentes jurídicos, actuarias o actuarios y notificadoras 

o notificadores, así como con el demás personal jurídico, 

técnico y administrativo que determine el reglamento 

respectivo y las demás disposiciones aplicables. 

 

Artículo 93. Las personas servidoras públicas 

señaladas en el artículo anterior deberán reunir los 

requisitos previstos en las disposiciones jurídicas 

correspondientes para ocupar el cargo respectivo. Su 

designación o nombramiento se realizará conforme a los 
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procedimientos establecidos en dicha normatividad y, en 

su caso, a lo que determine el Órgano de 

Administración. Previo al inicio del ejercicio de sus 

funciones, deberán rendir la protesta de ley ante la 

autoridad competente. 

 

Artículo 94. El personal auxiliar de la función 

jurisdiccional tendrá las atribuciones que establezcan las 

leyes procesales aplicables, la presente Ley Orgánica y 

el reglamento interior respectivo. 

 

Capítulo X 

Disposiciones comunes de la Función 

Jurisdiccional 

 

Artículo 95. Las funciones de autorizar, dar fe y 

certificar las actuaciones jurisdiccionales 

corresponderán, en el ámbito de sus atribuciones y según 

proceda, a las siguientes personas servidoras públicas del 

Poder Judicial: 

 

I. La persona titular de la Secretaría General de 

Acuerdos del Tribunal Superior, así como las personas 

secretarias auxiliares y actuarias adscritas al mismo; 

 

II. La persona titular de la Secretaría General del 

Tribunal de Disciplina, así como las personas secretarias 

auxiliares de acuerdos y actuarias adscritas a dicho 

órgano; 

 

III. Las personas secretarias de acuerdos, secretarias 

auxiliares de acuerdos, secretarias de amparo y actuarias 

de las salas; 

 

IV. Las personas secretarias de acuerdos, secretarias 

judiciales, secretarias instructoras y actuarias de los 

juzgados y tribunales, y 

 

V. Las demás personas servidoras públicas del Poder 

Judicial a quienes esta Ley Orgánica o el Reglamento 

Interior les atribuya expresamente funciones de 

autorización, certificación o constancia de actuaciones 

jurisdiccionales. 

 

Título Cuarto 

Órgano de Administración Judicial 

 

Capítulo I 

Naturaleza y Objeto 

 

 Artículo 96. El Órgano de Administración es el 

encargado de la administración del Poder Judicial, de la 

carrera judicial y de la profesionalización de las personas 

servidoras públicas. Contará con plena autonomía 

técnica, de gestión y de decisión para emitir sus 

resoluciones, sin subordinación al Tribunal Superior, en 

los términos previstos por la Constitución del estado, 

esta Ley Orgánica y demás disposiciones aplicables. 

 

 En ningún caso el Órgano de Administración 

ejercerá funciones de investigación, sustanciación o 

resolución en materia de responsabilidades 

administrativas o disciplinarias, las cuales serán 

competencia exclusiva del Tribunal de Disciplina. 

 

Sección Primera 

Integración 

 

 Artículo 97. El Órgano de Administración se 

integrará por cinco personas designadas en los términos 

del artículo 162 Bis de la Constitución del estado, 

quienes durarán en su encargo seis años improrrogables. 

 

 La renovación de sus integrantes se realizará 

mediante un sistema de rotación progresiva, que 

implicará la sustitución parcial y sucesiva de sus 

integrantes, evitará la renovación simultánea de la 

totalidad del órgano y preservará la vigencia 

diferenciada de los nombramientos. 

 

 Las personas designadas para sustituir a quienes 

concluyan su encargo entrarán en funciones el primero 

de septiembre del año que corresponda, previa protesta 

constitucional. 

 

 Artículo 98. Para ser integrante del Órgano de 

Administración se requiere cumplir con los requisitos 

establecidos en el artículo 162 Ter de la Constitución del 

estado. 

 

 Artículo 99. Las faltas de las personas 

integrantes del Órgano de Administración se suplirán 

conforme a las reglas siguientes: 

 



CÁMARA DE DIPUTADOS ~ DIARIO DE LOS DEBATES #21 ~ 19 DE MAYO, 2026   33 
 

 

 I. Las faltas temporales menores a un mes serán 

cubiertas en los términos que determine el Pleno 

conforme al reglamento respectivo; 

 

 II. Las faltas derivadas de licencia por más de 

un mes y hasta por un año serán cubiertas por la persona 

que determine la autoridad que haya realizado la 

designación correspondiente, y 

 

 III. Las ausencias definitivas, así como las faltas 

que excedan de un mes sin licencia, serán cubiertas 

mediante la designación que realice la autoridad 

competente para concluir el periodo respectivo. 

 

 Artículo 100. Durante el ejercicio de su 

encargo, las personas integrantes del Órgano de 

Administración sólo podrán ser removidas en los 

términos previstos en el Título Décimo Tercero de la 

Constitución del estado y conforme a las disposiciones 

legales aplicables. 

 

 En el desempeño de sus funciones no 

representarán a la autoridad que las haya designado, por 

lo que deberán conducirse con independencia, 

imparcialidad, objetividad, profesionalismo, honradez y 

lealtad institucional, garantizando el adecuado 

funcionamiento administrativo del Poder Judicial. 

 

Sección Segunda 

Funcionamiento 

 

 Artículo 101. El Órgano de Administración 

funcionará en Pleno o en comisiones. 

 La organización, funcionamiento, desarrollo de 

las sesiones y demás aspectos operativos se regirán por 

lo dispuesto en esta Ley Orgánica y en el Reglamento 

Interior. 

 

 Artículo 102. El Pleno del Órgano de 

Administración sesionará válidamente con la presencia 

de la persona que ejerza la presidencia y de cuando 

menos dos integrantes más. 

 

 Sus acuerdos se adoptarán por mayoría de votos 

de las personas integrantes presentes. En caso de empate, 

la persona que ejerza la presidencia tendrá voto de 

calidad. 

 

 Artículo 103. Las personas integrantes del 

Órgano de Administración deberán excusarse de 

conocer de los asuntos en los que se actualice alguna 

causa de impedimento prevista en las disposiciones 

aplicables. 

 

 Las excusas serán calificadas por el Pleno del 

Órgano de Administración, sin la participación de la 

persona integrante que la haya planteado. 

 

 Cuando se trate de actos o procedimientos que 

incidan directamente en la situación jurídica de una 

persona determinada, ésta podrá promover recusación 

por causa justificada, en los términos que establezca el 

Reglamento Interior. 

 

 La recusación será resuelta de plano por el 

Pleno y no suspenderá la tramitación o resolución de los 

asuntos, salvo determinación fundada en contrario. 

 

 Artículo 104. El Órgano de Administración 

contará con las comisiones permanentes o transitorias 

que determine su Pleno, integradas por tres personas, 

debiendo existir, al menos, las de administración y 

carrera judicial. 

 

 Su organización, funcionamiento, atribuciones y 

reglas de operación se establecerán en el reglamento 

respectivo. 

 

Sección Tercera 

Atribuciones 

 

 Artículo 105. El Pleno del Órgano de 

Administración tendrá las atribuciones siguientes: 

 

 I. Determinar el número, especialización, 

competencia territorial, organización y funcionamiento 

de las salas, juzgados y tribunales del Poder Judicial; 

 

 II. Crear, modificar o suprimir órganos 

jurisdiccionales, conforme a las necesidades del servicio 

y las disposiciones aplicables; 

 

 III. Establecer o modificar la competencia de los 

órganos jurisdiccionales del Poder Judicial; 
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 IV. Determinar, a petición del Pleno del 

Tribunal Superior, la concentración de facultades en uno 

o más órganos jurisdiccionales para conocer de asuntos 

relacionados con violaciones graves de derechos 

humanos, en atención al interés social y al orden público; 

 

 V. Asignar y redistribuir la carga de trabajo 

entre órganos jurisdiccionales, cuando resulte necesario 

para garantizar la eficiencia en la impartición de justicia; 

 

 VI. Adscribir y readscribir a las magistradas, 

magistrados, juezas y jueces, con base en criterios 

objetivos, necesidades del servicio y respeto a la 

independencia judicial; 

 

 VII. Recabar y considerar la opinión de la 

presidencia del Tribunal Superior en los procesos de 

adscripción y readscripción de juezas y jueces; 

 

 VIII. Comisionar a juezas y jueces para el 

cumplimiento de funciones específicas, cuando las 

necesidades del servicio lo requieran; 

 

 IX. Determinar las bases para el ingreso, 

permanencia, promoción, evaluación y separación del 

personal del Sistema de Carrera del Poder Judicial; 

 

 X. Crear y suprimir plazas de personas 

servidoras públicas, conforme a las necesidades del 

servicio y disponibilidad presupuestal; 

 

 XI. Nombrar, adscribir, readscribir y remover al 

personal auxiliar jurisdiccional, administrativo y de 

confianza del Poder Judicial, conforme a los 

procedimientos establecidos en esta Ley Orgánica y el 

Reglamento Interior; 

 

 XII. Considerar la opinión de la presidencia del 

Tribunal Superior, tratándose de nombramientos 

directamente vinculados con la función jurisdiccional; 

 

 XIII. Otorgar licencias y conocer de las 

renuncias del personal del Poder Judicial, en los 

términos de las disposiciones aplicables; 

 

 XIV. Expedir reglamentos, acuerdos, 

lineamientos, manuales y demás disposiciones 

administrativas necesarias para el ejercicio de sus 

atribuciones;  

 

 XV. Ejecutar las resoluciones que, en el ámbito 

de su competencia, le formule el Tribunal de Disciplina; 

 

 XVI. Integrar comisiones para el adecuado 

funcionamiento del Poder Judicial; 

 

 XVII. Ejercer el presupuesto de egresos del 

Poder Judicial, a través de las unidades administrativas 

correspondientes, y supervisar su correcta aplicación; 

 

 XVIII. Administrar, vigilar y preservar los 

bienes muebles e inmuebles del Poder Judicial, así como 

proveer lo necesario para su adecuado uso, 

mantenimiento y conservación; 

 

 XIX. Autorizar los actos de administración, 

adquisiciones, enajenaciones, servicios y demás actos 

jurídicos necesarios para la gestión del patrimonio del 

Poder Judicial, los cuales serán formalizados de 

conformidad con lo que establezca el reglamento 

respectivo; 

 

 XX. Implementar políticas, lineamientos y 

mecanismos en materia de transparencia, acceso a la 

información y protección de datos personales; 

 

 XXI. Supervisar el funcionamiento 

administrativo de los órganos jurisdiccionales y unidades 

administrativas, sin intervenir en el ámbito disciplinario 

que corresponde al Tribunal de Disciplina; 

 

 XXII. Establecer mecanismos de control y 

evaluación del desempeño administrativo del personal 

del Poder Judicial, sin que ello implique el ejercicio de 

facultades disciplinarias; 

 

 XXIII. Recabar, sistematizar y analizar 

información estadística sobre el funcionamiento de los 

órganos jurisdiccionales, para fines de planeación, 

mejora institucional y evaluación administrativa, sin 

afectar la independencia judicial; 

 

 XXIV. Establecer las bases del Sistema de 

Carrera del Poder Judicial; 
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 XXV. Coordinar, a través de la Escuela de 

Formación, los procesos de formación, capacitación, 

profesionalización, actualización, especialización y 

certificación del personal; 

 

 XXVI. Emitir las disposiciones generales para 

el ingreso, promoción, permanencia y estímulos del 

personal del Poder Judicial en su esfera competencial; 

 

 XXVII. Dictar las disposiciones necesarias para 

el funcionamiento del Centro de Mecanismos 

Alternativos y del Instituto de la Defensoría, en el 

ámbito de su competencia; 

 

 XXVIII. Nombrar y supervisar al personal del 

Instituto de la Defensoría, conforme a la normativa 

correspondiente; 

 

 XXIX. Aprobar el calendario oficial de labores 

del Poder Judicial, el cual deberá incluir los días 

inhábiles previstos en la ley y aquellos que determine el 

propio Órgano de Administración por necesidades del 

servicio, así como decretar días inhábiles por causa de 

fuerza mayor; 

 

 XXX. Determinar y calendarizar los períodos 

de vacaciones de las personas servidoras públicas del 

Poder Judicial, garantizando su disfrute en dos periodos 

anuales, cada uno de cuando menos diez días hábiles, sin 

perjuicio de lo que establezcan las disposiciones 

aplicables en materia laboral que resulten más 

favorables. 

 

 XXXI. Informar al Congreso del estado, en los 

términos previstos por la Constitución del estado y la 

ley, sobre los cargos sujetos a elección judicial y demás 

información necesaria para el desarrollo de dichos 

procesos, en el ámbito de su competencia; 

 

 XXXII. Aprobar el informe anual de labores 

que deba rendir la persona titular de la presidencia del 

Órgano de Administración; 

 

 XXXIII. Integrar el Consejo de administración 

del Fondo Auxiliar; 

 

 XXXIV. Establecer, regular y supervisar los 

sistemas de turno y distribución de asuntos entre los 

órganos jurisdiccionales, garantizando criterios de 

equidad, aleatoriedad, transparencia y eficiencia, sin 

intervenir en la asignación de asuntos concretos, y 

 

 XXXV. Las demás que le confieran la 

Constitución del estado, esta Ley Orgánica y las 

disposiciones aplicables. 

 

 Artículo 106. En materia de mecanismos 

alternativos de solución de controversias, el Pleno del 

Órgano de Administración tendrá las atribuciones 

siguientes: 

 

 I. Dictar las medidas necesarias para el 

adecuado funcionamiento del Centro de Mecanismos 

Alternativos; 

 

 II. Nombrar, adscribir, evaluar, suspender y 

remover al personal del Centro; 

 

 III. Otorgar, renovar, suspender o revocar la 

certificación de personas facilitadoras y, en su caso, de 

personas abogadas colaborativas; 

 

 IV. Acreditar, supervisar, evaluar, suspender o 

revocar centros privados de mecanismos alternativos de 

solución de controversias; 

 

 V. Vigilar el desempeño de los centros públicos 

de mecanismos alternativos de solución de 

controversias; 

 

 VI. Crear, operar y supervisar el Registro de 

Personas Facilitadoras y el Sistema de Convenios; 

 

 VII. Expedir acuerdos generales y lineamientos 

en la materia, y 

 

 VIII. Las demás que establezcan otras 

disposiciones legales aplicables. 

 

 Artículo 107. El Órgano de Administración es 

la instancia responsable de dirigir la política institucional 

en materia de gestión documental y administración de 

archivos del Poder Judicial, así como de emitir los 

acuerdos generales, lineamientos y demás disposiciones 

necesarias para su cumplimiento, en términos de la 

legislación correspondiente. 
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 Artículo 108. El Órgano de Administración 

incorporará de manera transversal la perspectiva de 

género en el ejercicio de sus atribuciones y en la 

ejecución de sus programas, políticas y acciones, con el 

objeto de garantizar a las personas el ejercicio y goce de 

sus derechos humanos en condiciones de igualdad 

sustantiva. 

 

 Asimismo, promoverá y verificará, con apoyo 

de la unidad administrativa competente, que los órganos 

jurisdiccionales y unidades administrativas del Poder 

Judicial integren dicha perspectiva en el ámbito de sus 

respectivas competencias. 

 

 Artículo 109. El Órgano de Administración 

contará con los órganos auxiliares y unidades 

administrativas necesarios para el cumplimiento de sus 

atribuciones. Para tal efecto, tendrá al menos la Escuela 

de Formación, el Instituto de la Defensoría, el Centro de 

Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias, 

el Centro de Convivencia Familiar Supervisada, la 

Dirección General de Administración y Finanzas, la 

Unidad de Auditoría y Evaluación Institucional, la 

Unidad de Planeación, la Coordinación de Personas 

Peritas, la Unidad de Gestión Documental y Archivos, y 

la Unidad de Género y Derechos Humanos. 

 

 La organización, funcionamiento y atribuciones 

de estas unidades se regirán por lo dispuesto en el 

Reglamento Interior respectivo y los acuerdos generales 

que emita el Órgano de Administración, conforme a la 

disponibilidad presupuestal. 

 

 Artículo 110. Las unidades auxiliares deberán 

coordinarse entre sí para el adecuado cumplimiento de 

sus atribuciones, evitando la duplicidad de funciones. 

 

 Las personas titulares de dichas unidades serán 

designadas por el Órgano de Administración a propuesta 

de su presidencia y deberán cumplir con los requisitos 

establecidos en la normatividad aplicable, atendiendo a 

la naturaleza de sus funciones. 

 

Sección Cuarta 

Presidencia del Órgano de Administración 

 

 Artículo 111. La presidencia del Órgano de 

Administración se renovará cada dos años de manera 

rotatoria, garantizando el principio de paridad de género. 

Será designada mediante insaculación entre las personas 

integrantes del Pleno, en la primera sesión del mes de 

septiembre del año que corresponda, y no podrá ser 

reelecta para el periodo inmediato siguiente. 

 

 Artículo 112. La presidencia del Órgano de 

Administración tendrá las atribuciones siguientes: 

 

 I. Representar legalmente al Órgano de 

Administración en los actos institucionales y jurídicos 

que correspondan; 

 

 II. Firmar las resoluciones, acuerdos y demás 

determinaciones que correspondan de acuerdo con su 

ámbito de competencia; 

 

 III. Llevar y despachar, con el auxilio de la 

persona titular de la Secretaría General, la 

correspondencia oficial del Órgano de Administración; 

 

 IV. Otorgar poderes generales y especiales, 

previa autorización del Órgano de Administración; 

 

 V. Presidir el Pleno del Órgano de 

Administración, conducir las sesiones, dirigir los debates 

y mantener el orden en las mismas; 

 

 VI. Coordinar la formulación del proyecto de 

presupuesto anual del Poder Judicial; 

 

 VII. Convocar a las personas integrantes del 

Órgano de Administración a sesiones ordinarias y 

extraordinarias, conforme a lo previsto en esta Ley 

Orgánica y en el reglamento respectivo; 

 

 VIII. Proponer al Órgano de Administración las 

medidas necesarias para mejorar la organización y 

funcionamiento del Poder Judicial; 

 

 IX. Solicitar el auxilio de las autoridades 

competentes para el adecuado y oportuno ejercicio de las 

funciones del Poder Judicial; 
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 X. Resolver, de manera provisional, los asuntos 

cuya atención sea urgente, debiendo someterlos a la 

consideración del Pleno en la sesión inmediata siguiente; 

 

 XI. Supervisar que los órganos jurisdiccionales 

y unidades administrativas rindan oportunamente la 

información necesaria para fines administrativos y 

estadísticos; 

 

 XII. Presentar al Pleno, para su aprobación, el 

informe anual de labores del Órgano de Administración 

y remitirlo de manera oportuna a la presidencia del 

Tribunal Superior, para integrar el informe sobre el 

estado que guarda la impartición de justicia en la entidad 

y el funcionamiento del Poder Judicial; 

 

 XIII. Presidir el Consejo de Administración del 

Fondo Auxiliar, en los términos de las disposiciones 

respectivas, y 

 

 XIV. Las demás que le confieran la 

Constitución del estado, esta Ley Orgánica, el 

reglamento respectivo y otras disposiciones legales 

aplicables. 

 

 Artículo 113. La presidencia del Órgano de 

Administración contará con las unidades administrativas 

y el personal necesario para el adecuado ejercicio de sus 

funciones, en términos de lo previsto en el Reglamento 

Interior y la disponibilidad presupuestal. 

 

Sección Quinta 

Secretaría General de Acuerdos  

del Órgano de Administración 

 

 Artículo 114. El Órgano de Administración 

contará con una Secretaría General de Acuerdos, que 

será el órgano auxiliar encargado de apoyar al Pleno y a 

la presidencia en el trámite de los asuntos de su 

competencia, así como en la preparación, desarrollo y 

documentación de sus sesiones. 

 

 Artículo 115. La Secretaría General de 

Acuerdos estará a cargo de una persona titular 

denominada secretaria o secretario general de acuerdos, 

será designada o removida libremente por el Pleno a 

propuesta de la presidencia del propio Órgano de 

Administración, en atención a la naturaleza de confianza 

del cargo. 

 

 Artículo 116. Para ser persona titular de la 

Secretaría General del Órgano de Administración se 

deberán cumplir, en lo conducente, los requisitos 

establecidos para la persona titular de la Secretaría 

General de Acuerdos del Tribunal Superior, con 

excepción de aquellos relativos a experiencia en 

funciones jurisdiccionales, pudiendo acreditarse 

experiencia profesional en funciones jurídicas, 

administrativas o de gestión pública vinculadas con la 

administración institucional. 

 

 Artículo 117. La persona titular de la Secretaría 

General de Acuerdos tendrá las atribuciones siguientes: 

 

 I. Dar cuenta al Pleno y a la presidencia de los 

asuntos que deban someterse a su conocimiento; 

 

 II. Auxiliar en la preparación y desarrollo de las 

sesiones del Pleno; 

 

 III. Levantar las actas de las sesiones del Pleno 

y recabar las firmas correspondientes; 

 

 IV. Auxiliar en la conducción de las sesiones y, 

cuando proceda, tomar la votación de las personas 

integrantes del Órgano de Administración; 

 

 V. Dar seguimiento al cumplimiento de los 

acuerdos y resoluciones que emita el Pleno del Órgano 

de Administración; 

 

 VI. Ejecutar las instrucciones de la presidencia 

del Órgano de Administración; 

 

 VII. Certificar las resoluciones, acuerdos, 

expedientes, constancias y demás documentos que obren 

en los archivos del Órgano de Administración; 

 

 VIII. Llevar el registro, control y resguardo de 

las actas, acuerdos y resoluciones emitidos por el Pleno; 

 

 IX. Recibir la correspondencia dirigida al 

Órgano de Administración y dar cuenta de ella a la 

presidencia; 
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 X. Auxiliar a las comisiones del Órgano de 

Administración en el desarrollo de sus funciones; 

 

 XI. Coordinar el funcionamiento de la oficialía 

de partes del Órgano de Administración, en términos de 

lo que disponga el Reglamento Interior; 

 

 XII. Dirigir al personal adscrito a la Secretaría 

General y supervisar el cumplimiento de sus funciones 

administrativas; 

 

 XIII. Coordinar el cumplimiento de las 

obligaciones en materia de transparencia y acceso a la 

información pública en el ámbito del Órgano de 

Administración, y 

 

 XIV. Las demás que le confieran esta Ley 

Orgánica, su Reglamento Interior y las disposiciones 

aplicables. 

 

 Artículo 118. La Secretaría General de 

Acuerdos contará con el personal técnico, jurídico y 

administrativo necesario para el cumplimiento de sus 

atribuciones. Su organización y funcionamiento se 

determinarán en el Reglamento Interior del Órgano de 

Administración y en las demás disposiciones 

correspondientes. 

 

Capítulo II 

Escuela de Formación Judicial 

 

 Artículo 119. La Escuela de Formación es un 

órgano auxiliar con autonomía técnica y de gestión, 

responsable de diseñar e implementar los procesos de 

formación, capacitación, profesionalización, evaluación, 

certificación, actualización y especialización del 

personal del Sistema de Carrera del Poder Judicial. 

 

 Artículo 120. La Escuela de Formación tendrá 

las atribuciones siguientes: 

 

 I. Diseñar, implementar y evaluar los programas 

de formación inicial y continúa dirigidos al personal del 

Poder Judicial y a quienes aspiren a formar parte de éste; 

 

 II. Organizar y desarrollar los concursos de 

oposición para el acceso y promoción al Sistema de 

Carrera del Poder Judicial, en términos de las 

disposiciones aplicables; 

 

 III. Diseñar y ejecutar programas académicos, 

de investigación y de difusión orientados al 

fortalecimiento de la función jurisdiccional y 

administrativa del Poder Judicial; 

 

 IV. Coadyuvar, en el ámbito de su competencia, 

en los procesos de capacitación, evaluación y desarrollo 

del personal del Poder Judicial; 

 

 V. Establecer mecanismos de coordinación y 

colaboración con instituciones académicas, órganos 

jurisdiccionales, organismos públicos y privados, 

nacionales e internacionales, para el fortalecimiento de la 

formación judicial; 

 

 VI. Expedir las constancias, certificaciones, 

títulos y demás documentos académicos que 

correspondan, conforme a las disposiciones aplicables; 

 

 VII. Proponer al Órgano de Administración la 

emisión de lineamientos, criterios y programas en 

materia de formación y profesionalización judicial; 

 

 VIII. Elaborar y proponer al Órgano de 

Administración sus requerimientos presupuestales, a 

efecto de que sean considerados en la integración del 

proyecto de presupuesto del Poder Judicial que se remita 

al Poder Ejecutivo; 

 

 IX. Prestar servicios de formación, capacitación 

y profesionalización a fiscalías, organismos de 

protección de los derechos humanos, instituciones de 

seguridad pública y al público en general, en términos de 

las disposiciones correspondientes, y 

 

 X. Las demás que le confieran esta Ley 

Orgánica y otras disposiciones legales aplicables. 

 

 Artículo 121. La Escuela de Formación Judicial 

contará con una persona titular, designada por el Órgano 

de Administración, conforme a la normatividad 

correspondiente. Sus atribuciones se establecerán en su 

reglamento interno. 
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 Artículo 122. La Escuela de Formación contará 

con las áreas académicas, técnicas y administrativas 

necesarias para el cumplimiento de sus funciones, de 

conformidad con su Reglamento Interno y la 

disponibilidad presupuestal. 

 

Capítulo III 

Instituto de la Defensoría Pública 

 

 Artículo 123. El Instituto de la Defensoría es un 

órgano auxiliar del Poder Judicial, con autonomía 

técnica y de gestión en el ejercicio de sus funciones, 

adscrito al Órgano de Administración. Tiene por objeto 

garantizar el derecho a una defensa y asesoría jurídica 

integral, gratuita, continua, oportuna y especializada, 

mediante la representación legal de las personas usuarias 

ante órganos jurisdiccionales, administrativos y demás 

autoridades competentes, conforme a las disposiciones 

aplicables. 

 

 Tratándose de materia penal, el Instituto de la 

Defensoría ejercerá exclusivamente funciones de 

defensa a favor de las personas imputadas, sin perjuicio 

de las atribuciones que correspondan a las instituciones 

encargadas de la asesoría jurídica de víctimas. 

 

 En el ejercicio de sus funciones se regirá por los 

principios de gratuidad, probidad, independencia técnica, 

calidad, confidencialidad, profesionalismo y continuidad 

del servicio. 

 

 Artículo 124. El Instituto de la Defensoría 

estará a cargo de una persona titular denominada 

Defensora o Defensor General, quien será nombrada o 

nombrado por el Órgano de Administración conforme al 

procedimiento, requisitos y duración previstos en la 

Constitución del estado, esta Ley Orgánica y demás 

disposiciones aplicables. 

 

 La Defensora o Defensor General podrá ser 

ratificada o ratificado en el encargo en los términos que 

establezca la Constitución del estado. 

 

 Artículo 125. Para el cumplimiento de su 

objeto, el Instituto de la Defensoría se integrará por: 

 

 I. La persona titular del Instituto de la 

Defensoría; 

 

 II. Las personas defensoras públicas; 

 

 III. Las personas asesoras jurídicas, en las 

materias en que conforme a la ley resulte procedente su 

intervención; 

 

 IV. Las personas visitadoras; 

 

 V. El Consejo Consultivo, como órgano 

honorífico de opinión y asesoría, y 

 

 VI. El personal jurídico, técnico y 

administrativo necesario para su funcionamiento. 

 

 La organización, atribuciones específicas y 

régimen interno de las áreas y del personal del Instituto 

de la Defensoría se determinarán en su reglamento 

interno y demás disposiciones respectivas. 

 

 Artículo 126. La selección, ingreso, formación, 

capacitación, evaluación, permanencia, promoción y 

separación del personal del Instituto de la Defensoría 

estarán a cargo del Órgano de Administración, conforme 

a las disposiciones aplicables y al régimen del servicio 

profesional correspondiente. 

 

 La responsabilidad administrativa del personal 

del Instituto de la Defensoría será competencia del 

Tribunal de Disciplina, en términos de la Constitución 

del estado y demás disposiciones respectivas. 

 

 Artículo 127. Las percepciones de las personas 

defensoras públicas y asesoras jurídicas no podrán ser 

inferiores a las que correspondan a las personas agentes 

del Ministerio Público, conforme a las disposiciones 

correspondientes. 

 

 Artículo 128. El Instituto de la Defensoría será 

competente para: 

 

 I. Prestar servicios de defensa pública y asesoría 

jurídica en las materias penal, familiar, civil, mercantil, 

laboral, de justicia para adolescentes, administrativa y de 

amparo, en los términos de la legislación aplicable; 
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 II. Garantizar el derecho a una defensa adecuada 

y el acceso a la justicia de las personas usuarias del 

servicio; 

 

 III. Establecer lineamientos y criterios para la 

prestación del servicio de defensoría pública; 

 

 IV. Promover la capacitación, actualización y 

profesionalización permanente del personal del Instituto 

de la Defensoría; 

 

 V. Implementar mecanismos de evaluación y 

mejora continua del servicio; 

 

 VI. Fomentar la transparencia, el acceso a la 

información y la protección de datos personales en el 

ámbito de su competencia, y 

 

 VII. Las demás que establezcan la Constitución 

del estado y otras disposiciones legales aplicables. 

 

Capítulo IV 

Centro de Mecanismos Alternativos 

 

 Artículo 129. El Centro de Mecanismos 

Alternativos es el órgano auxiliar del Poder Judicial 

adscrito al Órgano de Administración, encargado de la 

aplicación de los mecanismos alternativos de solución de 

controversias, de conformidad con la Constitución del 

estado, esta Ley Orgánica, la legislación nacional y 

estatal en la materia y demás disposiciones relativas. 

 

 Artículo 130. El Centro de Mecanismos 

Alternativos contará con autonomía técnica, operativa y 

de gestión para el ejercicio de sus funciones. Deberá 

observar los principios de legalidad, objetividad, 

imparcialidad, eficiencia, eficacia, gratuidad, 

independencia técnica, calidad, confidencialidad, 

profesionalismo y transparencia. 

 

 Artículo 131. El Centro de Mecanismos 

Alternativos contará con sedes regionales, a través de las 

cuales ejercerá sus funciones en el territorio del estado. 

 

 Artículo 132. El Centro de Mecanismos 

Alternativos contará con las áreas técnicas y 

administrativas necesarias para el cumplimiento de sus 

funciones, conforme a su reglamento interno y a la 

disponibilidad presupuestal. 

 

 Artículo 133. La selección, nombramiento, 

adscripción, capacitación, evaluación, promoción, 

permanencia, prestaciones y estímulos de las personas 

facilitadoras estarán a cargo del Órgano de 

Administración, conforme a las disposiciones 

respectivas. 

 

 El régimen de responsabilidades se regirá por 

las disposiciones legales aplicables. 

 

 Artículo 134. Para ser persona titular del Centro 

de Mecanismos Alternativos se deberán cumplir los 

requisitos previstos en la legislación respectiva en 

materia de mecanismos alternativos de solución de 

controversias y, además: 

 

 I. Tener al menos treinta años de edad, y 

 

 II. No estar inhabilitada o inhabilitado para 

desempeñar empleo, cargo o comisión en el servicio 

público. 

 

 Artículo 135. La persona titular del Centro de 

Mecanismos Alternativos durará en su encargo cinco 

años y podrá ser ratificada únicamente por un periodo 

adicional. 

 

 Artículo 136. El Centro de Mecanismos 

Alternativos, además de las atribuciones que establezcan 

la legislación en la materia y otras disposiciones 

correspondientes, tendrá las siguientes: 

 

 I. Coadyuvar con el Órgano de Administración 

en la supervisión, evaluación y funcionamiento de los 

centros regionales y centros privados de mecanismos 

alternativos de solución de controversias; 

 

 II. Proporcionar servicios de información y 

orientación a las personas usuarias; 

 

 III. Llevar el registro de personas facilitadoras y 

de los convenios que se celebren; 

 

 IV. Dar seguimiento al cumplimiento de los 

convenios celebrados; 
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 V. Promover la cultura de la solución pacífica 

de controversias; 

 

 VI. Establecer mecanismos de coordinación con 

instituciones públicas y privadas; 

 

 VII. Proponer al Órgano de Administración 

acciones, programas y políticas en la materia; 

 

 VIII. Emitir opiniones técnicas al Órgano de 

Administración para la acreditación, certificación, 

suspensión o revocación de centros privados de 

mecanismos alternativos de solución de controversias; 

 

 IX. Elaborar y proponer sus requerimientos 

presupuestales al Órgano de Administración, y 

 

 X. Las demás que le confieran otras 

disposiciones legales aplicables. 

 

Capítulo V 

Centro de Convivencia Familiar Supervisada 

 

 Artículo 137. El Centro de Convivencia 

Familiar Supervisada es un órgano auxiliar del Órgano 

de Administración, encargado de facilitar y supervisar la 

convivencia familiar en los casos que determine la 

autoridad jurisdiccional, con el objeto de proteger el 

interés superior de niñas, niños y adolescentes. 

 

 Artículo 138. El Centro contará con las áreas 

técnicas y administrativas necesarias para el 

cumplimiento de sus funciones, conforme a su 

reglamento interno y a la disponibilidad presupuestal. 

 

 Artículo 139. El Centro actuará a solicitud de 

los órganos jurisdiccionales y Administrativos del Poder 

Judicial, en el ámbito de su competencia. 

 

 Artículo 140. El Centro de Convivencia 

Familiar Supervisada tendrá las atribuciones siguientes: 

 

 I. Facilitar y supervisar las convivencias 

familiares ordenadas por la autoridad jurisdiccional; 

 

 II. Ejecutar las medidas de convivencia en 

condiciones de seguridad, neutralidad y respeto; 

 

 III. Proporcionar apoyo técnico y especializado 

en los procesos de convivencia familiar; 

 

 IV. Elaborar los informes y reportes que le sean 

requeridos por la autoridad jurisdiccional; 

 

 V. Llevar el registro y control de los servicios 

que preste; 

 

 VI. Coadyuvar en la protección de los derechos 

de niñas, niños y adolescentes; 

 

 VII. Proponer al Órgano de Administración 

acciones y programas para el mejoramiento del servicio; 

 

 VIII. Elaborar y proponer al Órgano de 

Administración sus requerimientos presupuestales, a 

efecto de que sean considerados en la integración del 

proyecto de presupuesto del Poder Judicial, y 

 

 IX. Las demás que establezcan otras 

disposiciones legales aplicables. 

 

 Artículo 141. El Centro contará con sedes 

regionales, a través de las cuales ejercerá sus funciones 

en el territorio del estado, mismas que dependerán 

jerárquica y funcionalmente de éste. 

 

 Su creación, organización y operación serán 

determinadas por el Órgano de Administración, 

conforme a su reglamento interno y la disponibilidad 

presupuestal. 

 

 Artículo 142. Para ser persona titular del Centro 

de Convivencia Familiar Supervisada se requiere: 

 

 I. Ser ciudadana mexicana o ciudadano 

mexicano en pleno ejercicio de sus derechos civiles y 

políticos; 

 

 II. Contar con título y cédula profesional en 

materias relacionadas con psicología, derecho familiar, 

trabajo social u otras disciplinas afines a la atención de 

conflictos familiares y protección de niñas, niños y 

adolescentes; 
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 III. Tener al menos treinta años de edad al día 

de la designación; 

 

 IV. Contar con experiencia profesional mínima 

de cinco años en carreras afines al objeto de Centro; 

 

 V. No haber sido condenada o condenado por 

delito doloso; 

 

 VI. No estar inscrita o inscrito en el Registro de 

Deudores Alimentarios Morosos, ni haber sido 

sancionada o sancionado por incumplimiento de 

obligaciones alimentarias, y 

 

 VII. No estar inhabilitada o inhabilitado para 

desempeñar empleo, cargo o comisión en el servicio 

público. 

 

 Artículo 143. El personal del Centro será 

designado por el Órgano de Administración y se regirá 

por las disposiciones aplicables. 

 

 Los requisitos, funciones y atribuciones 

específicas del personal se establecerán en el reglamento 

interno y demás disposiciones normativas 

correspondientes. 

 

 

Capítulo VI 

Proyecto de Presupuesto 

 

 Artículo 144. El Órgano de Administración 

elaborará el proyecto de presupuesto de egresos del 

Poder Judicial con base en los principios de autonomía, 

racionalidad, eficiencia, disciplina financiera, 

transparencia y suficiencia, de conformidad con el 

artículo 94 de la Constitución del estado y la 

normatividad aplicable en materia presupuestaria. 

 

 Para tal efecto, considerará también los 

anteproyectos del Tribunal Superior, del Tribunal de 

Disciplina y los correspondientes de los demás órganos 

con autonomía técnica. 

 

 Artículo 145. Una vez integrado el proyecto de 

presupuesto de egresos del Poder Judicial, el Órgano de 

Administración lo remitirá al Tribunal Superior y al 

Tribunal de Disciplina para la emisión de su respectiva 

opinión institucional no vinculante, para lo cual contarán 

con un plazo de diez días hábiles. 

 

 Artículo 146. De haberse formulado opinión 

dentro del plazo señalado en el artículo anterior, el 

Órgano de Administración podrá incorporarla total o 

parcialmente, debiendo fundar y motivar su 

determinación en el acuerdo correspondiente. 

 

 Artículo 147. El proyecto de presupuesto de 

egresos del Poder Judicial será remitido al Poder 

Ejecutivo del estado por conducto de la persona titular 

de la presidencia del Órgano de Administración, para su 

incorporación al Proyecto de Presupuesto de Egresos del 

estado. 

 

 Artículo 148. El Órgano de Administración 

establecerá mecanismos para garantizar la operatividad 

institucional, con cargo al presupuesto aprobado al Poder 

Judicial, destinados a cubrir gastos indispensables para el 

ejercicio de sus atribuciones, conforme a lo dispuesto 

por el reglamento respectivo. 

 

Capítulo VII 

Sistema de Carrera del Poder Judicial 

 

 Artículo 149. El Poder Judicial contará con un 

Sistema de Carrera, a cargo del Órgano de 

Administración, mediante el cual se regularán el ingreso, 

formación, capacitación, evaluación, certificación, 

promoción, permanencia y separación del personal que 

lo integra, conforme a los principios de excelencia, 

objetividad, imparcialidad, profesionalismo, 

independencia, eficiencia, eficacia y paridad de género, 

en términos de la Constitución del estado, esta Ley 

Orgánica, en el reglamento correspondiente y demás 

disposiciones respectivas. 

 

 El Sistema de Carrera se integra por: 

 

 I. La carrera judicial, y 

 

 II. La carrera administrativa. 

 

 Las disposiciones de este capítulo no serán 

aplicables para acceder a los cargos de magistradas, 

magistrados, juezas y jueces. 
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Sección Primera 

Carrera Judicial 

 

 Artículo 150. La carrera judicial comprende al 

personal que participa en la función jurisdiccional y en 

las actividades directamente vinculadas con la 

sustanciación, análisis y resolución de los asuntos 

sometidos a conocimiento de los órganos 

jurisdiccionales, y tiene por objeto garantizar la 

continuidad del servicio de impartición de justicia, la 

estabilidad en el empleo y el desarrollo profesional 

basado en el mérito. 

 

 Artículo 151. Para garantizar la continuidad del 

servicio de impartición de justicia, la estabilidad en el 

empleo y el desarrollo profesional, la carrera judicial se 

regirá por los principios de: 

 

 I. Mérito; 

 

 II. Igualdad de oportunidades; 

 

 III. Profesionalismo; 

 

 IV. Especialización; 

 

 V. Objetividad; 

 

 VI. Imparcialidad; 

 

 VII. Independencia; 

 

 VIII. Evaluación del desempeño, y 

 

 IX. Paridad de género. 

 

 Artículo 152. El ingreso y la promoción en el 

Sistema de Carrera del Poder Judicial se realizarán 

mediante concursos de oposición y procesos de 

selección basados en el mérito, conforme a los 

procedimientos que establezca el Órgano de 

Administración mediante acuerdos generales y demás 

disposiciones aplicables. 

 

 La permanencia estará sujeta a evaluaciones 

periódicas de desempeño, en términos de la 

normatividad correspondiente. 

 

 Artículo 153. La carrera judicial comprenderá 

las categorías que determine el Órgano de 

Administración, conforme a la naturaleza de las 

funciones jurisdiccionales y a la organización del Poder 

Judicial. 

 

Sección Segunda 

Carrera Administrativa 

 

 Artículo 154. La carrera administrativa 

comprende al personal encargado de las funciones de 

apoyo institucional, gestión, administración de recursos, 

tecnologías de la información, planeación, control, 

archivo, estadística y demás actividades necesarias para 

el funcionamiento del Poder Judicial. 

 

 Tendrá igual relevancia institucional que la 

carrera judicial y será indispensable para garantizar la 

continuidad, eficiencia y calidad del servicio público de 

impartición de justicia. 

 

 Artículo 155. La carrera administrativa se 

organizará y regulará conforme a lo que determine el 

Órgano de Administración, atendiendo a la naturaleza de 

las funciones de apoyo, gestión y administración del 

Poder Judicial. 

 

 La carrera administrativa se regirá por los 

principios de: 

 

 I. Mérito; 

 

 II. Eficiencia; 

 

 III. Profesionalismo; 

 

 IV. Transparencia; 

 

 V. Rendición de cuentas; 

 

 VI. Igualdad de oportunidades, y 

 

 VII. Paridad de género. 

 

 Artículo 156. El ingreso, promoción, 

permanencia y evaluación del personal administrativo se 

realizará mediante procedimientos públicos, abiertos, 

transparentes y basados en el mérito, conforme a los 
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perfiles y requisitos que establezca el Órgano de 

Administración. 

 

 Artículo 157. La carrera administrativa 

comprenderá las categorías que determine el Órgano de 

Administración, conforme a la naturaleza de las 

funciones y a la organización del Poder Judicial. 

 

 La clasificación, denominación, nivel, perfil, 

requisitos y equivalencias de las categorías a que se 

refiere este artículo se establecerán en el reglamento 

correspondiente y en los acuerdos generales que emita el 

Órgano de Administración. 

 

Sección Tercera 

Escalafón y Movilidad 

 

 Artículo 158. El Órgano de Administración 

establecerá un sistema de escalafón que regule el 

desarrollo profesional del personal de carrera, conforme 

a criterios de mérito, desempeño, capacitación, 

experiencia y antigüedad. 

 

 El escalafón garantizará la movilidad 

ascendente del personal en condiciones de igualdad y 

transparencia. 

 

 El personal del Poder Judicial tendrá preferencia 

para ocupar cargos superiores en igualdad de 

condiciones, atendiendo al mérito, desempeño y 

antigüedad. 

 

Sección Cuarta 

Régimen de Integridad en el Servicio Judicial 

 

 Artículo 159. Ningún nombramiento podrá 

recaer en personas que tengan relación de parentesco por 

consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado, o 

vínculo de matrimonio, concubinato o relación análoga, 

con quien intervenga en el proceso de designación o con 

personas servidoras públicas con funciones de mando en 

el Poder Judicial, salvo cuando derive de un concurso de 

oposición. 

 

 En ningún caso podrá adscribirse a la persona 

nombrada en el mismo órgano en el que labore la 

persona con la que tenga el vínculo referido. 

 

 Artículo 160. Toda persona que sea designada 

deberá manifestar, bajo protesta de decir verdad, la 

existencia de relaciones familiares o afectivas con otras 

personas servidoras públicas del Poder Judicial. 

 

 La omisión o falsedad en dicha declaración dará 

lugar a la nulidad del nombramiento, sin perjuicio de las 

responsabilidades administrativas o penales que 

correspondan. 

 

Sección Quinta 

Formación, Evaluación y Separación 

 

 Artículo 161. La formación, capacitación, 

actualización, certificación y especialización del 

personal de carrera estará a cargo de la Escuela de 

Formación, conforme a los programas aprobados por el 

Órgano de Administración. 

 

 Artículo 162. El desempeño del personal de 

carrera será evaluado de manera periódica por el Órgano 

de Administración, con base en indicadores objetivos 

que consideren la calidad del servicio, productividad, 

conducta institucional y cumplimiento de funciones. 

 

 Artículo 163. Los resultados de la evaluación 

serán considerados para efectos de permanencia, 

promoción y, en su caso, separación del cargo, conforme 

a los procedimientos que establezca la normatividad 

aplicable. 

 

 Cuando de las evaluaciones se adviertan 

incumplimientos graves o reiterados, se dará vista al 

Tribunal de Disciplina para los efectos conducentes. 

 

Título Quinto 

Tribunal de Disciplina Judicial 

 

Capítulo I 

Disposiciones Generales 

 

 Artículo 164. El Tribunal de Disciplina es un 

órgano del Poder Judicial con independencia técnica y 

de gestión, encargado de la disciplina de las personas 

servidoras públicas, en los términos previstos en la 

Constitución del estado y las leyes aplicables, y tiene por 

objeto garantizar la integridad, objetividad e 

imparcialidad en el desempeño de dichas personas, 
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mediante la investigación, sustanciación, sanción y 

evaluación de su actuación. 

 

 Artículo 165. El Tribunal de Disciplina ejercerá 

sus atribuciones en todo el territorio del estado y 

conocerá de los asuntos de su competencia respecto de 

las personas servidoras públicas del Poder Judicial, 

conforme a lo dispuesto en la Constitución del estado y 

las leyes respectivas. 

 

 Artículo 166. El Tribunal de Disciplina se 

regirá por los principios de legalidad, objetividad, 

imparcialidad, independencia, profesionalismo, 

excelencia, debido proceso y respeto a los derechos 

humanos. 

 

 Artículo 167. El Tribunal de Disciplina, en 

materia de responsabilidad administrativa, conocerá de 

los asuntos de su competencia a partir de vista, denuncia 

o queja, o de oficio cuando advierta hechos que puedan 

constituir responsabilidad administrativa o infracción, así 

como en los demás casos previstos en la Constitución 

del estado y en las leyes aplicables. 

 

Sección Primera 

Integración y Atribuciones 

 

 Artículo 168. El Tribunal de Disciplina se 

integrará por cinco magistradas y magistrados electos 

por la ciudadanía a nivel estatal, en términos de la 

Constitución del estado. 

 

 Artículo 169. Las magistradas y los 

magistrados del Tribunal de Disciplina deberán reunir 

los requisitos previstos en la Constitución del estado, en 

su encargo durarán seis años, serán sustituidos de 

manera escalonada y no podrán ser electos para un 

nuevo periodo. 

 

 Artículo 170. El Tribunal de Disciplina tendrá 

las atribuciones siguientes: 

 

 I. Garantizar la disciplina de las personas 

servidoras públicas del Poder Judicial, en los términos 

previstos en la Constitución del estado y las leyes 

respectivas; 

 

 II. Evaluar el desempeño de las personas 

servidoras públicas del Poder Judicial en el ámbito de su 

competencia, particularmente en lo relativo al 

cumplimiento de los principios de objetividad, 

imparcialidad, independencia, profesionalismo y 

excelencia, en términos de las disposiciones aplicables; 

 

 III. Investigar, sustanciar y resolver los 

procedimientos de responsabilidad en materia 

disciplinaria, en los términos que establezcan la 

Constitución del estado y las leyes correspondientes; 

 

 IV. Conocer y resolver los conflictos laborales 

que se susciten entre el Poder Judicial y sus personas 

servidoras públicas, en términos de la normatividad 

respectiva; 

 

 V. Dictar las medidas cautelares y de apremio 

necesarias para el adecuado desarrollo de los 

procedimientos de su competencia; 

 

 VI. Aplicar las sanciones que correspondan a las 

personas servidoras públicas del Poder Judicial por las 

conductas que constituyan infracciones en el ámbito de 

su competencia, en términos de la Constitución del 

estado y las leyes correspondientes; 

 

 VII. Solicitar al Órgano de Administración la 

ejecución de sus resoluciones o la expedición de 

acuerdos generales que estime necesarios para asegurar 

el adecuado ejercicio de la función jurisdiccional en los 

asuntos de su competencia, y 

 

 VIII. Las demás que le confieran la 

Constitución del estado y otras disposiciones legales 

aplicables. 

 

 Artículo 171. Las magistradas y los 

magistrados del Tribunal de Disciplina ejercerán su 

función con independencia e imparcialidad y sólo 

podrán ser removidos en los términos previstos en la 

Constitución del estado. 

 

Sección Segunda 

Funcionamiento 

 

 Artículo 172. El Tribunal de Disciplina 

funcionará en Pleno y en comisiones, en los términos 
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previstos en la Constitución del estado, esta Ley 

Orgánica y el reglamento interior respectivo. 

 

 Artículo 173. El Pleno es el órgano máximo de 

decisión del Tribunal de Disciplina y se integra por la 

totalidad de sus integrantes. 

 

 Artículo 174. El Pleno sesionará válidamente 

con la presencia de cuando menos cuatro de sus 

integrantes. 

 

 Artículo 175. El Pleno del Tribunal de 

Disciplina tendrá las atribuciones siguientes: 

 

 I. Resolver, en segunda instancia, los medios de 

impugnación que se interpongan en contra de las 

resoluciones emitidas por las comisiones, en términos de 

la Constitución del estado, esta Ley Orgánica y las 

demás disposiciones aplicables; 

 

 II. Conocer y resolver en definitiva los 

conflictos laborales que se susciten entre el Poder 

Judicial y sus personas servidoras públicas, en términos 

de la normatividad correspondientes; 

 

 III. Ordenar investigaciones, de oficio o a partir 

de vista o denuncia, en los términos de la Constitución 

del estado, esta Ley Orgánica y las demás disposiciones 

respectivas; 

 

 IV. Resolver las excusas y recusaciones de sus 

integrantes, así como de las personas integrantes de las 

comisiones, en los términos previstos en esta Ley 

Orgánica y en el reglamento interior respectivo; 

 

 V. Aprobar el reglamento interior, así como los 

acuerdos generales necesarios para la organización, 

funcionamiento interno y debido ejercicio de las 

atribuciones del Tribunal de Disciplina; 

 

 VI. Designar y remover a la persona titular de la 

Secretaría General de Acuerdos, a propuesta de su 

presidencia; 

 

 VII. Aprobar el informe anual de labores que 

deba rendir la persona titular de la presidencia del 

Tribunal de Disciplina; 

 

 VIII. Resolver sobre la procedencia de medidas 

de fortalecimiento y, en su caso, imponer las sanciones 

de suspensión o destitución derivadas de los resultados 

de la evaluación del desempeño judicial; 

 

 IX. Solicitar al Órgano de Administración la 

ejecución de sus resoluciones o la expedición de 

acuerdos generales que estime necesarios en el ámbito 

de su competencia; 

 

 X. Conceder licencias a las magistradas y 

magistrados integrantes del Tribunal de Disciplina que 

no excedan de un mes, en términos de la Constitución 

del Estado, esta Ley Orgánica y la normatividad 

correspondiente, y 

 

 XI. Las demás que le confieran la Constitución 

del estado, esta Ley Orgánica y las demás disposiciones 

aplicables. 

 

 Artículo 176. Las resoluciones del Pleno se 

adoptarán por mayoría de al menos cuatro votos, en 

términos de la Constitución del estado. En materia 

disciplinaria, cuando no se alcance dicha mayoría, no se 

tendrá por emitida resolución por el Pleno y subsistirá la 

determinación impugnada. 

 

 Artículo 177. Las resoluciones del Pleno serán 

definitivas e inatacables en los términos previstos en la 

Constitución del estado. 

 

 Artículo 178. En ningún caso los medios de 

impugnación serán turnados para su sustanciación ni 

para la elaboración del proyecto de resolución a las 

magistradas o magistrados que haya integrado la 

comisión cuya resolución se impugne. 

 

 Artículo 179. Las personas integrantes del 

Tribunal de Disciplina deberán excusarse de conocer de 

los asuntos en los que se actualice alguna causa de 

impedimento prevista en las disposiciones aplicables. 

 

 Las excusas serán calificadas por el Pleno del 

Tribunal de Disciplina, sin la participación de la persona 

integrante que la haya planteado. 

 

 Cuando se trate de actos o procedimientos que 

incidan directamente en la situación jurídica de una 
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persona determinada, ésta podrá promover recusación 

por causa justificada, en los términos que establezca el 

Reglamento Interior. 

 

 La recusación será resuelta de plano por el 

Pleno y no suspenderá la tramitación o resolución de los 

asuntos, salvo determinación fundada en contrario. 

 

Sección Tercera 

Presidencia del Tribunal de Disciplina 

 

 Artículo 180. La presidencia del Tribunal de 

Disciplina es el órgano encargado de la conducción 

institucional, de presidir el Pleno y de coordinar la 

actuación de los órganos y unidades administrativas 

auxiliares, en los términos previstos en la Constitución 

del estado, esta Ley Orgánica, el reglamento respectivo y 

demás disposiciones aplicables. 

 

 Artículo 181. La presidencia del Tribunal de 

Disciplina recaerá en la persona magistrada que 

corresponda conforme al sistema de renovación previsto 

en la Constitución del estado, observando el principio de 

paridad de género. Durará en su encargo el periodo 

constitucional correspondiente y no podrá ser reelecta 

para el periodo inmediato siguiente. 

 

 Artículo 182. La persona titular de la 

presidencia del Tribunal de Disciplina tendrá las 

atribuciones siguientes: 

 

 I. Representar legalmente al Tribunal de 

Disciplina en los actos institucionales y jurídicos que 

correspondan; 

 

 II. Presidir, convocar y conducir las sesiones 

ordinarias y extraordinarias del Pleno, dirigir los debates 

y mantener el orden en su desarrollo; 

 

 III. Ejecutar y dar seguimiento a los acuerdos 

adoptados por el Pleno; 

 

 IV. Turnar los asuntos a las comisiones 

competentes conforme al sistema de turno 

implementado por el Órgano de Administración y las 

disposiciones aplicables; 

 

 V. Dictar los acuerdos de trámite necesarios 

para el impulso procedimental de los asuntos 

competencia del Tribunal de Disciplina, sin prejuzgar 

sobre el fondo; 

 

 VI. Autorizar con su firma las resoluciones, 

acuerdos y demás determinaciones del Pleno; 

 

 VII. Solicitar, en los términos que determine el 

Pleno, la información necesaria al Órgano de 

Administración y otras autoridades para el ejercicio de 

las atribuciones del Tribunal de Disciplina; 

 

 VIII. Presentar al Pleno, para su aprobación, el 

informe anual de labores del Tribunal de Disciplina y 

remitirlo de manera oportuna a la presidencia del 

Tribunal Superior, para integrar el informe sobre el 

estado que guarda la impartición de justicia en la entidad 

y el funcionamiento del Poder Judicial. 

 

 IX. Coordinar la actuación de las unidades 

administrativas auxiliares del Tribunal de Disciplina, sin 

invadir las competencias del Pleno ni del Órgano de 

Administración; 

 

 X. Proponer al Pleno la designación o remoción 

de las personas titulares de las unidades administrativas 

auxiliares, en los términos previstos en esta Ley 

Orgánica, y 

 

 XI. Las demás que le confieran la Constitución 

del estado, esta Ley Orgánica, el reglamento interior 

respectivo y demás disposiciones aplicables. 

 

 Artículo 183. Las faltas temporales de la 

persona titular de la presidencia que no excedan de un 

mes serán cubiertas por la persona integrante del 

Tribunal de Disciplina que determine el Pleno, en los 

términos que establezca el Reglamento Interior. 

 

 Cuando la falta temporal exceda de un mes o se 

trate de falta absoluta, se estará a lo dispuesto en la 

Constitución del estado y en esta Ley Orgánica. 

 

Sección Cuarta 

Secretaría General de Acuerdos  

del Tribunal de Disciplina 
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 Artículo 184. El Tribunal de Disciplina contará 

con una Secretaría General de Acuerdos, que será el 

órgano auxiliar encargado de apoyar al Pleno y a la 

presidencia en el trámite de los asuntos de su 

competencia, así como en la preparación, desarrollo y 

documentación de sus sesiones. 

 

 Artículo 185. La Secretaría General de 

Acuerdos estará a cargo de una persona titular 

denominada secretaria o secretario general de acuerdos, 

será designada o removida libremente por el Pleno del 

Órgano de Administración a propuesta de la presidencia 

del propio Tribunal de Disciplina, en atención a la 

naturaleza de confianza del cargo. 

 

 Artículo 186. Para ser persona titular de la 

Secretaría General del Tribunal de Disciplina se deberán 

cumplir, en lo conducente, los requisitos establecidos 

para la persona titular de la Secretaría General de 

Acuerdos del Tribunal Superior. 

 

 Artículo 187. La persona titular de la Secretaría 

General de Acuerdos tendrá las atribuciones siguientes: 

 

 I. Dar cuenta al Pleno, a la presidencia y a las 

comisiones de los asuntos que deban someterse a su 

conocimiento; 

 

 II. Auxiliar en la preparación, desarrollo y 

documentación de las sesiones del Pleno y de las 

comisiones; 

 

 III. Levantar las actas correspondientes y 

recabar las firmas de quienes intervengan en ellas; 

 

 IV. Llevar el control, registro, integración y 

resguardo de los expedientes, así como de la 

documentación de las actuaciones del Tribunal de 

Disciplina, en el ámbito de su competencia; 

 

 V. Turnar los asuntos conforme a las 

instrucciones de la presidencia y a las reglas de 

distribución respectivas; 

 

 VI. Autorizar, certificar y dar constancia de las 

resoluciones, acuerdos y demás actuaciones que obren 

en los expedientes del Tribunal de Disciplina, en el 

ámbito de su competencia; 

 

 VII. Practicar las notificaciones y diligencias 

que se le encomienden, en términos de las disposiciones 

aplicables; 

 

 VIII. Llevar el registro de las sanciones 

impuestas y dar seguimiento a su cumplimiento en 

coordinación con el Órgano de Administración; 

 

 IX. Integrar la información necesaria para la 

elaboración del informe anual de labores del Tribunal de 

Disciplina; 

 

 X. Recibir la correspondencia oficial del 

Tribunal de Disciplina y dar cuenta a la presidencia para 

los efectos conducentes, y 

 

 XI. Las demás que establezcan esta Ley 

Orgánica, el Reglamento Interior y otras disposiciones 

legales respectivas. 

 

 Artículo 188. La Secretaría General de 

Acuerdos contará con el personal técnico, jurídico y 

administrativo necesario para el cumplimiento de sus 

atribuciones. Su organización y funcionamiento se 

determinarán en el Reglamento Interior del Tribunal de 

Disciplina y en las demás disposiciones aplicables. 

 

Sección Quinta 

De las Comisiones 

 

 Artículo 189. El Tribunal de Disciplina 

desahogará los procedimientos de responsabilidad 

administrativa en primera instancia a través de 

comisiones, las cuales actuarán como autoridad 

resolutora en los asuntos de su competencia. 

 

 Las comisiones ejercerán sus atribuciones con 

autonomía técnica en la emisión de sus resoluciones, en 

los términos previstos en la Constitución del estado, esta 

Ley Orgánica y las demás disposiciones aplicables. 

 

 Artículo 190. Las comisiones se integrarán por 

tres magistradas o magistrados del Tribunal de 

Disciplina y adoptarán sus determinaciones por mayoría 

de votos. 
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 En caso de ausencia de alguna de las personas 

integrantes, y cuando la resolución del asunto no pueda 

diferirse, la persona ausente será suplida por la 

magistrada o magistrado que determine el Pleno, 

conforme al sistema de sustitución previsto en el 

reglamento interior respectivo. 

 

 Artículo 191. Las magistradas y los 

magistrados integrantes de las comisiones del Tribunal 

de Disciplina tendrán las atribuciones siguientes: 

 

 I. Conocer y resolver en primera instancia los 

procedimientos de responsabilidad administrativa; 

 

 II. Analizar los proyectos de resolución que les 

sean sometidos por las ponencias, deliberar y resolver 

sobre los mismos; 

 

 III. Determinar la existencia o inexistencia de 

responsabilidad administrativa, con base en el 

expediente integrado; 

 

 IV. Imponer, en su caso, las sanciones que 

correspondan, en términos de la Constitución del estado, 

de esta Ley Orgánica y demás normatividad aplicable; 

 

 V. Dictar, a propuesta de las unidades 

administrativas competentes o de las ponencias, las 

medidas cautelares y de apremio necesarias para 

garantizar el adecuado desarrollo del procedimiento; 

 

 VI. Ordenar la práctica de diligencias para 

mejor proveer, cuando lo estimen necesario para la 

debida resolución del asunto; 

 

 VII. Remitir al Pleno los asuntos que deban ser 

conocidos en segunda instancia, en los términos 

previstos en esta Ley Orgánica; 

 

 VIII. Conocer de la fase conciliatoria en los 

conflictos laborales competencia del Tribunal de 

Disciplina, procurando la solución de las controversias; 

 

 IX. Ejecutar, en el ámbito de los procedimientos 

de su competencia, las determinaciones que deriven de 

los procesos de evaluación del desempeño judicial, en 

términos de lo previsto en la Constitución del estado y 

esta Ley Orgánica, y 

 

 X. Las demás que les confieran la Constitución 

del estado, esta Ley Orgánica y el reglamento interior 

respectivo. 

 

 Artículo 192. Los asuntos competencia de las 

comisiones serán turnados a las ponencias para la 

elaboración del proyecto de resolución correspondiente, 

mediante el sistema de turno implementado por el 

Órgano de Administración, el cual deberá garantizar 

objetividad, equidad, transparencia y una distribución 

equilibrada de las cargas de trabajo. 

 

Sección Sexta 

De las Ponencias 

 

 Artículo 193. Cada ponencia será presidida por 

una magistrada o magistrado y tendrá por objeto la 

elaboración de proyectos de resolución en los asuntos 

competencia del Tribunal de Disciplina. 

 

 Las ponencias actuarán con independencia 

técnica en la elaboración de sus proyectos, con base en el 

expediente integrado durante la sustanciación y sin estar 

vinculadas por las determinaciones adoptadas en las 

etapas previas del procedimiento, en los términos 

previstos en esta Ley Orgánica y en el reglamento 

interior respectivo. 

 

 La integración de las ponencias se realizará 

conforme a las necesidades del servicio y a la 

disponibilidad presupuestal autorizada por el Órgano de 

Administración. 

 

 Artículo 194. Las magistradas y los 

magistrados serán responsables de la conducción de sus 

ponencias, así como de la supervisión del personal 

adscrito a las mismas, en los términos de las 

disposiciones aplicables. 

 

 Artículo 195. Las unidades administrativas 

encargadas de la investigación y de la sustanciación 

actuarán con independencia técnica respecto de las 

ponencias y de las comisiones del Tribunal de 

Disciplina. 

 

 En ningún caso las personas servidoras públicas 

adscritas a dichas unidades podrán intervenir en la 
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elaboración del proyecto de resolución ni en la 

deliberación y votación de los asuntos. 

 

Capítulo II 

Unidades Administrativas Auxiliares 

 

 Artículo 196. Para el cumplimiento de sus 

funciones, el Tribunal de Disciplina contará por lo 

menos con las unidades administrativas siguientes: 

Unidad de Investigación, Unidad de Sustanciación, 

Unidad de Evaluación del Desempeño, Unidad de 

Visitaduría, Unidad Técnica de Análisis Institucional y 

Unidad de Apoyo Administrativo. 

 

 La organización, funcionamiento y atribuciones 

de estas unidades se regirán por lo dispuesto en esta Ley 

Orgánica, el Reglamento Interior respectivo y los 

acuerdos generales que emita el Órgano de 

Administración, conforme a la disponibilidad 

presupuestal. 

 

 Artículo 197. Las unidades auxiliares contarán 

con el personal técnico, jurídico y administrativo 

necesario para el cumplimiento de sus atribuciones; 

actuarán bajo la conducción de la persona titular de la 

presidencia del Tribunal de Disciplina y deberán 

coordinarse entre sí para el adecuado cumplimiento de 

sus atribuciones. 

 

 Artículo 198. Las personas titulares de las 

unidades a que se refiere el presente capítulo serán 

designadas por el Órgano de Administración, a 

propuesta de la persona titular de la presidencia del 

Tribunal de Disciplina. Para ocupar dichos cargos 

deberán reunirse, en lo conducente, los requisitos 

previstos para la persona titular de la Secretaría General 

de Acuerdos del Tribunal de Disciplina, atendiendo 

además a la especialización inherente a las funciones y 

objeto del área respectiva. 

 

Título Sexto 

Procedimiento de Evaluación Judicial 

 

Capítulo Único 

Procedimiento de Evaluación del Desempeño 

 

 Artículo 199. El procedimiento de evaluación 

del desempeño es el proceso técnico, sistemático y 

continuo mediante el cual el Tribunal de Disciplina 

analiza, mide y valora el ejercicio de la función 

jurisdiccional de las personas juzgadoras del Poder 

Judicial. 

 

 Dicho proceso tendrá por objeto verificar el 

cumplimiento de los principios de independencia, 

imparcialidad, objetividad, profesionalismo, excelencia, 

interculturalidad, transparencia, equidad, igualdad, 

eficiencia, eficacia y justicia social, así como identificar 

áreas de mejora para el fortalecimiento de la función 

jurisdiccional. 

 

 La evaluación del desempeño judicial tendrá 

carácter técnico, objetivo, imparcial y no constituirá por 

sí misma una determinación de responsabilidad 

administrativa ni implicará la imposición directa de 

sanciones. 

 

 Artículo 200. La Unidad de Evaluación del 

Desempeño es el área técnica del Tribunal de Disciplina 

encargada de diseñar, implementar y ejecutar los 

procesos de evaluación del desempeño de las personas 

juzgadoras del Poder Judicial, en los términos previstos 

en la Constitución del estado, esta Ley Orgánica, el 

reglamento interior respectivo y demás disposiciones 

aplicables. 

 

 Para el ejercicio de sus funciones podrá 

generar, recabar, procesar, validar, analizar y 

sistematizar información institucional, estadística, 

documental y de gestión, así como considerar los 

resultados de las visitas de inspección practicadas por la 

Unidad de Visitaduría. 

 

 La Unidad de Evaluación del Desempeño 

tendrá las atribuciones siguientes: 

 

 I. Diseñar, implementar y actualizar los 

mecanismos, metodologías, indicadores y parámetros 

para la evaluación del desempeño judicial, conforme a 

los lineamientos que emita el Pleno y a lo dispuesto en 

el reglamento interior respectivo; 

 

 II. Ejecutar los procesos de evaluación del 

desempeño judicial, incluyendo la evaluación 

obligatoria durante el primer año de ejercicio de las 

personas juzgadoras, así como las evaluaciones de 
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seguimiento o extraordinarias que determine el Tribunal 

de Disciplina; 

 

 III. Recabar, procesar, validar, analizar y 

sistematizar información estadística, cualitativa, 

documental y de gestión relacionada con el desempeño 

de los órganos jurisdiccionales; 

 

 IV. Elaborar diagnósticos, informes técnicos, 

reportes periódicos y evaluaciones comparativas sobre 

el funcionamiento y desempeño de los órganos 

jurisdiccionales; 

 

 V. Identificar patrones, tendencias y áreas de 

oportunidad que incidan en la calidad, eficiencia, 

imparcialidad, integridad y profesionalismo de la 

función judicial; 

 

 VI. Emitir recomendaciones técnicas y 

proponer medidas de fortalecimiento orientadas al 

mejoramiento del desempeño judicial; 

 

 VII. Integrar los informes técnicos de 

evaluación y someterlos a consideración del Pleno, 

proponiendo en su caso, la adopción de medidas de 

fortalecimiento o la realización de evaluaciones 

subsecuentes; 

 

 VIII. Informar al Tribunal de Disciplina 

cuando, derivado de sus evaluaciones o del seguimiento 

correspondiente, advierta hechos que pudieran constituir 

responsabilidad administrativa, a efecto de que 

determine lo conducente; 

 

 IX. Integrar, resguardar y sistematizar la 

información necesaria para la elaboración del informe 

anual del Tribunal en materia de evaluación del 

desempeño; 

 

 X. Mantener coordinación con la Unidad de 

Visitaduría, el Órgano de Administración y demás 

instancias competentes para el intercambio de 

información técnica y estadística, en los términos de las 

disposiciones correspondientes; 

 

 XI. Garantizar, en el ejercicio de sus funciones, 

la perspectiva de género, la no discriminación y el 

respeto a los derechos humanos; 

 

 XII. Garantizar la integridad, veracidad, 

trazabilidad y protección de la información que recabe, 

procese o resguarde, conforme a la legislación aplicable 

en materia de transparencia y protección de datos 

personales, y 

 

 XIII. Las demás que establezcan esta Ley 

Orgánica y el reglamento interior respectivo y los 

acuerdos generales del Tribunal de Disciplina. 

 

 Artículo 201. El procedimiento de evaluación 

del desempeño comprenderá las modalidades 

siguientes: 

 

 I. Evaluación inicial obligatoria, para las 

personas juzgadoras durante el primer año de ejercicio 

del cargo; 

 

 II. Evaluación ordinaria, de carácter 

permanente, aplicable a todas las personas juzgadoras 

durante el ejercicio de su encargo; 

 

 III. Evaluaciones extraordinarias, cuando 

existan elementos objetivos, verificables y 

razonablemente suficientes que justifiquen el análisis 

específico del desempeño judicial, y 

 

 IV. Evaluaciones derivadas del cumplimiento 

de medidas de fortalecimiento. 

 

 Las modalidades de evaluación se desarrollarán 

conforme a las disposiciones de este Capítulo y a los 

acuerdos generales que emita el Tribunal de Disciplina. 

 

 Artículo 202. Concluido el proceso de 

evaluación correspondiente, se integrará el expediente 

técnico respectivo, con base en el cual se elaborará el 

informe de evaluación del desempeño. 

 

 Artículo 203. El informe de evaluación deberá 

contener, al menos: 

 

 I. El análisis integral del desempeño de la 

persona juzgadora; 

 

 II. La valoración del cumplimiento de los 

principios que rigen la función jurisdiccional; 



CÁMARA DE DIPUTADOS ~ DIARIO DE LOS DEBATES #21 ~ 19 DE MAYO, 2026   52 
 

 

 

 III. La identificación de áreas de mejora; 

 

 IV. Las recomendaciones técnicas que resulten 

procedentes, y 

 

 V. Los elementos objetivos, verificables y 

suficientes que sustenten las conclusiones alcanzadas. 

 

 El informe será sometido a consideración del 

Pleno del Tribunal de Disciplina para la determinación 

que corresponda. 

 

 Artículo 204. El Pleno del Tribunal de 

Disciplina, con base en el informe de evaluación, 

determinará lo conducente y podrá: 

 

 I. Declarar la conclusión del procedimiento de 

evaluación, cuando se acredite un desempeño 

satisfactorio; 

 

 II. Ordenar la implementación de medidas de 

fortalecimiento, cuando se identifiquen áreas de mejora 

que no constituyan falta administrativa, o 

 

 III. Dar vista a la Unidad de Investigación 

cuando se adviertan hechos que pudieran constituir 

responsabilidad administrativa, sin prejuzgar sobre la 

existencia de la misma. 

 

 Artículo 205. Las medidas de fortalecimiento 

tendrán por objeto corregir deficiencias en el 

desempeño, mejorar las capacidades técnicas y reforzar 

las competencias necesarias para el adecuado ejercicio 

de la función jurisdiccional. 

 

 Dichas medidas deberán ser idóneas, 

proporcionales, razonables y directamente vinculadas 

con las áreas de mejora detectadas, y su contenido, 

alcance, condiciones de cumplimiento y plazo de 

ejecución serán determinados por el Pleno del Tribunal 

de Disciplina. 

 

 Artículo 206. Previo a la determinación de 

medidas de fortalecimiento, deberá garantizarse el 

derecho de audiencia de la persona juzgadora, quien 

podrá manifestar lo que a su derecho convenga respecto 

del contenido del informe de evaluación y de las 

medidas propuestas. 

 

 El cumplimiento de las medidas de 

fortalecimiento será verificado mediante evaluaciones 

subsecuentes, conforme a los mecanismos que 

determine el Tribunal de Disciplina mediante acuerdos 

generales. 

 

 Artículo 207. Cuando del resultado del 

procedimiento de evaluación o del seguimiento al 

cumplimiento de medidas de fortalecimiento puedan 

derivarse consecuencias que afecten la permanencia en 

el cargo, el asunto deberá ser turnado a la comisión 

competente del Tribunal de Disciplina para su 

sustanciación. 

 

 La comisión integrará el expediente respectivo, 

garantizará el derecho de audiencia y defensa de la 

persona juzgadora y remitirá el asunto al Pleno del 

Tribunal de Disciplina para su resolución. 

 

 Artículo 208. Las determinaciones derivadas 

del procedimiento de evaluación del desempeño se 

resolverán en una sola instancia por el Pleno del 

Tribunal de Disciplina, salvo aquellas que puedan 

afectar la permanencia en el cargo, en cuyo caso 

deberán sustanciarse previamente por la comisión 

competente y resolverse por el Pleno. 

 

 Artículo 209.Cuando del resultado de la 

evaluación subsecuente se advierta que la persona 

juzgadora acredita las condiciones de idoneidad 

necesarias para el desempeño del cargo, el Pleno 

determinará la conclusión del procedimiento. 

 

 Cuando persista un desempeño insatisfactorio o 

exista incumplimiento de las medidas de 

fortalecimiento, el Tribunal de Disciplina procederá 

conforme a lo previsto en la Constitución del estado y 

en esta Ley Orgánica. 

 

 Artículo 210. En los supuestos de desempeño 

insatisfactorio reiterado o incumplimiento de las 

medidas de fortalecimiento, el Pleno del Tribunal de 

Disciplina, previo procedimiento sustanciado por la 

comisión competente, podrá: 
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 I. Determinar la suspensión de la persona 

juzgadora hasta por un año, estableciendo las 

condiciones para su eventual restitución, o 

 

 II. Resolver la destitución del cargo, cuando se 

actualicen los supuestos previstos en la Constitución del 

estado. 

 

 Artículo 211. La suspensión deberá estar 

debidamente fundada y motivada y tendrá carácter 

temporal, debiendo precisarse: 

 

 I. Las causas que la originan; 

 

 II. Las condiciones que deberán cumplirse para 

la restitución; 

 

 III. Los mecanismos de evaluación 

correspondientes, y 

 

 IV. El plazo para su cumplimiento. 

 

 Artículo 212. Si al término del periodo de 

suspensión la persona juzgadora no acredita el 

cumplimiento de las condiciones establecidas o no 

supera la evaluación correspondiente, el Pleno del 

Tribunal de Disciplina resolverá su destitución en los 

términos previstos en la Constitución del estado, esta 

Ley Orgánica y demás normatividad aplicable. 

 

 Artículo 213. Cuando del resultado de la 

evaluación del desempeño judicial se adviertan hechos 

que pudieran constituir faltas administrativas, se dará 

vista a la autoridad competente para los efectos legales 

conducentes, sin prejuzgar sobre la existencia de 

responsabilidad administrativa. 

 

 Artículo 214. Las determinaciones emitidas 

por el Pleno del Tribunal de Disciplina derivadas del 

procedimiento de evaluación del desempeño podrán ser 

impugnadas mediante los medios de defensa que 

establezca la normatividad aplicable. 

 

 Artículo 215. En el procedimiento de 

evaluación del desempeño judicial, cuando de sus 

resultados puedan derivarse medidas de fortalecimiento 

obligatorias, suspensión o destitución, deberán 

observarse los principios del debido proceso, 

garantizando en todo momento: 

 

 I. El derecho de audiencia previa; 

 

 II. El derecho de defensa; 

 

 III. El acceso al expediente; 

 

 IV. La posibilidad de ofrecer y desahogar 

pruebas, y 

 

 V. La debida fundamentación y motivación de 

las determinaciones. 

 

 Artículo 216. Los criterios, metodologías, 

indicadores, periodicidad, instrumentos técnicos y 

demás aspectos necesarios para el desarrollo del 

procedimiento de evaluación del desempeño serán 

establecidos mediante acuerdos generales que emita el 

Tribunal de Disciplina. 

 

Título Séptimo 

Responsabilidades Administrativas 

 

Capítulo I 

Faltas Administrativas y Conductas 

Sujetas a Responsabilidad 

 

 Artículo 217. Las personas servidoras públicas 

del Poder Judicial incurrirán en responsabilidad 

administrativa cuando realicen actos u omisiones que 

contravengan los principios de legalidad, independencia, 

imparcialidad, objetividad, profesionalismo, honradez, 

eficiencia, eficacia, excelencia, transparencia, rendición 

de cuentas y respeto a los derechos humanos que rigen la 

función jurisdiccional y el servicio público. 

 

 La responsabilidad administrativa será exigible 

con independencia de las responsabilidades de carácter 

civil, penal, político o de cualquier otra naturaleza que 

pudieran derivarse de los mismos hechos. 

 

 Artículo 218. Para efectos de esta Ley 

Orgánica, las faltas administrativas de las personas 

servidoras públicas del Poder Judicial se clasificarán en 

graves y no graves, conforme a lo dispuesto en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
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la Constitución del estado, la Ley de Responsabilidades 

Administrativas para el Estado de Guerrero y demás 

disposiciones correspondientes. 

 

 La calificación de las faltas administrativas 

atenderá a la naturaleza de la conducta, al grado de 

afectación ocasionado a los principios que rigen la 

función jurisdiccional y el servicio público, así como a 

los elementos previstos en las disposiciones respectivas. 

 

 Artículo 219. Son faltas administrativas graves 

de las personas servidoras públicas del Poder Judicial 

aquellas conductas u omisiones que vulneren de manera 

sustancial los principios constitucionales y legales que 

rigen la función jurisdiccional y el servicio público, 

incluyendo: 

 

 I. Emitir resoluciones de manera dolosa 

claramente contrarias a la Constitución del estado, a la 

ley aplicable al caso o a la jurisprudencia obligatoria; 

 

 II. Emitir resoluciones por negligencia grave o 

ignorancia inexcusable claramente contrarias a la 

Constitución del estado, a la ley respectiva o a la 

jurisprudencia obligatoria; 

 

 III. Dictar resoluciones que no correspondan a 

las constancias que integran el expediente; 

 

 IV. Emitir resoluciones que contengan 

inferencias probatorias manifiestamente irracionales o en 

las que se aplique de manera claramente incorrecta el 

estándar de prueba; 

 

 V. Retardar injustificadamente, por dolo o 

negligencia grave, la emisión de resoluciones, sentencias 

o actuaciones jurisdiccionales; 

 

 VI. Contravenir las normas procesales de 

manera dolosa o por negligencia grave con la finalidad 

de entorpecer, dilatar o afectar el desarrollo del 

procedimiento; 

 

 VII. Alterar, manipular, sustraer, destruir, 

ocultar o utilizar indebidamente constancias, 

expedientes, documentos o información jurisdiccional; 

 

 VIII. Impedir o limitar injustificadamente el 

ejercicio de los derechos procesales de las partes; 

 

 IX. Conocer de asuntos en los que exista 

impedimento legal sin excusarse oportunamente; 

 

 X. Emitir manifestaciones públicas que 

impliquen prejuzgar sobre asuntos sometidos a su 

conocimiento; 

 

 XI. Aceptar, recibir, atender o ejercer consignas, 

presiones, recomendaciones, encargos o instrucciones 

ajenas a la función jurisdiccional; 

 

 XII. Intervenir indebidamente en asuntos que 

correspondan a otros órganos jurisdiccionales; 

 

 XIII. Permitir, tolerar u omitir denunciar 

influencias externas que afecten la independencia, 

imparcialidad u objetividad en la toma de decisiones; 

 

 XIV. Subordinar decisiones jurisdiccionales a 

intereses políticos, económicos, personales o de 

cualquier otra naturaleza ajena a la función 

jurisdiccional; 

 

 XV. Incurrir en actos de corrupción, 

aprovechamiento indebido del cargo, desvío de 

funciones o utilización indebida de recursos públicos; 

 

 XVI. Ejercer arbitrariamente funciones en 

detrimento de la impartición de justicia; 

 

 XVII. Incurrir en notoria ineptitud técnica o 

jurídica que, de manera reiterada y acreditada, derive en 

conductas constitutivas de responsabilidad 

administrativa; 

 

 XVIII. Incumplir gravemente las obligaciones 

inherentes a la función judicial o administrativa; 

 

 XIX. Incurrir en conductas de acoso u 

hostigamiento sexual o laboral, en términos de la 

legislación aplicable y garantizando en todo momento la 

perspectiva de género y el respeto a los derechos 

humanos; 
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 XX. Designar, nombrar, contratar, promover o 

intervenir en procedimientos relacionados con personas 

respecto de las cuales exista parentesco, vínculo 

personal, interés directo o conflicto de interés, en 

contravención a las disposiciones correspondientes; 

 

 XXI. Omitir excusarse en asuntos respecto de 

los cuales exista conflicto de interés; 

 

 XXII. Realizar actos u omisiones que 

comprometan la autonomía, independencia o integridad 

institucional del Poder Judicial, y 

 

 XXIII. Las demás previstas como faltas 

administrativas graves en la Ley de Responsabilidades 

Administrativas para el Estado de Guerrero que resulten 

compatibles con la naturaleza de la función 

jurisdiccional y administrativa del Poder Judicial. 

 

 Artículo 220. Son faltas administrativas no 

graves aquellas conductas u omisiones que impliquen 

incumplimientos a obligaciones administrativas o 

funcionales sin afectar de manera sustancial los 

principios que rigen la función pública o la función 

jurisdiccional, incluyendo: 

 

 I. Incumplir con las funciones, atribuciones, 

instrucciones o comisiones encomendadas; 

 

 II. No rendir cuentas sobre el ejercicio de sus 

funciones en los términos establecidos por las 

disposiciones aplicables; 

 

 III. No presentar en tiempo y forma las 

declaraciones patrimoniales, de intereses o fiscales 

cuando exista obligación legal para ello; 

 

 IV. No resguardar adecuadamente la 

documentación, información o bienes bajo su 

responsabilidad; 

 

 V. No supervisar adecuadamente al personal a 

su cargo; 

 

 VI. Incumplir instrucciones legales emitidas por 

autoridad competente; 

 

 VII. Omitir denunciar actos u omisiones que 

pudieran constituir faltas administrativas, cuando dicha 

omisión no constituya una falta grave; 

 

 VIII. Descuidar o desatender el trámite 

ordinario de los asuntos bajo su responsabilidad sin 

causa justificada; 

 

 IX. Incumplir obligaciones administrativas 

derivadas del ejercicio del cargo que no generen 

afectación sustancial al servicio público o a la función 

jurisdiccional, y 

 

 X. Las demás previstas como faltas 

administrativas no graves en la Ley de 

Responsabilidades Administrativas para el Estado de 

Guerrero que resulten compatibles con la naturaleza de 

la función judicial y administrativa del Poder Judicial. 

 

 Artículo 221. En ningún caso se iniciarán 

procedimientos de responsabilidad administrativa por 

conductas relacionadas directamente con el contenido de 

criterios jurisdiccionales mientras los asuntos respectivos 

no hayan concluido en forma definitiva. 

 

 La denuncia podrá presentarse en cualquier 

momento; sin embargo, la autoridad competente 

determinará, previo análisis de procedencia, si el inicio 

del procedimiento debe diferirse hasta que el asunto 

jurisdiccional haya causado estado. 

 

 Lo anterior no impedirá la realización de actos 

de investigación urgentes o necesarios para evitar la 

pérdida de información, documentación o medios de 

prueba. 

 

 Artículo 222. Cuando los hechos que den 

origen a una denuncia puedan constituir 

simultáneamente una falta administrativa y un delito, se 

dará vista a la autoridad competente, sin perjuicio de la 

continuidad de la investigación o del procedimiento 

administrativo correspondiente. 

 

 Artículo 223. Cuando en un mismo hecho u 

omisión concurran conductas atribuibles a personas 

servidoras públicas con funciones jurisdiccionales y 

administrativas, el Tribunal de Disciplina Judicial será 
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competente para conocer integralmente del 

procedimiento de responsabilidad administrativa. 

 

 El Órgano de Administración deberá informar 

al Tribunal de Disciplina Judicial cuando advierta la 

posible participación de personas servidoras públicas 

sujetas a su competencia disciplinaria. 

 

 Artículo 224. Las conductas previstas en este 

título deberán interpretarse de manera estricta conforme 

al principio de tipicidad. 

 

 La determinación de responsabilidad 

administrativa deberá distinguirse de los resultados de 

los procesos de evaluación del desempeño judicial, en 

términos de las disposiciones aplicables. 

 

 Artículo 225. Las disposiciones contenidas en 

este título no podrán aplicarse por analogía ni por 

mayoría de razón en perjuicio de la persona sujeta a 

procedimiento. 

 

 La interpretación deberá realizarse atendiendo 

estrictamente a los elementos que integran cada tipo 

administrativo y conforme a los principios 

constitucionales de legalidad, seguridad jurídica y 

debido proceso. 

 

Capítulo II 

Declaración Patrimonial 

 

 Artículo 227. El Órgano de Administración 

será competente para recibir, registrar, integrar y dar 

seguimiento administrativo a las declaraciones de 

situación patrimonial, de intereses y, en su caso, la 

constancia de presentación de declaración fiscal de las 

personas servidoras públicas del Poder Judicial, en 

términos de la Ley de Responsabilidades 

Administrativas para el Estado de Guerrero y demás 

disposiciones aplicables. 

 

 Para tal efecto, deberá integrar la información 

correspondiente al Sistema de Evolución Patrimonial, de 

Declaración de Intereses y Constancia de Presentación 

de Declaración Fiscal, en coordinación con las instancias 

competentes del Sistema Estatal Anticorrupción. 

 

 Cuando advierta el incumplimiento de dichas 

obligaciones o la posible actualización de 

irregularidades, el Órgano de Administración deberá dar 

vista de inmediato al Tribunal de Disciplina, para que, en 

el ámbito de sus atribuciones, determine lo conducente. 

 

Capítulo III 

Demora en la Emisión de Sentencias en Materia 

Penal 

 

 Artículo 228. Cuando en un proceso penal se 

haya cumplido el plazo constitucional para dictar 

sentencia sin que ésta se haya emitido, la persona 

juzgadora deberá dar aviso inmediato al Tribunal de 

Disciplina y exponer las razones que justifiquen la 

demora. 

 

 Artículo 229. El aviso a que se refiere el 

artículo anterior deberá presentarse por escrito y 

contener, al menos: 

 

 I. La identificación del asunto; 

 

 II. El plazo constitucional aplicable y su 

vencimiento; 

 

 III. Las razones que justifican la demora, y 

 

 IV. Las acciones realizadas para la pronta 

emisión de la sentencia. 

 

 Artículo 230. El Órgano de Administración, 

mediante acuerdos generales, establecerá los 

lineamientos para la presentación, registro y seguimiento 

de los avisos de demora, así como los mecanismos de 

control correspondientes, para efectos de su 

conocimiento por el Tribunal de Disciplina. 

 

 Artículo 231. El Tribunal de Disciplina 

analizará los avisos de demora y, en su caso, determinará 

si existen elementos que pudieran constituir 

responsabilidad administrativa. 

 

 Cuando se advierta la posible comisión de una 

falta administrativa, se iniciará el procedimiento 

correspondiente conforme a esta Ley Orgánica. 
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 Artículo 232. La demora en la emisión de 

sentencias no dará lugar automáticamente a 

responsabilidad administrativa, debiendo valorarse las 

circunstancias del caso, conforme a los principios de 

razonabilidad y proporcionalidad. 

 

 Artículo 233. En ningún caso la aplicación de 

este capítulo podrá implicar injerencia en el sentido de 

las resoluciones jurisdiccionales ni afectar la 

independencia técnica de las personas juzgadoras. 

 

Capítulo IV 

Procedimiento de Responsabilidad 

Administrativa 

 

 Artículo 234. El procedimiento de 

responsabilidad administrativa es de naturaleza 

administrativa sancionadora y tiene por finalidad 

determinar la existencia o inexistencia de faltas 

administrativas, así como, en su caso, imponer las 

sanciones correspondientes conforme a la Constitución 

del estado, esta Ley Orgánica y demás disposiciones 

aplicables. 

 

 El Código de Procedimientos de Justicia 

Administrativa del Estado de Guerrero y la Ley de 

Responsabilidades Administrativas para el Estado de 

Guerrero serán de aplicación supletoria en lo no previsto 

por esta Ley Orgánica, en lo que no se opongan a la 

naturaleza de la función jurisdiccional. 

 

 Artículo 235. El procedimiento de 

responsabilidad administrativa se regirá por los 

principios de legalidad, tipicidad, presunción de 

inocencia, debido proceso, imparcialidad, objetividad, 

exhaustividad, congruencia, proporcionalidad, mínima 

intervención, independencia judicial y respeto a los 

derechos humanos. 

 

 Asimismo, se observará de manera transversal 

la perspectiva de género, el enfoque intercultural y el 

principio de no discriminación. 

 

 Artículo 236. En el procedimiento de 

responsabilidad administrativa deberán garantizarse en 

todo momento los derechos de las personas 

involucradas, particularmente: 

 

 I. El derecho de audiencia; 

 

 II. El derecho de defensa adecuada; 

 

 III. El acceso al expediente; 

 

 IV. La posibilidad de ofrecer y desahogar 

pruebas; 

 

 V. El derecho a no autoincriminarse; 

 

 VI. La debida fundamentación y motivación de 

las determinaciones, y 

 

 VII. La presunción de inocencia, la cual 

prevalecerá hasta en tanto no exista resolución firme que 

determine la responsabilidad administrativa. 

 

 Artículo 237. El procedimiento de 

responsabilidad administrativa se desarrollará en las 

etapas siguientes: 

 

 I. Investigación, a cargo de la Unidad de 

Investigación; 

 

 II. Sustanciación, a cargo de la Unidad de 

Sustanciación, y 

 

 III. Resolución, a cargo de las comisiones del 

Tribunal de Disciplina, sin perjuicio de la intervención 

del Pleno en los términos previstos en esta Ley 

Orgánica. 

 

 Las funciones correspondientes a cada etapa 

deberán ejercerse de manera separada, a fin de garantizar 

la imparcialidad en la toma de decisiones. 

 

 Artículo 238. La facultad de la autoridad 

competente para imponer sanciones por faltas 

administrativas prescribirá en tres años, tratándose de 

faltas administrativas no graves, y en siete años cuando 

se trate de faltas administrativas graves. 

 

 El plazo de prescripción comenzará a 

computarse a partir del día siguiente a aquel en que se 

hubiere cometido la falta administrativa, o bien, a partir 

del momento en que haya cesado, cuando se trate de 

conductas de carácter continuo o permanente. 
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 La prescripción se interrumpirá con: 

 

 I. La notificación de la calificación de la falta 

administrativa, y 

 

 II. La notificación de la admisión del informe de 

presunta responsabilidad administrativa por la autoridad 

sustanciadora. 

 

 Interrumpida la prescripción, el plazo 

comenzará a correr nuevamente desde el día siguiente a 

aquel en que surta efectos la notificación 

correspondiente. 

 

 Cuando el procedimiento se paralice por causas 

imputables a la autoridad y se decrete la caducidad de la 

instancia, la prescripción se reanudará, computándose el 

tiempo desde la última actuación válida dentro del 

procedimiento. 

 

 Artículo 239. En los procedimientos de 

responsabilidad administrativa se decretará la caducidad 

de la instancia cuando el expediente permanezca 

inactivo por más de seis meses consecutivos, por causas 

imputables a las partes, sin que exista promoción o 

actuación procesal que impulse su trámite. 

 

 Artículo 240. La caducidad podrá declararse de 

oficio o a petición de parte, y producirá la terminación 

del procedimiento en la instancia correspondiente, sin 

prejuzgar sobre la existencia de la falta administrativa. 

 

 La declaración de caducidad no extingue la 

facultad sancionadora, salvo que haya operado la 

prescripción en términos del artículo anterior. 

 

 Artículo 241. El procedimiento de 

responsabilidad administrativa podrá iniciarse: 

 

 I. Por denuncia o queja presentada por cualquier 

persona; 

 

 II. Por vista o informe de autoridad competente; 

 

 III. Con motivo de auditorías, visitas de 

inspección, mecanismos de supervisión o control 

interno, o 

 

 IV. De oficio, cuando la autoridad competente 

tenga conocimiento de hechos que pudieran constituir 

faltas administrativas. 

 

Capítulo V 

Competencia 

 

Artículo 242. El Tribunal de Disciplina es el órgano 

competente para conocer, investigar, sustanciar y 

resolver los procedimientos de responsabilidad 

administrativa relacionados con las personas servidoras 

públicas del Poder Judicial, en términos de la 

Constitución del estado, esta Ley Orgánica y demás 

disposiciones aplicables. 

 

El ejercicio de dichas atribuciones se realizará a 

través de las instancias que integran su estructura, 

conforme a la distribución de competencias prevista en 

el presente capítulo. 

 

Artículo 243. La competencia en materia de 

responsabilidad administrativa se ejercerá de manera 

diferenciada conforme a las etapas del procedimiento, 

garantizando la separación de funciones entre 

investigación, sustanciación y resolución. 

 

Ninguna autoridad podrá ejercer simultáneamente 

funciones correspondientes a más de una etapa dentro de 

un mismo procedimiento. 

 

Artículo 244. La investigación de las faltas 

administrativas estará a cargo de la Unidad de 

Investigación, la cual ejercerá sus atribuciones en 

términos de lo dispuesto en esta Ley Orgánica, el 

reglamento interior y los acuerdos generales del Tribunal 

de Disciplina. 

 

Artículo 245. La Unidad de Sustanciación será la 

responsable de conducir la sustanciación del 

procedimiento de responsabilidad administrativa y 

ejercerá sus atribuciones conforme a lo dispuesto en esta 

Ley Orgánica, el reglamento interior y los acuerdos 

generales del Tribunal de Disciplina. 

 

Artículo 246. Las Comisiones del Tribunal de 

Disciplina, en materia de responsabilidad administrativa, 

tendrán las atribuciones siguientes: 
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I. Conocer y resolver, en primera instancia, los 

procedimientos de responsabilidad administrativa; 

 

II. Analizar el expediente remitido por la Unidad de 

Sustanciación; 

 

III. Valorar las pruebas conforme a las reglas 

aplicables; 

 

IV. Determinar la existencia o inexistencia de 

responsabilidad administrativa, e 

 

V. Imponer, en su caso, las sanciones 

correspondientes. 

 

Artículo 247. El Pleno del Tribunal de Disciplina, en 

materia de responsabilidad administrativa, tendrá las 

atribuciones siguientes:  

 

I. Conocer y resolver los medios de impugnación que 

se interpongan en contra de las resoluciones emitidas por 

las Comisiones; 

 

II. Confirmar, modificar o revocar las resoluciones 

impugnadas; 

 

III. Resolver los conflictos de competencia que se 

susciten entre las instancias del Tribunal; 

 

IV. Emitir los acuerdos generales necesarios para el 

adecuado funcionamiento del procedimiento de 

responsabilidad administrativa, y 

 

V. Las demás atribuciones que le confieran esta Ley 

Orgánica y otras disposiciones aplicables. 

 

Artículo 248. En ningún caso los asuntos sometidos 

a la consideración del Pleno del Tribual de Disciplina 

podrán ser turnados para su resolución a las personas 

integrantes de la comisión que haya emitido la 

resolución recurrida. 

 

Artículo 249. Cuando en un mismo hecho u omisión 

concurran conductas atribuibles a personas servidoras 

públicas con funciones jurisdiccionales y 

administrativas, el Tribunal de Disciplina será 

competente para conocer del procedimiento de 

responsabilidad administrativa en su integridad. 

 

Artículo 250. El Tribunal de Disciplina podrá ejercer 

la facultad de atracción respecto de aquellos asuntos que 

se encuentren en trámite ante sus comisiones, cuando su 

relevancia, trascendencia o impacto así lo ameriten, en 

términos de los acuerdos generales que al efecto emita. 

 

Artículo 251. Las autoridades que intervengan en el 

procedimiento de responsabilidad administrativa 

deberán actuar dentro del ámbito de sus atribuciones, 

respetando en todo momento la competencia de las 

demás instancias y garantizando la debida coordinación 

para el adecuado desarrollo del procedimiento. 

 

Capítulo VI 

Medidas Cautelares y de Apremio 

 

Artículo 252. Las medidas cautelares podrán 

decretarse en cualquier momento de la investigación o 

del procedimiento, por las autoridades investigadoras, 

sustanciadoras o resolutoras, cuando resulten necesarias 

para: 

 

I. Evitar la obstaculización del procedimiento; 

 

II. Impedir la continuación o reiteración de la 

conducta presuntamente irregular; 

 

III. Proteger el interés público o el adecuado 

funcionamiento del Poder Judicial; 

 

IV. Salvaguardar la integridad de las personas 

involucradas, o 

 

V. Prevenir un daño irreparable al patrimonio del 

Poder Judicial. 

 

Las medidas cautelares deberán ser idóneas, 

proporcionales, razonables y debidamente fundadas y 

motivadas. 

 

Su imposición se tramitará en forma incidental en los 

términos que establezca esta Ley Orgánica y las 

disposiciones aplicables. 
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Artículo 253. Las medidas cautelares podrán 

consistir en: 

 

I. La suspensión temporal del empleo, cargo o 

comisión. de la persona servidora pública señalada como 

presuntamente responsable, sin prejuzgar ni constituir 

indicio de la responsabilidad que se le impute, lo cual 

deberá hacerse constar en la resolución en que se 

decrete. 

 

Durante el tiempo de la suspensión, deberán 

adoptarse las medidas necesarias para garantizar el 

mínimo vital del presunto responsable y de sus 

dependientes económicos, así como aquellas que eviten 

su exposición pública como responsable de la falta que 

se le imputa. 

 

En caso de que no se acredite responsabilidad, deberá 

restituírsele en el goce de sus derechos y cubrirse las 

percepciones dejadas de recibir; 

 

II. Cambio de adscripción, cuando resulte necesario 

para la adecuada conducción del procedimiento o para 

evitar la reiteración de la conducta; 

 

III. Exhibición de documentos originales 

relacionados directamente con la presunta falta 

administrativa; 

 

IV. Embargo precautorio de bienes; 

 

V. Aseguramiento o intervención precautoria de 

negociaciones, y 

 

VI. Las demás que resulten necesarias para evitar un 

daño irreparable al patrimonio del Poder Judicial o 

garantizar la eficacia del procedimiento. 

 

Artículo 254. Las medidas cautelares podrán 

modificarse, sustituirse o dejarse sin efectos en cualquier 

momento, cuando desaparezcan las causas que las 

motivaron o cuando se advierta que resultan excesivas o 

innecesarias. 

 

Artículo 255. Las autoridades sustanciadoras y 

resolutoras podrán imponer medidas de apremio para 

hacer cumplir sus determinaciones, asegurar el 

desarrollo del procedimiento y garantizar la 

comparecencia de las personas involucradas. 

 

Artículo 256. Las medidas de apremio podrán 

consistir en: 

 

I. Apercibimiento; 

 

II. Multa de cien a doscientas veces el valor diario de 

la Unidad de Medida y Actualización; 

 

III. Solicitud de auxilio de la fuerza pública; 

 

IV. Arresto hasta por treinta y seis horas, en los 

términos de la legislación respectiva, y 

 

V. Las demás previstas en la normativa 

correspondiente. 

 

Artículo 257. Las medidas de apremio deberán 

imponerse de manera fundada y motivada, atendiendo a 

la gravedad de la conducta, la necesidad de la medida y 

el principio de proporcionalidad. 

Capítulo VII 

Sanciones Administrativas 

 

Artículo 258. Las sanciones administrativas 

aplicables a las personas servidoras públicas del Poder 

Judicial serán las siguientes: 

 

I. Amonestación pública o privada; 

 

II. Suspensión del empleo, cargo o comisión; 

 

III. Destitución del empleo, cargo o comisión; 

 

IV. Inhabilitación temporal para desempeñar 

empleos, cargos o comisiones en el servicio público y, 

en su caso, para participar en adquisiciones, 

arrendamientos, servicios u obras públicas, y 

 

V. Sanción económica. 

 

Las sanciones deberán imponerse conforme a los 

principios de legalidad, tipicidad, proporcionalidad, 

razonabilidad, debido proceso e individualización. 
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Artículo 259. Tratándose de faltas administrativas no 

graves, el Tribunal de Disciplina podrá imponer una o 

más de las sanciones siguientes: 

 

I. Amonestación pública o privada; 

 

II. Suspensión del empleo, cargo o comisión; 

 

III. Destitución del empleo, cargo o comisión, y 

 

IV. Inhabilitación temporal para desempeñar 

empleos, cargos o comisiones en el servicio público y, 

en su caso, para participar en adquisiciones, 

arrendamientos, servicios u obras públicas. 

 

Las sanciones podrán imponerse de manera conjunta, 

siempre que sean compatibles entre sí y atendiendo a la 

trascendencia de la falta administrativa no grave. 

 

La suspensión del empleo, cargo o comisión que se 

imponga será de uno a treinta días naturales. 

 

Cuando se imponga como sanción la inhabilitación 

temporal, ésta no será menor de tres meses ni mayor de 

un año. 

 

Artículo 260. Para la imposición de las sanciones por 

faltas administrativas no graves, el Tribunal de 

Disciplina deberá considerar: 

 

I. El nivel jerárquico y los antecedentes de la persona 

infractora, entre ellos la antigüedad en el servicio; 

 

II. Las condiciones exteriores y los medios de 

ejecución de la conducta, y 

 

III. La reincidencia en el incumplimiento de 

obligaciones. 

 

En caso de reincidencia de faltas administrativas no 

graves, la sanción que se imponga no podrá ser igual o 

menor a la impuesta con anterioridad. 

 

 Se considerará reincidente a la persona 

servidora pública que, habiendo sido sancionada 

mediante resolución firme por una infracción 

administrativa, incurra nuevamente en otra de la misma 

naturaleza. 

 

Artículo 261. Tratándose de faltas administrativas 

graves, el Tribunal de Disciplina impondrá una o más de 

las sanciones siguientes: 

 

I. Suspensión del empleo, cargo o comisión; 

 

II. Destitución del empleo, cargo o comisión; 

 

III. Sanción económica, e 

 

IV. Inhabilitación temporal para desempeñar 

empleos, cargos o comisiones en el servicio público y, 

en su caso, para participar en adquisiciones, 

arrendamientos, servicios u obras públicas. 

 

La suspensión del empleo, cargo o comisión que se 

imponga no podrá ser menor de treinta días naturales ni 

mayor de noventa días naturales. 

 

La inhabilitación temporal no será menor de un año 

ni mayor de diez años, si el monto de la afectación de la 

falta administrativa grave no excede de doscientas veces 

el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, 

y de diez a veinte años si dicho monto excede de ese 

límite. 

 

Cuando no se cause daño o perjuicio ni exista 

beneficio o lucro alguno, podrán imponerse de tres 

meses a un año de inhabilitación. 

 

Artículo 262. La sanción económica procederá 

cuando la conducta implique daños o perjuicios a la 

hacienda pública o al patrimonio del Poder Judicial, o 

cuando exista beneficio o lucro indebido. 

 

En la determinación de la sanción económica se 

considerará el monto del daño causado o del beneficio 

obtenido, pudiendo alcanzar hasta dos tantos de los 

beneficios obtenidos o, en caso de no haberlos, del 

monto de los daños y perjuicios causados. 

 

La imposición de la sanción económica será 

independiente y compatible con la obligación de reparar 

íntegramente los daños y perjuicios ocasionados. 
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Artículo 263. Para la imposición de las sanciones por 

faltas administrativas graves, el Tribunal de Disciplina 

deberá considerar: 

 

I. Los daños y perjuicios patrimoniales causados por 

los actos u omisiones; 

 

II. El nivel jerárquico y los antecedentes de la 

persona infractora, entre ellos la antigüedad en el 

servicio; 

 

III. Las circunstancias socioeconómicas de la persona 

servidora pública; 

 

IV. Las condiciones exteriores y los medios de 

ejecución de la conducta; 

 

V. La reincidencia en el incumplimiento de 

obligaciones, y 

 

VI. El monto del beneficio derivado de la infracción 

que haya obtenido la persona responsable. 

 

Artículo 264. En ningún caso podrán imponerse dos 

veces por una sola conducta sanciones de la misma 

naturaleza. 

 

Cuando de una misma conducta deriven faltas 

administrativas graves y no graves, el Tribunal de 

Disciplina, al graduar la sanción que proceda, tomará en 

cuenta la comisión de estas últimas. 

 

Artículo 265. La ejecución de las sanciones 

administrativas se realizará en los términos siguientes: 

 

I. Las sanciones por faltas administrativas no graves 

se ejecutarán de inmediato, conforme se disponga en la 

resolución respectiva;  

 

II. Tratándose del personal de base, la suspensión y la 

destitución serán ejecutadas por la persona titular del 

órgano competente del Poder Judicial, en términos de la 

legislación aplicable; 

 

III. La suspensión o destitución derivada de faltas 

administrativas graves será ejecutada por la autoridad 

competente del Poder Judicial, en los términos de la 

resolución emitida por el Tribunal de Disciplina; 

 

IV. La inhabilitación temporal se ejecutará en los 

términos precisados en la resolución respectiva, y 

 

V. Las sanciones económicas serán ejecutadas por la 

autoridad competente en materia hacendaria, en términos 

de las disposiciones correspondientes, teniendo el 

carácter de créditos fiscales. 

 

Artículo 266. Tratándose de magistradas y 

magistrados del Poder Judicial: 

 

I. No podrá imponerse la sanción de destitución o 

remoción del cargo por el Tribunal de Disciplina, aun 

cuando se trate de faltas administrativas no graves o 

graves; 

 

II. Podrán imponerse las demás sanciones previstas 

en este capítulo, en términos de la normativa aplicable, y 

 

III. Cuando de los hechos se advierta la posible 

actualización de causas de remoción, el Tribunal de 

Disciplina deberá dar vista a la autoridad competente en 

términos de la Constitución del estado. 

 

Artículo 267. Las sanciones derivadas de los 

procedimientos de evaluación del desempeño judicial se 

regirán por lo dispuesto en la Constitución del estado y 

en la presente Ley Orgánica. 

 

Cuando la persona juzgadora no acredite 

favorablemente la evaluación derivada de las medidas 

correctivas o se niegue a acatarlas, el Tribunal de 

Disciplina podrá imponer una suspensión de hasta un 

año y establecer las condiciones para su eventual 

restitución. 

 

Si al término de dicho periodo no acredita 

satisfactoriamente la evaluación, el Tribunal resolverá lo 

conducente conforme a la Constitución del estado y a la 

presente Ley Orgánica. 

 

Capítulo VIII 

Actos de Particulares Vinculados con Faltas 

Administrativas 

Graves y sus Sanciones 
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Artículo 268. Las personas físicas y morales serán 

responsables administrativamente por la comisión de 

actos vinculados con faltas administrativas graves que 

afecten la legalidad, honradez, imparcialidad, eficiencia 

y correcto funcionamiento del Poder Judicial. 

 

Artículo 269. Constituyen actos de particulares 

vinculados con faltas administrativas graves aquellas 

conductas mediante las cuales personas físicas o morales 

intervengan, participen o se beneficien de actos 

contrarios al orden jurídico que incidan en el ejercicio de 

las funciones del Poder Judicial. 

 

Artículo 270. El Tribunal de Disciplina será 

competente para conocer, investigar, sustanciar y 

resolver los procedimientos de responsabilidad 

administrativa en contra de particulares por la comisión 

de los actos previstos en el presente capítulo, cuando se 

encuentren vinculados con el ámbito de competencia del 

Poder Judicial. 

 

Artículo 271. Las sanciones aplicables a las personas 

físicas podrán consistir en: 

 

I. Sanción económica; 

 

II. Inhabilitación temporal para participar en 

adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras 

públicas, e 

 

III. Indemnización por los daños y perjuicios 

ocasionados. 

 

Artículo 272. Las sanciones aplicables a las personas 

morales podrán consistir en: 

 

I. Sanción económica; 

 

II. Inhabilitación temporal para participar en 

adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras 

públicas; 

 

III. Suspensión de actividades; 

 

IV. Disolución de la sociedad, cuando la gravedad de 

la conducta lo amerite, e 

 

V. Indemnización por los daños y perjuicios 

ocasionados. 

 

Artículo 273. Para la imposición de sanciones a 

particulares, el Tribunal de Disciplina deberá atender a la 

gravedad de la conducta, el daño causado, el beneficio 

obtenido, el grado de participación y las demás 

circunstancias que permitan su debida individualización. 

 

Artículo 274. La ejecución de las sanciones 

impuestas a particulares se realizará por las autoridades 

competentes del estado, en los términos que determine la 

resolución correspondiente. 

 

Capítulo IX 

Responsabilidades y Sanciones  

de las Personas Peritas 

 

Artículo 275. Las personas peritas tendrán el carácter 

de auxiliares de la función jurisdiccional y estarán 

obligadas a desempeñar su encargo con diligencia, 

objetividad, imparcialidad, profesionalismo y respeto a 

los principios técnicos, científicos o artísticos aplicables. 

 

Asimismo, deberán observar en todo momento los 

principios de confidencialidad, integridad y 

responsabilidad en el manejo de la información a la que 

tengan acceso con motivo de su intervención. 

 

En el ejercicio de su encargo, las personas peritas 

gozarán de autonomía técnica y científica, por lo que sus 

dictámenes deberán fundarse exclusivamente en su 

conocimiento especializado, sin estar sujetas a 

instrucciones, presiones o directrices de las partes o de la 

autoridad jurisdiccional en cuanto al sentido de sus 

conclusiones. 

 

La diferencia de criterios técnicos, científicos o 

metodológicos no dará lugar, por sí misma, a 

responsabilidad administrativa. 

 

Artículo 276. Son obligaciones de las personas 

peritas: 

 

I. Emitir dictámenes debidamente fundados y 

sustentados en conocimientos técnicos, científicos o 

artísticos; 
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II. Cumplir con los plazos establecidos por la 

autoridad jurisdiccional; 

 

III. Excusarse cuando exista conflicto de interés o 

impedimento legal; 

 

IV. Comparecer cuando sean requeridas por la 

autoridad jurisdiccional; 

 

V. Conducirse con veracidad, objetividad e 

imparcialidad, y 

 

VI. Abstenerse de solicitar o recibir beneficios 

indebidos distintos de los honorarios legalmente 

autorizados. 

 

El incumplimiento de estas obligaciones dará lugar a 

las responsabilidades correspondientes. 

 

Artículo 277. Las personas peritas incurrirán en 

responsabilidad cuando, por acción u omisión, afecten la 

debida impartición de justicia, particularmente cuando: 

 

I. Emitan dictámenes falsos o carentes de sustento 

técnico; 

 

II. Actúen con dolo o negligencia grave en el 

desempeño de su encargo; 

 

III. Incumplan de manera injustificada los 

requerimientos de la autoridad jurisdiccional; 

 

IV. Omitan excusarse en caso de impedimento o 

conflicto de interés; 

 

V. Revelen información confidencial obtenida con 

motivo de su intervención, o 

 

VI. Soliciten o reciban beneficios indebidos. 

 

En ningún caso se sancionará a la persona perita por 

la sola diferencia de criterio técnico o científico. 

 

Artículo 278. Las conductas previstas en el presente 

capítulo serán conocidas por el Tribunal de Disciplina, 

previa vista de los órganos jurisdiccionales, de la 

Coordinación de Personas Peritas o del Órgano de 

Administración. 

 

El procedimiento se sustanciará conforme a las 

disposiciones en materia de responsabilidades 

administrativas, garantizando en todo momento el 

derecho de audiencia y defensa. 

 

Artículo 279. Las personas peritas serán sujetas de 

responsabilidad administrativa en su carácter de 

particulares, en términos de la legislación en materia de 

responsabilidades administrativas. 

 

En consecuencia, el Tribunal de Disciplina podrá 

imponer, atendiendo a la gravedad de la conducta y las 

circunstancias del caso, las sanciones siguientes: 

 

I. Sanción económica; 

 

II. Inhabilitación temporal o definitiva para fungir 

como persona perita o para intervenir en procedimientos 

ante el Poder Judicial, e 

 

III. Indemnización por los daños y perjuicios 

ocasionados. 

 

La imposición de estas sanciones será independiente 

de las responsabilidades civiles o penales que pudieran 

derivarse. 

 

Artículo 280. La Coordinación de Personas Peritas 

deberá llevar el registro de las sanciones administrativas 

y de las medidas impuestas, así como actualizar el 

estatus de las personas peritas en el Registro, a efecto de 

garantizar la integridad, confiabilidad y transparencia del 

sistema. 

 

Capítulo X 

Investigación 

 

Artículo 281. La investigación es la etapa inicial del 

procedimiento de responsabilidad administrativa y tiene 

por objeto el esclarecimiento de los hechos que pudieran 

constituir faltas administrativas, mediante la obtención, 

integración y análisis de elementos de prueba suficientes 

para determinar la procedencia o improcedencia del 

inicio del procedimiento. 

 

 Artículo 282. La investigación estará a cargo de 

la Unidad de Investigación, la cual ejercerá sus 
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atribuciones con independencia técnica, imparcialidad y 

estricto apego a los principios que rigen el procedimiento 

de responsabilidad administrativa. Además de las 

atribuciones previstas en la normatividad aplicable, 

tendrá las siguientes: 

 

 I. Conocer, registrar y analizar las denuncias, 

quejas o vistas que le sean turnadas por el Tribunal de 

Disciplina, por la posible comisión de faltas 

administrativas; 

 

 II. Practicar las diligencias necesarias para el 

esclarecimiento de los hechos; 

 

 III. Recabar, ordenar y analizar los indicios, 

datos y medios de prueba que estime conducentes para la 

determinación de la verdad material; 

 

 IV. Requerir información y documentación a las 

personas servidoras públicas, unidades administrativas y 

a cualquier autoridad, en los términos de las 

disposiciones aplicables; 

 

 V. Solicitar a las autoridades competentes la 

práctica de auditorías, inspecciones o cualquier otra 

actuación necesaria para la investigación; 

 

 VI. Solicitar al Tribunal de Disciplina, por 

conducto de la comisión competente, en su caso, la 

adopción de medidas cautelares o de aseguramiento para 

evitar la pérdida, alteración u ocultamiento de elementos 

de prueba; 

 

 VII. Imponer medidas de apremio en los 

términos previstos por esta Ley Orgánica y demás 

disposiciones aplicables; 

 

 VIII. Formular el informe de presunta 

responsabilidad administrativa y remitirlo a la autoridad 

sustanciadora competente, o en su caso, determinar la 

conclusión y archivo del expediente cuando no se 

acrediten elementos suficientes; 

 

 IX. Dar vista al Ministerio Público cuando 

advierta la posible comisión de hechos que la ley señale 

como delito; 

 

 X. Llevar el registro, control y seguimiento de 

las investigaciones a su cargo, y 

 

 XI. Las demás que establezcan esta Ley 

Orgánica, el reglamento interior respectivo y los 

acuerdos generales del Tribunal de Disciplina. 

 

Artículo 283. Recibida la denuncia, queja o vista, la 

Unidad de Investigación procederá a su análisis 

preliminar, a efecto de determinar si los hechos narrados 

pueden constituir una falta administrativa. 

 

Artículo 284. Cuando los hechos resulten 

notoriamente improcedentes, la Unidad de Investigación 

podrá desechar la denuncia mediante acuerdo 

debidamente fundado y motivado. 

 

Si se advierten elementos que justifiquen el inicio de 

la investigación, se dictará el acuerdo correspondiente y 

se ordenará la integración del expediente. 

 

Artículo 285. Durante la investigación, la Unidad de 

Investigación podrá realizar todas las diligencias 

necesarias para el esclarecimiento de los hechos, 

incluyendo: 

 

I. Requerir información y documentación a órganos 

jurisdiccionales, áreas administrativas y cualquier 

autoridad; 

 

II. Solicitar informes a personas servidoras públicas; 

 

III. Recabar documentos, registros, bases de datos y 

cualquier otro medio de prueba; 

 

IV. Practicar inspecciones y verificaciones; 

 

V. Recabar declaraciones y testimonios, y 

 

VI. Cualquier otra actuación necesaria para la debida 

integración del expediente. 

 

Las autoridades y personas servidoras públicas 

estarán obligadas a colaborar con la investigación en los 

términos de la normativa aplicable. 
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Artículo 286. En ningún caso se podrá exigir a la 

persona investigada que declare en su contra ni utilizar 

medios ilícitos para la obtención de pruebas. 

 

Artículo 287. Durante la investigación, la Unidad de 

Investigación podrá solicitar a la autoridad competente la 

adopción de medidas cautelares cuando resulten 

necesarias para: 

 

I. Evitar la obstaculización de la investigación; 

 

II. Impedir la continuación o reiteración de la 

conducta; 

 

III. Proteger el interés público o el adecuado 

funcionamiento del Poder Judicial, o 

 

IV. Salvaguardar la integridad de las personas 

involucradas. 

 

Las medidas cautelares deberán ser proporcionales, 

idóneas y debidamente justificadas. 

 

Artículo 288. Las medidas cautelares se tramitarán 

de manera incidental ante la autoridad competente para 

resolver, quien podrá decretarlas de manera provisional 

y dará vista a las personas afectadas para que 

manifiesten lo que a su derecho convenga dentro del 

plazo que se establezca. 

 

La autoridad resolverá lo conducente mediante 

determinación debidamente fundada y motivada. 

 

Artículo 289. Cuando durante la investigación se 

advierta la posible comisión de un delito, la Unidad de 

Investigación deberá dar vista a la autoridad competente, 

sin perjuicio de continuar con la investigación en el 

ámbito administrativo. 

 

Artículo 290. Tratándose de conductas relacionadas 

directamente con el ejercicio de la función jurisdiccional, 

la Unidad de Investigación deberá observar lo dispuesto 

en esta Ley Orgánica respecto a la no interferencia con 

asuntos jurisdiccionales en trámite. 

 

En su caso, podrá integrar la información 

correspondiente y diferir la continuación del 

procedimiento hasta que el asunto haya causado estado. 

 

Artículo 291. Concluida la investigación, la Unidad 

de Investigación determinará: 

 

I. El archivo del expediente, cuando no existan 

elementos suficientes para acreditar la probable 

comisión de una falta administrativa, o 

 

II. La elaboración del Informe de Presunta 

Responsabilidad Administrativa, cuando se adviertan 

elementos suficientes que justifiquen la continuación del 

procedimiento. 

 

Artículo 292. El Informe de Presunta 

Responsabilidad Administrativa deberá contener, al 

menos: 

 

I. La identificación de la persona presuntamente 

responsable; 

 

II. La narración clara, precisa y circunstanciada de los 

hechos; 

 

III. La calificación preliminar de la conducta; 

 

IV. La relación de los elementos de prueba 

recabados; 

 

V. El análisis de los hechos y su vinculación con las 

disposiciones aplicables, y 

 

VI. Los demás requisitos que establezcan las 

disposiciones normativas correspondientes. 

 

Artículo 293. El Informe de Presunta 

Responsabilidad Administrativa será remitido a la 

Unidad de Sustanciación para los efectos legales 

conducentes, con lo cual concluirá la etapa de 

investigación. 

Capítulo XI 

Sustanciación 

 

Artículo 294. La sustanciación es la etapa del 

procedimiento de responsabilidad administrativa que 

tiene por objeto la tramitación formal del procedimiento, 

a partir de la recepción del Informe de Presunta 

Responsabilidad Administrativa, garantizando el 

derecho de audiencia, defensa y contradicción de las 
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partes, así como la debida integración del expediente 

para su resolución. 

 

 Artículo 295. La sustanciación estará a cargo de 

la Unidad de Sustanciación , la cual ejercerá sus 

atribuciones con independencia técnica, imparcialidad y 

estricto apego a los principios que rigen el procedimiento 

de responsabilidad administrativa. Además de las 

atribuciones previstas en la normatividad aplicable, 

tendrá las siguientes: 

 

 I. Recibir el informe de presunta 

responsabilidad administrativa remitido por la Unidad de 

Investigación; 

 

 II. Determinar la admisión o desechamiento del 

informe de presunta responsabilidad administrativa, en 

los términos de las disposiciones aplicables; 

 

 III. Ordenar el emplazamiento de la persona 

presuntamente responsable; 

 

 IV. Garantizar el derecho de audiencia y 

defensa dentro del procedimiento; 

 

 V. Admitir y desahogar las pruebas ofrecidas 

por las partes; 

 

 VI. Conducir las audiencias y actuaciones 

necesarias para la debida integración del expediente; 

 

 VII. Dictar los acuerdos de trámite que 

correspondan durante el procedimiento; 

 

 VIII. Declarar el cierre de instrucción; 

 

 IX. Integrar el expediente y remitirlo a la 

comisión competente para su resolución; 

 

 X. Proponer a la comisión competente la 

adopción de medidas cautelares, cuando resulte 

procedente en términos de la ley; 

 

 XI. Llevar el control y seguimiento de los 

procedimientos en sustanciación, y 

 

 XII. Las demás que establezcan esta Ley 

Orgánica y otras disposiciones legales aplicables. 

Artículo 296. Recibido el Informe de Presunta 

Responsabilidad Administrativa, la Unidad de 

Sustanciación procederá a su análisis para determinar si 

reúne los requisitos legales y cuenta con elementos 

suficientes para sustentar la probable existencia de una 

falta administrativa. 

 

Cuando el informe no cumpla con los requisitos 

establecidos o presente deficiencias que impidan su 

adecuada tramitación, la Unidad de Sustanciación podrá 

prevenir a la autoridad investigadora para que subsane 

las omisiones dentro del plazo que se determine. 

 

En caso de incumplimiento o cuando el informe 

resulte notoriamente improcedente, se dictará acuerdo de 

desechamiento debidamente fundado y motivado. 

 

Artículo 297. Cuando el Informe de Presunta 

Responsabilidad Administrativa cumpla con los 

requisitos legales, la Unidad de Sustanciación dictará 

acuerdo de admisión y ordenará el emplazamiento de la 

persona presuntamente responsable. 

 

El emplazamiento deberá contener: 

 

I. La descripción de los hechos que se le imputan; 

 

II. La calificación preliminar de la conducta; 

 

III. La indicación de las pruebas que obran en su 

contra; 

 

IV. El señalamiento del plazo para dar contestación; 

 

V. La advertencia de los derechos que le asisten, y 

 

VI. La prevención de que, en caso de no comparecer, 

el procedimiento continuará en su rebeldía. 

 

Artículo 298. La persona presuntamente responsable 

contará con un plazo para dar contestación al Informe de 

Presunta Responsabilidad Administrativa, en el cual 

podrá: 

 

I. Manifestar lo que a su derecho convenga; 

 

II. Ofrecer las pruebas que estime pertinentes, y 
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III. Señalar domicilio para oír y recibir notificaciones. 

 

La falta de contestación no implicará aceptación de 

los hechos imputados, debiendo la autoridad 

sustanciadora continuar el procedimiento con los 

elementos que obren en el expediente. 

 

Artículo 299. Las pruebas deberán ofrecerse en el 

escrito de contestación y deberán estar relacionadas con 

los hechos materia del procedimiento. 

 

La Unidad de Sustanciación determinará la admisión 

de las pruebas, desechando aquellas que resulten 

notoriamente improcedentes, ilícitas o inconducentes, 

mediante acuerdo debidamente fundado y motivado. 

 

Artículo 300. Las pruebas admitidas serán 

preparadas y desahogadas en los términos que determine 

la Unidad de Sustanciación, garantizando en todo 

momento el principio de contradicción entre las partes. 

 

El desahogo de pruebas podrá realizarse mediante 

audiencias, diligencias específicas o cualquier medio que 

permita su adecuada valoración. 

 

Artículo 301. La Unidad de Sustanciación podrá 

ordenar la celebración de audiencias cuando lo estime 

necesario para el desahogo de pruebas, la formulación de 

alegatos o la aclaración de hechos relevantes para la 

resolución del procedimiento. 

 

En dichas audiencias se garantizará la intervención 

de las partes en condiciones de igualdad, así como el 

respeto a sus derechos procesales. 

 

Artículo 302. En el procedimiento de 

responsabilidad administrativa únicamente podrán 

promoverse los incidentes de previo y especial 

pronunciamiento o aquellos vinculados directamente con 

la validez, regularidad o conducción procesal del 

procedimiento. 

 

Los incidentes serán substanciados y resueltos por la 

Unidad de Sustanciación mediante determinación 

debidamente fundada y motivada, siempre que no 

impliquen pronunciamiento sobre el fondo del asunto ni 

sobre la existencia de responsabilidad administrativa. 

 

La tramitación de los incidentes será accesoria al 

procedimiento principal y no suspenderá su curso, salvo 

disposición expresa en contrario. 

 

Artículo 303. Concluido el desahogo de pruebas y, 

en su caso, celebradas las audiencias correspondientes, la 

Unidad de Sustanciación otorgará a las partes un plazo 

para formular alegatos. 

 

Los alegatos deberán limitarse a exponer argumentos 

relacionados con los hechos, las pruebas y el derecho 

aplicable. 

 

Artículo 304. Una vez concluida la etapa de 

alegatos, la Unidad de Sustanciación declarará cerrada la 

instrucción mediante acuerdo debidamente fundado y 

motivado. 

 

A partir de ese momento no se admitirán nuevas 

pruebas ni promociones, salvo aquellas relacionadas con 

hechos supervenientes o de orden público. 

 

Artículo 305. Cerrada la instrucción, la Unidad de 

Sustanciación integrará el expediente completo y lo 

remitirá a la comisión competente del Tribunal de 

Disciplina para su resolución. 

 

El expediente deberá contener todas las actuaciones 

realizadas, así como los elementos necesarios para la 

adecuada valoración del asunto. 

 

Artículo 306. Durante la sustanciación del 

procedimiento deberán observarse los principios 

previstos en este título. 

 

Asimismo, las autoridades deberán actuar con 

perspectiva de género, enfoque intercultural y principio 

de no discriminación. 

 

Capítulo XII 

Resolución 

 

Artículo 307. La resolución es la etapa del 

procedimiento de responsabilidad administrativa 

mediante la cual la comisión competente del Tribunal de 

Disciplina, con base en el análisis integral del 

expediente, determina la existencia o inexistencia de 

responsabilidad administrativa de la persona 
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presuntamente responsable y, en su caso, impone las 

sanciones correspondientes. 

 

La resolución deberá emitirse con estricto apego a los 

principios de legalidad, imparcialidad, objetividad, 

exhaustividad, congruencia, proporcionalidad y debida 

fundamentación y motivación. 

 

Artículo 308. Recibido el expediente por la comisión 

competente, ésta procederá a su estudio integral, 

considerando: 

 

I. Los hechos materia del procedimiento; 

 

II. Las constancias que integran el expediente; 

 

III. Las pruebas ofrecidas y desahogadas por las 

partes; 

 

IV. Los alegatos formulados, y 

 

V. Las disposiciones jurídicas aplicables. 

 

La comisión competente podrá ordenar, de manera 

excepcional y debidamente justificada, la práctica de 

diligencias para mejor proveer, cuando estime que los 

elementos existentes resulten insuficientes para emitir 

una resolución debidamente fundada y motivada. 

 

Artículo 309. La comisión competente resolverá el 

procedimiento de responsabilidad administrativa con 

base en la valoración integral, lógica y razonada de las 

pruebas admitidas y desahogadas, conforme a las reglas 

de la sana crítica y la debida apreciación de los hechos. 

 

Para la determinación de responsabilidad 

administrativa deberá acreditarse de manera suficiente la 

existencia de la conducta infractora y la responsabilidad 

de la persona presuntamente responsable. 

 

En caso de duda razonable, deberá estarse a lo más 

favorable a la persona sujeta a procedimiento. 

 

Artículo 310. La resolución debidamente fundada y 

motivada que emita la comisión competente deberá 

contener, al menos: 

 

I. La identificación de la autoridad que la emite; 

 

II. Los antecedentes del procedimiento; 

 

III. La precisión de los hechos materia del 

procedimiento; 

 

IV. El análisis de los hechos y de las pruebas; 

 

V. La determinación sobre la existencia o 

inexistencia de la falta administrativa; 

 

VI. La individualización de la sanción, en su caso; 

 

VII. Los fundamentos legales y las consideraciones 

que sustenten la resolución, y 

 

VIII. Los puntos resolutivos. 

 

Artículo 311. Cuando la comisión competente 

determine la inexistencia de responsabilidad 

administrativa, deberá absolver a la persona 

presuntamente responsable y ordenar el archivo del 

expediente como asunto concluido. 

 

Artículo 312. Cuando la comisión competente 

determine la existencia de responsabilidad 

administrativa, procederá a la imposición de la sanción 

correspondiente, tomando en consideración: 

 

I. La gravedad de la falta; 

 

II. El daño o perjuicio causado; 

 

III. El grado de participación de la persona 

responsable; 

 

IV. Las circunstancias en que se cometió la conducta; 

 

V. La reincidencia, en su caso; 

 

VI. Los beneficios obtenidos, y 

 

VII. Los demás elementos que resulten relevantes 

para la individualización de la sanción. 

 

Artículo 313. Las sanciones por faltas 

administrativas serán las previstas en esta Ley Orgánica 

y la normatividad aplicable, deberán imponerse de 
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manera proporcional a la gravedad de la conducta y al 

grado de afectación ocasionado al interés público y a la 

función jurisdiccional. 

 

Cuando proceda la imposición de más de una 

sanción, éstas deberán ser compatibles entre sí y atender 

a la naturaleza de la falta administrativa. 

 

Artículo 314. La resolución que emita la comisión 

competente deberá notificarse a las partes en los 

términos previstos en las disposiciones aplicables, 

haciéndoles saber los medios de impugnación que 

procedan. 

 

Capítulo XIII 

Medios de Impugnación 

 

Artículo 315. Las resoluciones emitidas por las 

comisiones del Tribunal de Disciplina en los 

procedimientos de responsabilidad administrativa 

podrán ser impugnadas mediante los medios de defensa 

previstos en esta Ley Orgánica. Tendrán por objeto 

garantizar la legalidad, exhaustividad y correcta 

valoración de los actos y resoluciones emitidos dentro 

del procedimiento. 

 

Artículo 316. El recurso de revisión procederá en 

contra de las resoluciones definitivas emitidas por las 

comisiones del Tribunal de Disciplina y deberá 

interponerse dentro del término de cinco días hábiles 

contado a partir del día siguiente a aquel en que surta 

efectos la notificación de la resolución correspondiente. 

 

Artículo 317. El recurso de revisión será resuelto por 

el Pleno del Tribunal de Disciplina. Para la resolución 

del recurso, el Pleno analizará los agravios formulados 

por la parte recurrente, así como las constancias que 

integran el expediente. 

 

Artículo 318. El Pleno del Tribunal de Disciplina, al 

resolver el recurso de revisión, podrá confirmar, 

modificar o revocar la resolución impugnada, de manera 

fundada y motivada, expresando con claridad las razones 

que sustenten la determinación adoptada. 

 

Artículo 319. Las resoluciones emitidas por el Pleno 

del Tribunal de Disciplina serán definitivas e inatacables. 

 

Artículo 320. En ningún caso los medios de 

impugnación podrán ser turnados para su sustanciación o 

resolución a las personas integrantes de la comisión 

competente que haya emitido la resolución recurrida. 

 

Artículo 321. Los acuerdos de admisión o 

desechamiento de denuncias, así como aquellos dictados 

durante la etapa de investigación o sustanciación que 

causen perjuicio a alguna de las partes y no constituyan 

resoluciones definitivas, podrán ser impugnados 

mediante el recurso de inconformidad. 

 

Artículo 322. El recurso de inconformidad será 

resuelto por una comisión del Tribunal de Disciplina 

distinta a aquella que, en su caso, conozca del 

procedimiento principal. 

 

Artículo 323. El recurso de inconformidad deberá 

interponerse dentro del plazo de tres días hábiles, 

contado a partir del día siguiente a aquel en que surta 

efectos la notificación del acuerdo impugnado, ante la 

misma autoridad que lo emitió, quien deberá remitirlo a 

la comisión competente para su resolución. 

 

Su tramitación se realizará en los términos que 

establezca esta Ley Orgánica y las disposiciones 

aplicables. 

 

Artículo 324. Cuando en la resolución de un medio 

de impugnación se advierta la posible comisión de 

conductas que pudieran constituir delito, la autoridad 

resolutora deberá dar vista a la autoridad competente 

para los efectos legales conducentes. 

 

Capítulo XIV 

Ejecución 

 

Artículo 325. Las resoluciones que determinen la 

existencia de responsabilidad administrativa y la 

imposición de sanciones deberán cumplirse en sus 

términos y serán obligatorias para las autoridades del 

Poder Judicial. 

 

Artículo 326. La ejecución de las sanciones 

administrativas corresponderá al Órgano de 

Administración, en coordinación con las unidades 

administrativas o jurisdiccionales que resulten 

competentes. 
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En los casos de suspensión, destitución o cualquier 

medida que implique la separación del cargo, el Órgano 

de Administración procederá a su cumplimiento 

inmediato, sin perjuicio de las formalidades que resulten 

aplicables. 

 

Artículo 327. Las autoridades responsables de la 

ejecución deberán adoptar las medidas necesarias para 

garantizar el cumplimiento efectivo de las resoluciones, 

incluyendo: 

 

I. La aplicación de sanciones administrativas; 

 

II. La separación del cargo, en los casos que proceda; 

 

III. La ejecución de sanciones económicas, y 

 

IV. Las demás medidas necesarias para hacer 

efectivas las determinaciones. 

 

Artículo 328. Cuando la persona sancionada 

incumpla con la resolución, la autoridad competente 

podrá dictar las medidas de apremio necesarias para 

asegurar su cumplimiento, en los términos previstos en 

la legislación aplicable. 

 

Artículo 329. Las resoluciones firmes deberán 

registrarse en los sistemas institucionales 

correspondientes, a efecto de llevar el control de 

antecedentes disciplinarios de las personas servidoras 

públicas del Poder Judicial. 

 

Artículo 330. Cuando la resolución implique la 

imposición de sanciones que afecten la situación laboral 

de la persona servidora pública, deberá notificarse a las 

autoridades administrativas correspondientes para su 

ejecución inmediata. 

 

Artículo 331. La ejecución de las sanciones deberá 

realizarse respetando en todo momento los derechos 

humanos de las personas involucradas y garantizando la 

legalidad de las actuaciones. 

 

Artículo 332. Las disposiciones relativas a la 

ejecución de sanciones se aplicarán sin perjuicio de las 

responsabilidades civiles o penales que pudieran 

derivarse de los mismos hechos. 

 

Título Octavo 

Conflictos Laborales entre el Poder Judicial 

y sus Personas Servidoras Públicas 

 

Capítulo I 

Disposiciones Generales 

 

Artículo 333. El Tribunal de Disciplina será 

competente para conocer y resolver los conflictos 

laborales que se susciten entre el Poder Judicial y sus 

personas servidoras públicas. 

 

El ejercicio de esta competencia se realizará de 

conformidad con la Constitución del estado y la 

legislación laboral correspondiente. 

 

Artículo 334. Los conflictos laborales se regirán por 

las disposiciones previstas en el presente título y, en lo 

no previsto, serán aplicables de manera supletoria las 

disposiciones contenidas en la Ley de Trabajo de los 

Servidores Públicos del Estado de Guerrero y demás 

ordenamientos correspondientes. 

 

Capítulo II 

Procedimiento 

 

Artículo 335. La sustanciación del procedimiento 

laboral estará a cargo de las comisiones del Tribunal de 

Disciplina, a través de sus ponencias, quienes realizarán 

todas las actuaciones necesarias para la integración del 

expediente. 

 

Artículo 336. Las comisiones del Tribunal de 

Disciplina tendrán a su cargo: 

 

I. La admisión de la demanda; 

 

II. El emplazamiento de las partes; 

 

III. La conducción de audiencias; 

 

IV. La promoción de la conciliación; 

 

V. La admisión y desahogo de pruebas, y 

 

VI. El cierre de instrucción. 
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Artículo 337. Las comisiones del Tribunal de 

Disciplina deberán procurar la conciliación entre las 

partes en cualquier etapa del procedimiento. 

 

Los convenios que se alcancen serán sometidos a la 

aprobación del Pleno del Tribunal de Disciplina y, en su 

caso, tendrán efectos de cosa juzgada. 

 

Artículo 338. Concluida la instrucción, la comisión 

competente remitirá el expediente al Pleno del Tribunal 

de Disciplina para su resolución, sin emitir 

pronunciamiento sobre el fondo del asunto. 

 

Artículo 339. La persona titular de la ponencia que 

haya intervenido en la sustanciación del asunto no podrá 

fungir como ponente del proyecto de laudo que se 

someta a consideración del Pleno del Tribunal de 

Disciplina. 

 

Capítulo III 

Resolución 

 

Artículo 340. El Pleno del Tribunal de Disciplina 

será competente para resolver en definitiva los conflictos 

laborales, conforme a las disposiciones aplicables. Las 

resoluciones que emita tendrán la naturaleza de laudo. 

 

Artículo 341. Las resoluciones que emita el Tribunal 

de Disciplina en materia laboral tendrán por objeto 

dirimir controversias derivadas de la relación de trabajo, 

reconociendo derechos o condenando al cumplimiento 

de obligaciones. 

 

En ningún caso dichas resoluciones podrán implicar 

la imposición de sanciones disciplinarias, las cuales se 

regirán exclusivamente por el régimen de 

responsabilidades administrativas previsto en la 

Constitución del estado y en esta Ley Orgánica. 

 

Capítulo IV 

Ejecución 

 

Artículo 342. La ejecución de los laudos y 

resoluciones dictados en los procedimientos laborales se 

realizará en términos de la legislación aplicable en 

materia laboral burocrática y demás disposiciones 

correspondientes. 

 

Título Noveno 

Justicia Digital 

 

Capítulo Único 

Sistema de Justicia Digital 

 

 Artículo 343. La Justicia Digital es el conjunto 

de sistemas, herramientas tecnológicas y mecanismos 

institucionales del Poder Judicial para la gestión, 

tramitación y resolución de los asuntos jurisdiccionales 

mediante el uso de medios electrónicos o digitales, en los 

términos de esta Ley Orgánica, el reglamento interior 

respectivo, la legislación procesal correspondiente y 

demás normatividad aplicable. 

 

 Su operación tendrá como finalidad garantizar 

una impartición de justicia ágil, eficiente, accesible, 

segura y transparente, en beneficio de las personas 

justiciables. 

 

 Artículo 344. La implementación y desarrollo 

de la Justicia Digital se regirá por lo dispuesto en la 

legislación procesal aplicable, así como por los 

lineamientos que emita el Órgano de Administración. 

 

 Artículo 345. Corresponde al Órgano de 

Administración implementar, administrar, supervisar y 

actualizar los sistemas de Justicia Digital. Para tal efecto, 

deberá emitir los lineamientos, políticas de operación y 

protocolos de seguridad de la información necesarios 

para su funcionamiento, supervisando su cumplimiento. 

 

 Artículo 346. El Órgano de Administración 

deberá garantizar: 

 

 I. El funcionamiento continuo y eficiente de los 

sistemas de Justicia Digital; 

 

 II. La disponibilidad de servicios electrónicos 

para la presentación de promociones, consulta de 

expedientes y notificaciones; 

 

 III. El soporte técnico a las personas usuarias y a 

los órganos jurisdiccionales; 

 

 IV. La capacitación del personal en el uso de 

herramientas digitales, y 
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 V. La accesibilidad de los sistemas para todas 

las personas. 

 

 Artículo 347. El Poder Judicial contará con 

sistemas de Justicia Digital que permitan, al menos: 

 

 I. La recepción electrónica de promociones y 

documentos; 

 

 II. La consulta de expedientes electrónicos; 

 

 III. La realización de notificaciones electrónicas, 

y 

 

 IV. La celebración de actuaciones 

jurisdiccionales a través de medios digitales, incluyendo 

audiencias, desahogo de pruebas, comparecencias y 

demás actos procesales, en los términos de la legislación 

aplicable. 

 

 Artículo 348. El Poder Judicial garantizará la 

seguridad de la información mediante medidas que 

aseguren su confidencialidad, integridad, disponibilidad 

y protección contra accesos no autorizados, conforme a 

las políticas emitidas por el Órgano de Administración y 

la legislación correspondiente en materia de 

transparencia y protección de datos personales. 

 

 Artículo 349. Cuando por caso fortuito, fuerza 

mayor o fallas técnicas se interrumpa el funcionamiento 

de los sistemas de Justicia Digital, el Órgano de 

Administración deberá emitir las constancias o informes 

correspondientes, en los términos que establezcan las 

disposiciones respectivas. 

 

 Los efectos procesales derivados de dichas 

fallas se regirán por la legislación procesal aplicable. 

 

 Artículo 350. Los documentos, actuaciones y 

expedientes electrónicos tendrán la misma validez 

jurídica y eficacia probatoria que aquellos que se 

generen en formato físico, siempre que se garantice su 

autenticidad, integridad, conservación y disponibilidad. 

 

 Artículo 351. Las actuaciones realizadas a 

través de los sistemas de Justicia Digital deberán utilizar 

mecanismos de autenticación y firma electrónica que 

permitan identificar a las personas usuarias y garantizar 

la validez jurídica de los actos realizados. 

 

 La firma electrónica producirá los mismos 

efectos legales que la firma autógrafa. 

 

 Artículo 352. Las notificaciones realizadas por 

medios electrónicos surtirán efectos en los términos que 

establezca la legislación procesal aplicable y los 

lineamientos emitidos por el Órgano de Administración. 

 

 Artículo 353. El expediente electrónico será el 

conjunto ordenado de actuaciones, promociones y 

resoluciones generadas o integradas a través de los 

sistemas de Justicia Digital. 

 

 Su integración, consulta, resguardo y 

conservación se regirán por los principios de seguridad 

de la información, trazabilidad y disponibilidad. 

 

Título Décimo 

Disposiciones Complementarias y  

de Funcionamiento 

 

Capítulo I 

Transparencia, Acceso a la Información Pública y 

Protección de Datos Personales 

 

 Artículo 354. El Tribunal Superior, el Órgano 

de Administración y el Tribunal de Disciplina del Poder 

Judicial son sujetos obligados en materia de 

transparencia, acceso a la información pública y 

protección de datos personales, y serán responsables, en 

el ámbito de sus respectivas atribuciones, de la 

información y de los datos personales que generen, 

administren o resguarden, en términos de la legislación 

correspondiente. 

 

 Artículo 355. Los sujetos obligados señalados 

en el artículo anterior contarán con un Comité y una 

Unidad de Transparencia. 

 

 Las personas titulares de las unidades de 

transparencia tendrán las facultades, competencias y 

funciones que establezca la normatividad aplicable. 

 

 Artículo 356. El Tribunal de Disciplina, en 

términos de la Constitución del estado, será la autoridad 
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garante, responsable de garantizar el derecho de acceso a 

la información pública y la protección de datos 

personales al interior del Poder Judicial. 

 

Capítulo II 

Género y Derechos Humanos 

 

 Artículo 357. El Poder Judicial promoverá, 

respetará, protegerá y garantizará los derechos humanos, 

la igualdad sustantiva entre mujeres y hombres y la no 

discriminación, en el ejercicio de sus atribuciones, de 

conformidad con la legislación aplicable. 

 

Capítulo III 

Jurisprudencia, Tesis y Criterios Obligatorios 

 

 Artículo 358. El Tribunal Superior, 

funcionando en Pleno o en salas, establecerá 

jurisprudencia con motivo de las resoluciones que dicte 

en los asuntos de su competencia. La jurisprudencia será 

obligatoria en los términos previstos en esta Ley 

Orgánica. 

 

 Artículo 359. La jurisprudencia se integrará: 

 

 I. Por precedentes, cuando las razones que 

sustenten las resoluciones del Pleno sean aprobadas por 

las dos terceras partes de sus integrantes; 

 

 II. Por reiteración, cuando las salas sustenten un 

mismo criterio en tres resoluciones no interrumpidas por 

otra en contrario, y 

 

 III. Por contradicción, cuando el Pleno resuelva 

los criterios divergentes sostenidos por las salas. 

 

 Artículo 360. La jurisprudencia que establezca 

el Pleno será obligatoria para el propio Tribunal, sus 

salas y los demás órganos jurisdiccionales. Las que 

emitan las salas será obligatoria para estas y para los 

demás órganos jurisdiccionales, en la materia de su 

competencia. 

 

 Artículo 361. Cuando existan criterios 

contradictorios entre las salas, el Pleno resolverá cuál 

criterio debe prevalecer. La resolución que dirima la 

contradicción constituirá jurisprudencia y no afectará las 

situaciones jurídicas concretas previamente definidas. 

 

 Las contradicciones de criterios podrán ser 

planteadas ante el Pleno por: 

 

 I. Las salas; 

 

 II. Las magistradas o magistrados integrantes 

del Tribunal Superior; 

 

 III. La presidencia del Tribunal Superior; 

 

 IV. La Unidad de Compilación y 

Sistematización de Tesis, cuando advierta criterios 

contradictorios; 

 

 V. Las partes involucradas, y 

 

 VI. Las demás personas u órganos que 

determine la normatividad aplicable. 

 

 Artículo 362. Las resoluciones del Tribunal 

Superior podrán dar lugar a la formulación de tesis, las 

cuales expresarán los criterios jurídicos sostenidos en 

dichas resoluciones. Las tesis podrán ser: 

 

 I. Aisladas, cuando reflejen un criterio 

contenido en una resolución sin constituir jurisprudencia, 

y 

 

 II. De jurisprudencia, cuando deriven de 

criterios obligatorios en los términos previstos en esta 

Ley Orgánica. 

 

 Artículo 363. Las tesis serán integradas, 

compiladas, sistematizadas, clasificadas y difundidas a 

través de la Gaceta Judicial, en los términos que 

establezcan esta Ley Orgánica, el reglamento interior 

respectivo y los acuerdos generales correspondientes. 

 

 Artículo 364. El Tribunal de Disciplina, en el 

ámbito de su competencia, podrá establecer criterios 

obligatorios conforme a las reglas previstas en este 

capítulo. 

 

 Artículo 365. Los criterios del Tribunal de 

Disciplina serán obligatorios cuando se actualice alguno 

de los supuestos siguientes: 
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 I. Por reiteración, cuando el Pleno o las 

comisiones sustenten un mismo criterio en tres 

resoluciones no interrumpidas por otra en contrario, y 

dicho criterio sea adoptado por el Pleno; 

 

 II. Por contradicción, cuando el Pleno resuelva 

los criterios divergentes sostenidos entre comisiones, o 

entre éstas y el propio Pleno, y determine el criterio que 

debe prevalecer, y 

 

 III. Por precedente, cuando el Pleno, por 

mayoría calificada de sus integrantes, determine 

expresamente que las razones contenidas en una 

resolución tendrán carácter obligatorio. 

 

 Artículo 366. Los criterios sostenidos por las 

comisiones tendrán carácter orientador mientras no se 

actualicen los supuestos previstos en el artículo anterior. 

 

 Artículo 367. Cuando existan criterios 

contradictorios entre las comisiones del Tribunal de 

Disciplina, su Pleno resolverá cuál criterio debe 

prevalecer. 

 

 La resolución que dirima la contradicción 

constituirá criterio obligatorio y no afectará las 

situaciones jurídicas concretas previamente definidas. 

 

 Artículo 368. El Tribunal de Disciplina podrá 

formular tesis derivadas de sus resoluciones, las cuales 

expresarán los criterios en materia disciplinaria. 

 

 Dichas tesis tendrán carácter orientador, salvo 

que el criterio que las sustente adquiera carácter 

obligatorio conforme a lo previsto en este capítulo. 

 

 Artículo 369. Las ejecutorias, las tesis y los 

votos particulares que con ellas se relacionen, se 

publicarán en la Gaceta Judicial cuando: 

 

 I. Sean necesarias para la integración de 

jurisprudencia; 

 

 II. Se emitan para resolver contradicciones de 

criterios, o 

 

 III. Se trate de criterios relevantes o 

sobresalientes. 

 

 Artículo 370. La publicación será requisito para 

la obligatoriedad de la jurisprudencia y de los criterios 

obligatorios. 

 

Capítulo IV 

Gaceta Judicial 

 

 Artículo 371. La Gaceta Judicial es el medio 

oficial electrónico de difusión de la jurisprudencia, las 

tesis aisladas, las ejecutorias relevantes y los criterios 

obligatorios, así como de los acuerdos y demás 

determinaciones emitidas por los órganos del Poder 

Judicial que, conforme a la normatividad aplicable, 

deban hacerse del conocimiento público. 

 

 Su publicación tendrá carácter público, 

accesible y permanente. 

 

 Artículo 372. La Gaceta Judicial operará bajo el 

principio de integridad y fidelidad de la información, por 

lo que el contenido que se publique deberá corresponder 

exactamente a los documentos remitidos por los órganos 

competentes. 

 

 En ningún caso la Gaceta Judicial tendrá 

facultades para modificar, interpretar, validar o alterar 

los criterios, resoluciones o documentos que le sean 

remitidos para su publicación. 

 

 Artículo 373. La Gaceta Judicial estará a cargo 

de la Unidad de Compilación y Sistematización de Tesis. 

La organización, funcionamiento y estructura de dicha 

unidad se determinarán en el reglamento interior 

correspondiente. 

 

 Artículo 374. Los órganos jurisdiccionales y 

demás instancias competentes deberán remitir 

oportunamente a la Gaceta Judicial los criterios, 

resoluciones, acuerdos y demás documentos que deban 

publicarse, en los términos que establezca la 

normatividad aplicable. 

 

 Artículo 375. El reglamento interior respectivo 

establecerá los lineamientos para la recepción, 

publicación, consulta y actualización de la Gaceta 

Judicial, así como los formatos, mecanismos 
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tecnológicos y procedimientos necesarios para su 

adecuado funcionamiento. 

 

 Artículo 376. Los ingresos que se generen con 

motivo de la prestación de servicios relacionados con la 

Gaceta Judicial, incluyendo la expedición de copias 

certificadas, constancias, reproducciones y demás 

servicios que se proporcionen, se integrarán al Fondo 

Auxiliar, en términos de la legislación aplicable. 

 

Capítulo V 

Protesta Constitucional 

 

 Artículo 377. Las personas servidoras públicas 

del Poder Judicial deberán rendir la protesta 

constitucional al asumir el cargo, en los términos 

previstos por la Constitución del estado. 

 

 Artículo 378. La protesta se otorgará ante la 

autoridad que corresponda conforme a la naturaleza del 

cargo y a las disposiciones aplicables. 

 

 Artículo 379. La protesta se realizará en los 

términos siguientes: 

 

 “¿Protesta desempeñar leal y patrióticamente el 

cargo que se le ha conferido, guardar y hacer guardar la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Guerrero y las leyes que de ellas emanen?” 

 

 La persona interesada responderá: “Sí protesto”. 

 

 La autoridad que tome la protesta añadirá: 

 

 “Si no lo hiciere así, que la Nación y el Estado 

se lo demande”. 

 

Capítulo VI 

Actuaciones 

 

 Artículo 380. El Pleno del Órgano de 

Administración dictará los acuerdos o lineamientos 

necesarios para normar el envío, recepción, trámite y 

almacenamiento de los archivos de documentos, 

mensajes, imágenes, bancos de datos y toda aplicación 

almacenada o transmitida por medios electrónicos, 

informáticos, magnéticos, ópticos, telemáticos o 

producidos por nuevas tecnologías, destinados a la 

tramitación judicial, para garantizar su seguridad y 

conservación, así como para determinar el acceso del 

público a la información contenida en las bases de datos, 

conforme a la ley. 

 

Capítulo VII 

Licencias, Permisos, Ausencias y Suplencias 

 

 Artículo 381. Las personas servidoras públicas 

del Poder Judicial podrán separarse temporalmente del 

ejercicio de sus funciones mediante licencia o permiso, 

en términos de las disposiciones aplicables. 

 

 Artículo 382. Corresponde a la Presidencia del 

Órgano de Administración: 

 

 I. Autorizar permisos a las personas servidoras 

públicas del Poder Judicial; 

 

 II. Conceder licencias hasta por quince días a las 

personas servidoras públicas del Poder Judicial. 

 

 Artículo 383. Corresponde al Órgano de 

Administración conceder licencias de más de quince y 

hasta por treinta días a las personas servidoras públicas 

del Poder Judicial. 

 

 Se exceptúan de lo anterior aquellas licencias 

cuya autorización corresponda a autoridad diversa, 

conforme a la Constitución del estado y a esta Ley 

Orgánica. 

 

Capítulo VIII 

Personal del Poder Judicial 

 

 Artículo 384. Las personas servidoras públicas 

del Poder Judicial se clasificarán en personal de base, 

supernumerario, de confianza y demás personal 

administrativo, conforme a lo dispuesto en la legislación 

aplicable en materia laboral burocrática. 

 

 La determinación de la categoría 

correspondiente atenderá a la naturaleza de las funciones 

efectivamente desempeñadas y a lo previsto en el 

nombramiento respectivo. 
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 Artículo 385. Las relaciones laborales del 

personal del Poder Judicial, así como sus derechos, 

obligaciones y condiciones de trabajo se regirán por la 

Ley de Trabajo de los Servidores Públicos del Estado de 

Guerrero y demás disposiciones aplicables. 

 

T R A N S I T O R I O S 

 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día 

siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del 

Gobierno del Estado de Guerrero, con excepción de 

aquellas disposiciones cuya aplicación se encuentre 

sujeta a plazos o condiciones específicas previstos en los 

artículos transitorios siguientes. 

 

Segundo. Se abroga la Ley Orgánica del Poder 

Judicial del Estado de Guerrero número 129, publicada 

en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado No. 42, 

el miércoles 24 de mayo de 2000, así como sus reformas 

y disposiciones posteriores. 

 

No obstante, dicha Ley continuará aplicándose de 

manera transitoria en todo aquello que resulte necesario 

para garantizar la continuidad de la función 

jurisdiccional, administrativa y disciplinaria, hasta en 

tanto se lleve a cabo la plena implementación del nuevo 

modelo institucional previsto en el presente Decreto, en 

lo que no se oponga a la Constitución del estado ni a la 

presente Ley. 

 

Tercero. Se derogan todas las disposiciones legales, 

reglamentarias y administrativas que se opongan al 

presente Decreto. 

 

Cuarto. Los órganos jurisdiccionales del Poder 

Judicial continuarán ejerciendo sus funciones con plena 

validez y eficacia jurídica durante el proceso de 

transición hacia el nuevo modelo institucional. 

 

Las resoluciones, acuerdos, actuaciones y diligencias 

emitidas por las autoridades judiciales conservarán su 

validez y efectos legales, siempre que se hayan dictado 

conforme a las disposiciones aplicables al momento de 

su emisión. 

 

Quinto. Los asuntos jurisdiccionales iniciados con 

anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto 

continuarán su tramitación hasta su conclusión conforme 

a las disposiciones legales vigentes al momento de su 

inicio, sin que resulte aplicable retroactivamente el 

nuevo régimen establecido en esta Ley. 

 

Sexto. El Consejo de la Judicatura continuará en 

funciones hasta la fecha en que inicien formalmente sus 

funciones el Órgano de Administración y el Tribunal de 

Disciplina, conforme a lo dispuesto en la Constitución 

del estado. 

 

Séptimo. El Consejo de la Judicatura deberá 

elaborar, aprobar y ejecutar un plan integral de transición 

institucional dentro de los noventa días naturales 

siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto, con 

el objeto de garantizar la transferencia ordenada, 

continua y sin interrupciones de las funciones, recursos y 

responsabilidades hacia el Órgano de Administración y 

el Tribunal de Disciplina. 

 

Para efectos de lo anterior, el plan integral de 

transición deberá prever, además de lo señalado en las 

disposiciones constitucionales aplicables, la 

participación obligatoria de todos los órganos 

jurisdiccionales, órganos auxiliares, unidades 

administrativas, áreas técnicas y de apoyo del Poder 

Judicial que, conforme al nuevo modelo institucional, 

deban transferir, de manera enunciativa mas no 

limitativa: 

 

I. Recursos humanos, incluyendo la adscripción, 

situación laboral y cargas de trabajo del personal; 

 

II. Recursos materiales, tecnológicos y sistemas de 

información; 

 

III. Recursos financieros y presupuestales, así como 

compromisos en curso; 

 

IV. Expedientes en trámite, archivos físicos y 

electrónicos, así como acervos documentales; 

 

V. Funciones administrativas, de control interno, 

vigilancia, disciplina y carrera judicial que deban ser 

reasignadas conforme al presente Decreto; 

 

VI. La transferencia de cargas de trabajo, procesos en 

curso y servicios institucionales, garantizando la 

continuidad de la operación judicial, y 
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VII. Cualquier otra atribución o actividad que, por su 

naturaleza, corresponda al Órgano de Administración, al 

Tribunal de Disciplina o al Tribunal Superior. 

 

VIII. La reorganización, transferencia o reasignación 

de órganos jurisdiccionales, competencias, asuntos en 

trámite y cargas procesales que resulten necesarias para 

la implementación del nuevo modelo institucional 

previsto en el presente Decreto, garantizando la 

continuidad del servicio de impartición de justicia y la 

seguridad jurídica de las partes. 

 

El plan deberá establecer mecanismos de 

coordinación interinstitucional, calendarios de ejecución, 

responsables directos y medidas de seguimiento y 

control, a efecto de asegurar la continuidad en la 

prestación del servicio público de impartición de justicia. 

 

En el proceso de transición, el Tribunal Superior 

participará en la implementación del plan integral, en lo 

que respecta a la reorganización y, en su caso, 

transferencia de funciones administrativas, técnicas o de 

apoyo que, conforme al nuevo modelo institucional, 

dejen de corresponderle y deban ser asumidas por el 

Órgano de Administración o por el Tribunal de 

Disciplina, garantizando en todo momento la 

continuidad de la función jurisdiccional. 

 

Octavo. El Consejo de la Judicatura deberá prever la 

creación de una Comisión de Transición Institucional, 

como instancia de coordinación temporal encargada de 

auxiliar al Consejo de la Judicatura en la elaboración, 

conducción, supervisión y seguimiento de la ejecución 

del plan. 

 

La Comisión estará adscrita al Consejo de la 

Judicatura y deberá instalarse dentro del plazo previsto 

para la elaboración del plan integral de transición. 

 

Una vez instalado el Órgano de Administración, la 

Comisión continuará en funciones bajo la coordinación 

de dicho órgano, en los términos que se establezcan en el 

propio plan de transición y en las disposiciones 

aplicables. 

 

La Comisión de Transición Institucional se integrará 

de manera plural y contará, al menos, con: 

 

I. Una persona integrante del Consejo de la 

Judicatura, quien la presidirá; 

 

II. Una persona Magistrada del Tribunal Superior; 

 

III. La persona titular de la Dirección General de 

Administración y Finanzas, o su equivalente, quien 

fungirá como enlace para la futura integración del 

Órgano de Administración; 

 

IV. La persona titular de la unidad de auditoría 

interna, control interno o responsabilidades 

administrativas, o su equivalente, quien fungirá como 

enlace para la futura integración del Tribunal de 

Disciplina, y 

 

V. Las personas titulares de las áreas administrativas, 

técnicas o de apoyo cuya intervención resulte necesaria 

para la adecuada ejecución del proceso de transición. 

 

Los acuerdos de la Comisión se aprobarán por 

mayoría de votos de sus integrantes y tendrán carácter 

obligatorio en el ámbito operativo para las unidades 

administrativas y órganos del Poder Judicial 

involucrados en el proceso de transición. 

 

La Comisión tendrá las siguientes atribuciones: 

 

I. Coordinar la ejecución del plan integral de 

transición; 

 

II. Supervisar la transferencia de funciones, recursos, 

expedientes y cargas de trabajo; 

 

III. Emitir criterios técnicos, lineamientos y acuerdos 

operativos necesarios para la implementación del plan; 

 

IV. Dar seguimiento al cumplimiento de los plazos, 

metas y responsabilidades asignadas; 

 

V. Resolver las cuestiones operativas que se susciten 

durante el proceso de transición; 

 

VI. Informar periódicamente y someter a 

consideración del Consejo de la Judicatura los avances 

del proceso, así como las decisiones que, por su 

naturaleza, requieran validación institucional, y 
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VII. Las demás que resulten necesarias para 

garantizar la continuidad y regularidad del servicio 

público de impartición de justicia. 

 

Las determinaciones de la Comisión serán 

obligatorias en materia de ejecución, coordinación y 

seguimiento del plan de transición. Aquellas que 

impliquen reestructuración orgánica, transferencia 

definitiva de áreas, modificación de adscripciones o 

decisiones con impacto presupuestal relevante deberán 

someterse a la aprobación del Consejo de la Judicatura. 

 

Una vez que se encuentren formalmente integrados el 

Órgano de Administración y el Tribunal de Disciplina, 

las personas a que se refieren las fracciones III y IV, 

relativas a la integración de la Comisión de Transición 

Institucional, serán sustituidas, de pleno derecho, por las 

personas titulares de dichos órganos o por quienes éstas 

designen como sus representantes. 

 

La Comisión tendrá carácter temporal y concluirá sus 

funciones una vez que se haya formalizado la instalación 

y operación plena del Órgano de Administración y del 

Tribunal de Disciplina. 

 

Noveno. La Comisión de Transición Institucional 

auxiliará al Consejo de la Judicatura en la identificación, 

coordinación y ejecución de la transferencia de recursos, 

funciones y responsabilidades hacia los órganos del 

nuevo modelo institucional. 

 

Para tales efectos, la Comisión determinará, con base 

en la naturaleza de las atribuciones, la reasignación de 

las áreas, unidades administrativas y órganos auxiliares 

del Poder Judicial, conforme a lo siguiente: 

 

I. Al Tribunal de Disciplina le corresponderá recibir: 

 

a) Las áreas, unidades y órganos auxiliares 

encargados de funciones de disciplina, vigilancia y 

control interno; 

 

b) Las unidades responsables de la evaluación del 

desempeño judicial, visitas, supervisión y seguimiento 

de la función jurisdiccional; 

 

c) Las áreas encargadas de la investigación de 

responsabilidades administrativas y sustanciación de 

procedimientos disciplinarios, y 

 

d) Cualquier otra unidad o función que, por su 

naturaleza, esté vinculada al régimen disciplinario del 

Poder Judicial; 

 

II. Al Órgano de Administración le corresponderá 

recibir: 

 

a) Las áreas, unidades administrativas y órganos 

auxiliares encargados de la administración de recursos 

humanos, materiales, financieros y tecnológicos; 

 

b) Las funciones relativas a la carrera judicial, 

profesionalización, evaluación administrativa y gestión 

institucional; 

 

c) Las áreas responsables de planeación, presupuesto, 

tecnologías de la información, archivo, estadística, 

control patrimonial y servicios generales, y 

 

d) Cualquier otra función de carácter administrativo 

que no corresponda a la función jurisdiccional ni 

disciplinaria; 

 

Del Tribunal Superior y del Consejo de la Judicatura 

se transferirán las funciones, recursos, expedientes, 

personal y cargas de trabajo que, conforme al nuevo 

modelo institucional, dejen de corresponder a dichos 

órganos y deban ser asumidas por el Tribunal de 

Disciplina o por el Órgano de Administración, 

garantizando en todo momento la continuidad de la 

función jurisdiccional. 

 

Décimo. Los derechos laborales del personal del 

Poder Judicial que sea adscrito, transferido o reubicado 

con motivo de la implementación del presente Decreto 

serán respetados en todo momento, de conformidad con 

las disposiciones constitucionales, legales y 

administrativas correspondientes. 

 

En ningún caso la transición institucional implicará 

afectación a la antigüedad, nivel, remuneración, 

prestaciones o demás derechos adquiridos del personal, 

ni alterará las condiciones generales de trabajo 

aplicables. 
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Décimo Primero. Con motivo de la implementación 

del presente Decreto, el personal del Poder Judicial será 

reubicado conforme a las necesidades del servicio, 

garantizando en todo momento la continuidad de la 

relación laboral y el respeto a sus derechos. 

 

La reubicación del personal tendrá por objeto 

asegurar la adecuada operación de los órganos del nuevo 

modelo institucional, así como la continuidad en la 

prestación del servicio público de impartición de justicia. 

 

Las disposiciones anteriores se aplicarán atendiendo 

a la naturaleza del nombramiento o encargo de las 

personas servidoras públicas, en términos de la 

normativa correspondiente. 

 

En el caso de los nombramientos de carácter 

temporal, por periodo determinado, de libre designación 

o remoción, o de aquellos que conforme a la normativa 

aplicable no generen estabilidad en el empleo, su 

continuidad estará sujeta a los términos propios de su 

designación y a las necesidades institucionales derivadas 

del proceso de transición. 

 

Décimo Segundo. Los procedimientos 

administrativos, disciplinarios y de responsabilidades 

iniciados con anterioridad a la entrada en vigor del 

presente Decreto continuarán su sustanciación hasta su 

conclusión conforme a las disposiciones vigentes al 

momento de su inicio. 

 

Décimo Tercero. Las referencias contenidas en 

disposiciones legales, reglamentarias o administrativas al 

Consejo de la Judicatura se entenderán hechas, según 

corresponda, al Órgano de Administración o al Tribunal 

de Disciplina, conforme a la naturaleza de la atribución 

de que se trate. Lo anterior será aplicable a partir de la 

entrada en funciones de dichos órganos. 

 

Décimo Cuarto. Por única ocasión, las personas 

integrantes del Órgano de Administración designadas 

conforme al artículo Quinto transitorio del Decreto 

Número 217 de reforma constitucional que deban 

concluir su encargo en los años 2030 y 2033 

permanecerán en funciones hasta el treinta y uno de 

agosto del año correspondiente o, en su caso, hasta que 

rindan protesta constitucional las personas designadas 

para sustituirlas. 

 

Décimo Quinto. El Órgano de Administración, el 

Tribunal de Disciplina y el Tribunal Superior deberán 

expedir, en el ámbito de sus respectivas competencias, la 

normatividad, lineamientos, acuerdos generales y demás 

disposiciones necesarias para la implementación de la 

presente Ley Orgánica, dentro de un plazo máximo de 

ciento ochenta días hábiles contados a partir del inicio de 

funciones de dichos órganos. 

 

En tanto se expiden los reglamentos, lineamientos, 

acuerdos generales y demás disposiciones derivadas de 

la presente Ley, continuarán en vigor las disposiciones 

actuales en lo que no se opongan a la misma. 

 

Décimo Sexto. Las personas juzgadoras en funciones 

deberán sujetarse a lo dispuesto en la Constitución del 

estado en relación con su permanencia en el cargo, 

participación en los procesos de elección o separación de 

este. 

 

Décimo Séptimo. Las magistradas y magistrados del 

Tribunal Superior, así como las juezas y jueces del Poder 

Judicial que se encuentren en funciones a la entrada en 

vigor del presente Decreto, que concluyan su encargo 

por no postularse y presenten su renuncia al cargo dentro 

del plazo previsto en la Constitución del estado, con 

efectos al treinta y uno de agosto de dos mil veintisiete, 

tendrán derecho a recibir un haber de retiro. 

 

El haber a que se refiere el presente artículo tendrá 

carácter único, extraordinario y no vitalicio, y será 

determinado por el Consejo de la Judicatura mediante 

resolución debidamente fundada y motivada. 

 

El monto del haber se determinará mediante la 

aplicación de una fórmula compuesta de carácter 

paramétrico. Para tal efecto, el Consejo de la Judicatura 

deberá calcular el haber conforme a un modelo que 

incorpore, al menos: 

 

I. Un factor de proporcionalidad asociado a la 

antigüedad efectiva en el servicio, expresado como una 

razón entre los años de servicio y un parámetro de 

referencia institucional; 
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II. Un factor de ponderación vinculado al nivel y 

responsabilidad del cargo desempeñado; 

 

III. Un componente base determinado en función de 

la remuneración mensual integrada; 

 

IV. Un componente complementario calculado a 

partir de la remuneración diaria integrada y de los 

periodos efectivos de servicio, y 

 

V. Un factor de ajuste que permita adecuar el monto 

final a la disponibilidad presupuestal autorizada, sin 

afectar su razonabilidad ni proporcionalidad. 

 

H=(RM×Fa ×Fr )+(SDI×D×Fc) 

 

RM = remuneración mensual integrada 

SDI = salario diario integrado 

F_a = factor de antigüedad 

F_r = factor de responsabilidad 

D = días base por servicio 

F_c = factor de corrección presupuestal 

 

Los parámetros específicos, variables de cálculo y 

metodologías aplicables serán definidos mediante 

disposiciones de carácter general emitidas por el Consejo 

de la Judicatura, garantizando en todo momento la 

objetividad, proporcionalidad y transparencia en la 

determinación del haber. 

 

En la resolución correspondiente deberá determinarse 

el monto total del haber, el cual podrá cubrirse mediante 

parcialidades periódicas distribuidas entre la fecha de 

presentación de la renuncia y la fecha de separación del 

cargo por conclusión del periodo constitucional, 

conforme a la disponibilidad presupuestaria y a los 

términos, plazos y condiciones que se establezcan en los 

instrumentos jurídicos que al efecto se suscriban. 

 

El haber previsto en el presente artículo constituye 

una prestación extraordinaria por conclusión del encargo 

por no postularse, de naturaleza única y no periódica, en 

apego a lo dispuesto por el artículo 127 de la 

Constitución General, ni genera derechos de carácter 

pensionario, indemnizatorio laboral ordinario o de tracto 

sucesivo. 

 

El monto del haber deberá determinarse en una sola 

ocasión, y el pago en parcialidades tendrá 

exclusivamente efectos de ejecución presupuestal, sin 

que en ningún caso implique el reconocimiento de una 

remuneración periódica o permanente. 

 

Quedarán excluidas de este supuesto las personas 

juzgadoras que sean separadas del cargo por causa de 

responsabilidad administrativa, penal o por cualquier 

causa distinta a la prevista en el presente artículo. 

 

Décimo Octavo. El Presupuesto de Egresos del 

Estado deberá prever, de manera progresiva y conforme 

a la disponibilidad presupuestaria, los recursos 

necesarios para la implementación de la presente Ley 

Orgánica, incluyendo la instalación, operación y 

funcionamiento de los órganos y unidades 

administrativas de nueva creación, así como las acciones 

derivadas del proceso de transición institucional. 

 

Décimo Noveno. Los juzgados de paz se extinguirán 

a más tardar el 31 de agosto de 2027. La extinción se 

realizará de manera ordenada y progresiva conforme al 

plan integral de transición institucional, garantizando en 

todo momento la continuidad del servicio público de 

impartición de justicia. 

 

Para efectos de lo anterior, se observarán las 

siguientes bases: 

 

I. Conclusión y remisión de asuntos 

 

Los asuntos en trámite deberán ser concluidos por los 

juzgados de paz antes de su extinción o, en su caso, 

remitidos a los órganos jurisdiccionales que resulten 

competentes conforme a los acuerdos generales que 

emita el Consejo de la Judicatura y, en su momento, el 

Órgano de Administración. 

 

La remisión y radicación de los asuntos se realizará 

conforme a las disposiciones procesales aplicables, sin 

afectar la validez de las actuaciones previamente 

realizadas. 

 

II. Transferencia de expedientes y archivo 

 

Los expedientes, archivos físicos y electrónicos, así 

como el acervo documental, deberán ser debidamente 
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inventariados y transferidos a los órganos que asuman su 

competencia, garantizando su integridad, resguardo y 

continuidad. 

 

III. Continuidad de los asuntos en trámite 

 

Cuando, por la etapa procesal en que se encuentren, 

la remisión inmediata pudiera afectar la validez de las 

actuaciones o los derechos de las partes, los asuntos 

continuarán su trámite conforme a las disposiciones 

procesales aplicables hasta el momento en que resulte 

jurídicamente procedente su remisión. 

 

En ningún caso la extinción de los juzgados de paz 

implicará la interrupción de los procedimientos ni dejará 

sin órgano competente a los asuntos en trámite. 

 

IV. Recursos materiales y humanos 

 

Los recursos humanos, materiales y tecnológicos 

serán reasignados conforme a las necesidades del 

servicio, en términos del plan de transición y respetando 

los derechos laborales del personal. 

 

V. Actos de ejecución 

 

El Consejo de la Judicatura y, en su momento, el 

Órgano de Administración, emitirán los acuerdos 

generales necesarios para la ejecución del proceso de 

extinción. 

 

Vigésimo. Por única ocasión, la persona titular de la 

Presidencia del Tribunal Superior será electa por el 

Pleno de dicho órgano en la primera sesión que celebre 

en el mes de septiembre de 2027, mediante votación 

libre, directa y secreta de sus integrantes. 

 

La elección requerirá el voto favorable de la mayoría 

absoluta de las magistradas y los magistrados presentes, 

entendida como más de la mitad de los votos emitidos. 

 

En caso de que ninguna de las personas propuestas 

obtenga la mayoría requerida, se procederá a realizar 

rondas sucesivas de votación en la misma sesión. En la 

segunda ronda participarán únicamente las dos personas 

que hayan obtenido el mayor número de votos; en caso 

de empate para determinar dichas posiciones, se 

realizará una votación adicional entre las personas 

empatadas. 

 

Las rondas subsecuentes se llevarán a cabo entre las 

personas con mayor votación hasta alcanzar la 

designación correspondiente. 

 

Vigésimo Primero. El informe sobre el estado que 

guarda la impartición de justicia en el Estado, 

correspondiente al año 2026, que debe rendir el 

Presidente del Tribunal Superior y del Consejo de la 

Judicatura, será presentado en el mes de diciembre de 

ese mismo año. 

 

Vigésimo Segundo. La implementación de la 

Escuela de Formación Judicial se llevará a cabo 

conforme a lo dispuesto en la Constitución del estado; 

para tal efecto, el Consejo de la Judicatura, durante el 

proceso de transición, y posteriormente el Órgano de  

 

Administración, serán responsables de conducir, 

coordinar y ejecutar las acciones necesarias para su 

integración y puesta en operación. 

 

La Escuela de Formación Judicial se entenderá 

formalmente instalada a partir de la emisión del acuerdo 

general que así lo determine, en el que se establecerán, al 

menos, su estructura básica, adscripción, inicio de 

funciones y designación de la persona titular. 

 

El proceso de transferencia del Instituto para el 

Mejoramiento Judicial y de la Escuela Judicial deberá 

formalizarse mediante actas administrativas de entrega-

recepción que incluyan el inventario de recursos 

humanos, materiales, financieros, programas, archivos y 

demás elementos necesarios para su operación conforme 

al Plan de Trabajo aprobado por el Consejo de la 

Judicatura. 

 

En tanto se consolida su estructura definitiva, la 

Escuela de Formación Judicial operará con los recursos 

disponibles y con el personal que sea adscrito, 

garantizando la continuidad de sus funciones sustantivas. 

 

El Consejo de la Judicatura y, en su momento, el 

Órgano de Administración, emitirán los acuerdos 

generales necesarios para regular los aspectos 
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operativos, administrativos y de organización de la 

Escuela de Formación Judicial. 

 

Dado en el “Recinto de las Oficinas del Poder 

Ejecutivo del Estado”, ubicada en el Edificio Centro, 

Boulevard René Juárez Cisneros No. 62, Colonia Ciudad 

de los Servicios, en la Ciudad de Chilpancingo de los 

Bravo, Capital del Estado de Guerrero, a los doce días 

del mes de mayo del año dos mil veintiséis. 

 

LA GOBERNADORA CONSTITUCIONAL 

DEL ESTADO DE GUERRERO 

 

MTRA. EVELYN CECIA SALGADO PINEDA. 

 

LA SUBSECRETARIA DE GOBIERNO, 

ASUNTOS JURÍDICOS Y DERECHOS HUMANOS 

ENCARGADA DE DESPACHO DE LA 

SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO 

 

DRA. ANACLETA LÓPEZ VEGA. 

 

El Presidente: 

 

Gracias, diputada secretaria. 

 

Túrnese la presente iniciativa de decreto a la 

Comisión de Justicia para los efectos legales 

procedentes. 

 

En desahogo de los incisos “b” y “e” del segundo 

punto del Orden del Día, se concede el uso de la palabra 

a la diputada Diana Bernabé Vega, hasta por quince 

minutos, para que en un mismo acto realice la 

presentación de las iniciativas en desahogo. 

 

La diputada no está todavía aquí en el Pleno, 

entonces pasaríamos a recorrerla al final del punto de 

iniciativas. 

 

En desahogo del inciso “c” del segundo punto del 

Orden del Día, esta Presidencia, informa que el diputado 

promovente Julián López Galeana, ha solicitado 

reprogramar este punto para una próxima sesión. 

 

INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMA EL ARTÍCULO 4; SE ADICIONA LA 

FRACCIÓN XXIV Y SE RECORREN LAS 

SUBSECUENTES DEL ARTÍCULO 11 Y SE 

REFORMA LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 

84 DE LA LEY NÚMERO 817 PARA LAS 

PERSONAS CON DISCAPACIDAD DEL 

ESTADO DE GUERRERO. SUSCRITA POR LA 

DIPUTADA LETICIA RODRÍGUEZ ARMENTA. 

 

En desahogo del inciso “d” del segundo punto del 

Orden del Día, solicito a la diputada secretaria Erika 

Lorena Lührs Cortés, dar lectura al oficio suscrito por la 

diputada Leticia Rodríguez Armenta. 

 

La secretaria Erika Lorena Lührs Cortés: 

 

Con gusto.  

 

Diputado Alejandro Carabias Icaza, Presidente de la 

Mesa Directiva del Honorable Congreso del Estado. 

 

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 65, 

fracción I de la Constitución Política de Estado Libre y 

Soberano, fracción I, 229 y 231 de la Ley Orgánica del 

Poder Legislativo, presento ante esta Plenaria el proyecto 

de iniciativa con proyecto de decreto por el que se 

reforma el artículo 4º  se adiciona la fracción XXV y se 

recorren las subsecuentes del artículo 11 y se reforma la 

fracción V del artículo 84 de la Ley Número 817 para las 

Personas con Discapacidad del Estado de Guerrero, 

solicitando a usted sea incluida y enlistada en el Orden 

del Día de la siguiente sesión ordinaria. Asimismo, 

solicito a usted respetuosamente me permita hacer uso 

de la palabra en cuanto esté dentro del Pleno para la 

presentación de la misma.  

 

Por lo anterior, adjunto al presente la iniciativa en 

comento y sin otro particular quedo de usted enviándole 

un cordial y afectuoso saludo. 

 

Atentamente 

Diputada Leticia Rodríguez Armenta.  

Servido, presidente.  

 

Versión Íntegra 

 

INICIATIVA CON PROYECTO DE 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL 

ARTÍCULO 4; SE ADICIONA LA FRACCIÓN 

XXIV Y SE RECORREN LAS SUBSECUENTES 
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DEL ARTÍCULO 11 Y SE REFORMA LA 

FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 84 DE LA LEY 

NÚMERO 817 PARA LAS PERSONAS CON 

DISCAPACIDAD DEL ESTADO DE GUERRERO. 

 

DIP. ALEJANDRO CARABIAS ICAZA. 

PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DE LA 

SEXAGÉSIMA CUARTA LEGISLATURA AL 

HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE GUERRERO. 

PRESENTE: 

La suscrita Diputada Leticia Rodríguez Armenta, 

integrante del grupo parlamentario del Movimiento de 

Regeneración Nacional (MORENA), haciendo uso de 

las facultades que me confieren los artículos 65 Fracción 

I de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 

de Guerrero; 23 Fracción I, 229 y 231 de la Ley 

Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Guerrero 

Número 231, presento ante esta plenaria la 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO 

POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 4 

DE LA LEY 817 PARA LAS PERSONAS CON 

DISCAPACIDAD DEL ESTADO DE GUERRERO, 

bajo la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

El pasado 30 de mayo de 2011, fue publico en el 

Diario Oficial de la Federación, el DECRETO por el que 

se crea la Ley General para la Inclusión de las Personas 

con Discapacidad 1 misma que entró en vigor el 31 de 

mayo de la citada anualidad, dicha ley General tiene la 

finalidad de reglamentar el Artículo 1o. de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

estableciéndose en esta las condiciones en las que el 

Estado deberá promover, proteger y asegurar el pleno 

ejercicio de los derechos humanos y libertades 

fundamentales de las personas con discapacidad, 

asegurando su plena inclusión a la sociedad en un marco 

de respeto, igualdad y equiparación de oportunidades. 

En ese contexto, a través de la presente iniciativa se 

busca fortalecer el marco jurídico del Estado de 

Guerrero en materia de derechos de las personas con 

discapacidad, mediante su debida armonización con el 

orden normativo nacional e internacional, 

 
1 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5191516&fecha=30/0

5/2011#gsc.tab=0  

particularmente con la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, la Convención sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad y la Ley 

General para la Inclusión de las Personas con 

Discapacidad. 

 

El artículo 1° de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos2, establece la obligación de 

todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 

de promover, respetar, proteger y garantizar los 

derechos humanos, de conformidad con los principios 

de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 

progresividad. Asimismo, prohíbe toda forma de 

discriminación motivada, entre otras causas, por 

discapacidad. 

 

En ese mismo sentido, el artículo 4° constitucional 

reconoce el derecho de todas las personas a la igualdad y 

a la no discriminación, mientras que el artículo 133 

dispone la supremacía constitucional y la obligatoriedad 

de los tratados internacionales suscritos por el Estado 

mexicano, entre ellos la Convención sobre los Derechos 

de las Personas con Discapacidad, mismo que adopta el 

modelo social de la discapacidad y establece la 

obligación de los Estados de asegurar la accesibilidad, la 

inclusión plena y la eliminación de barreras. 

 

Bajo este enfoque, la Clasificación Internacional 

del Funcionamiento, de la Discapacidad y de la Salud 

(CIF), aprobada el 9 de abril de 2001 por la 54ª 

Asamblea Mundial de la Salud, constituye un referente 

técnico fundamental al reconocer que la discapacidad 

resulta de la interacción entre las personas y las barreras 

del entorno, desplazando así visiones reduccionistas 

centradas exclusivamente en las deficiencias 

individuales. En congruencia con este paradigma, la Ley 

General para la Inclusión de las Personas con 

Discapacidad establece definiciones, principios y 

directrices que orientan la política pública nacional en la 

materia y que deben ser observadas por las entidades 

federativas a fin de garantizar un marco normativo 

uniforme, coherente y eficaz. 

 

No obstante, del análisis a la Ley Número 817 para 

las Personas con Discapacidad del Estado de Guerrero, 

se advierte la existencia de conceptos y definiciones que, 

 
2 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf  

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5191516&fecha=30/05/2011#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5191516&fecha=30/05/2011#gsc.tab=0
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf
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de permanecer, se podría generar ambigüedades 

interpretativas y obstaculizar la correcta implementación 

de políticas públicas y en el pleno ejercicio de los 

derechos de las personas con discapacidad; por lo que 

resulta necesario y urgente actualizar y homologar 

estas definiciones con la Ley General para la 

Inclusión de las Personas con Discapacidad. 

 

Por lo anterior, a través de la presente iniciativa, se 

propone la homologación de definiciones conforme a lo 

establecido en la Ley General para la Inclusión de las 

Personas con Discapacidad, ello con el objetivo de dotar 

de mayor claridad, certeza jurídica y congruencia al 

marco legal estatal, alineándolo con los estándares 

nacionales e internacionales en materia de derechos 

humanos. 

 

De igual forma, a través de la presente, se propone 

incorporar de manera expresa el reconocimiento del 

derecho de las personas con discapacidad al uso de 

perros guía y animales de asistencia, garantizando su 

acceso a espacios públicos y privados de uso público, en 

condiciones de igualdad y sin discriminación.  

 

Este reconocimiento encuentra sustento en el 

principio de Accesibilidad previsto en la Convención 

sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 

concretamente en el Artículo 9.2 inciso e), así como en 

la obligación del Estado de adoptar medidas pertinentes 

para asegurar la autonomía e independencia de las 

personas con discapacidad. 

 

En este sentido, se plantea establecer como una 

atribución del Consejo Estatal para la Integración 

Social de las Personas con Discapacidad la facultad de 

promover, vigilar y garantizar el cumplimiento de este 

derecho, fortaleciendo así los mecanismos 

institucionales para su efectiva observancia. 

 

Derivado de lo antes mencionado, cabe precisar que 

no se debe dejar pasar por alto el Derecho a la Consulta 

de las Personas con Discapacidad, sin embargo, también 

es importante destacar que la presente iniciativa no tiene 

como finalidad crear nuevas figuras jurídicas ni imponer 

obligaciones adicionales sustantivas, sino 

exclusivamente se trata de armonizar el contenido de la 

legislación estatal con disposiciones ya vigentes en el 

orden jurídico nacional, así como reforzar mecanismos 

de protección de derechos previamente reconocidos. 

 

Por tal motivo, esta propuesta no transgrede el 

derecho a la consulta previa, libre e informada de las 

personas con discapacidad, reconocido por la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación y por la propia 

Convención sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad, en virtud de que no implica una 

afectación directa ni una modificación sustancial al 

contenido de sus derechos, sino una adecuación 

normativa que fortalece su protección bajo el principio 

de progresividad. 

 

En consecuencia, la armonización legislativa que se 

propone constituye una acción necesaria para garantizar 

la coherencia del sistema jurídico, evitar vacíos o 

contradicciones normativas y consolidar un marco legal 

que responda de manera efectiva al modelo social de la 

discapacidad, colocando en el centro la dignidad, la 

autonomía y la inclusión plena de las personas. 

 

Con base en lo anterior, se proponen las siguientes 

reformas y adiciones a la Ley Número 817 para las 

Personas con Discapacidad del Estado de Guerrero, para 

quedar como sigue: 

 

LEY NÚMERO 817 PARA LAS PERSONAS 

CON DISCAPACIDAD DEL ESTADO DE 

GUERRERO 

TEXTO VIGENTE 
PROPUESTA DE 

REFORMA 

ARTÍCULO 4. Para 

los efectos de esta ley, se 

entenderá por:  

I. Consejo Estatal: 

El Consejo Estatal para 

la Integración Social de 

las Personas con 

Discapacidad;  

II. Discapacidad 

Física: la que manifiesta 

alguna deficiencia que 

obstaculiza o impide 

realizar diferentes 

acciones o actividades 

ARTÍCULO 4. Para los 

efectos de esta ley, se 

entenderá por:  

I. Accesibilidad. Las 

medidas pertinentes para 

asegurar el acceso de las 

personas con discapacidad, 

en igualdad de condiciones 

con las demás, al entorno 

físico, el transporte, la 

información y las 

comunicaciones, incluidos 

los sistemas y las 

tecnologías de la 

información y las 

comunicaciones, y a otros 

servicios e instalaciones 
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habituales;  

III. Discapacidad 

Mental: la que se 

caracteriza por una 

disminución de las 

funciones mentales con 

un funcionamiento 

intelectual inferior al del 

término medio de la 

población considerado en 

un rango de 100;  

IV. Discapacidad 

Sensorial: la que se 

presenta por una 

alteración del 

funcionamiento en el 

área del cerebro que 

controla los sentidos;  

V. Discapacidad 

Intelectual. Se caracteriza 

por limitaciones 

significativas tanto en la 

estructura del 

pensamiento razonado, 

como en la conducta 

adaptativa de la persona, 

y que al interactuar con 

las barreras que le 

impone el entorno social, 

pueda impedir su 

inclusión plena y efectiva 

en la sociedad, en 

igualdad de condiciones 

con los demás;  

VI. Personas 

Ciegas: aquellas que 

tienen ausencia total de 

la percepción visual, 

incluyendo la sensación 

luminosa o que no 

distinguen imágenes;  

VII. Débil Visual: 

persona que tiene una 

percepción menor de las 

imágenes, sensaciones 

luminosas o ambas;  

abiertos al público o de uso 

público, tanto en zonas 

urbanas como rurales; 

II. Asistencia Social: 

Conjunto de acciones 

tendientes a modificar y 

mejorar las circunstancias de 

carácter social que impidan 

el desarrollo integral del 

individuo, así como la 

protección física, mental y 

social de personas en estado 

de necesidad, indefensión, 

desventaja física y mental, 

hasta lograr su 

incorporación a una vida 

plena y productiva; 

III. Ayudas Técnicas. 

Dispositivos tecnológicos y 

materiales que permiten 

habilitar, rehabilitar o 

compensar una o más 

limitaciones funcionales, 

motrices, sensoriales o 

intelectuales de las personas 

con discapacidad; 

IV. Barreras 

Arquitectónicas: obstáculos 

que dificultan, entorpecen o 

impiden a las personas con 

discapacidad, su libre 

desplazamiento tanto en 

lugares públicos o privados, 

como en exteriores o 

interiores;  

V. Comunicación. Se 

entenderá el lenguaje 

escrito, oral y la lengua de 

señas mexicana, la 

visualización de textos, 

sistema Braille, la 

comunicación táctil, los 

macrotipos, los dispositivos 

multimedia escritos o 

auditivos de fácil acceso, el 

lenguaje sencillo, los medios 

de voz digitalizada y otros 

modos, medios, sistemas y 

VIII. Sordos: 

personas que presentan 

ausencia de la audición o 

una disminución 

importante de ésta;  

IX. Autismo: 

espectro de trastornos 

caracterizados por graves 

déficits del desarrollo, 

permanente y profundo.  

X. Estimulación 

Temprana: atención 

brindada al niño de entre 

0 y 7 años, para potenciar 

y desarrollar al máximo 

sus posibilidades físicas, 

mentales, sensoriales y 

afectivas, mediante 

programas sistemáticos y 

secuenciados que 

abarquen todas las áreas 

del desarrollo humano;  

XI. Asistencia 

Social: conjunto de 

acciones encaminadas a 

atender y mejorar las 

circunstancias de carácter 

social que impiden a las 

personas con 

discapacidad su 

desarrollo integral;  

XII. Ayudas 

Técnicas: dispositivos 

tecnológicos que 

permiten habilitar, 

rehabilitar o compensar 

una o más limitaciones 

funcionales, motrices, 

sensoriales, intelectuales 

o emocionales de las 

personas con 

discapacidad, con el 

propósito de impedir la 

progresión o derivación 

en otra u otras 

discapacidades;  

formatos aumentativos o 

alternativos de 

comunicación, incluida la 

tecnología de la información 

y las comunicaciones de 

fácil acceso; 

VI. Comunidad de 

Sordos. Todo aquel grupo 

social cuyos miembros 

tienen alguna deficiencia del 

sentido auditivo que les 

limita sostener una 

comunicación y 

socialización regular y fluida 

en lengua oral; 

VII. Consejo Estatal. El 

Consejo Estatal para la 

Integración Social de las 

Personas con Discapacidad;  

VIII. Convención. 

Convención sobre los 

Derechos de las Personas 

con Discapacidad y La 

Convención Interamericana 

para la eliminación de todas 

las formas de discriminación 

contra las personas con 

discapacidad de la 

Organización de los Estados 

Americanos; 

IX. Convenio 159: 

Tratado sobre la 

readaptación profesional y el 

empleo de personas 

inválidas de la Organización 

Internacional del Trabajo; 

X. Discapacidad. Es 

la consecuencia de la 

presencia de una deficiencia 

o limitación en una persona, 

que al interactuar con las 

barreras que le impone el 

entorno social, pueda 

impedir su inclusión plena y 

efectiva en la sociedad, en 

igualdad de condiciones con 
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XIII. Sistema de 

Escritura Braille: Sistema 

para la comunicación 

representado mediante 

signos en relieve a través 

del tacto;  

XIV. Lenguaje de 

Señas: Forma de 

comunicación de una 

comunidad de sordos, 

mudos o sordomudos, 

que consiste en una serie 

de signos gestuales y 

articulados con las 

manos, acompañados de 

expresiones faciales, 

mirada intencional y 

movimiento corporal, 

dotados de función 

comunicativa y que 

forma parte del 

patrimonio lingüístico de 

dicha comunidad; 

XV. Lenguaje visual: 

es un lenguaje que es a 

través de los ojos 

("visualmente"). En el 

lenguaje visual, la forma 

más pregnante en 

términos gestálticos, la 

constituye el contorno o 

borde exterior general de 

una entidad visual o 

figura.  

XVI. Barreras 

Arquitectónicas: 

obstáculos que dificultan, 

entorpecen o impiden a 

las personas con 

discapacidad, su libre 

desplazamiento tanto en 

lugares públicos o 

privados, como en 

exteriores o interiores;  

XVII. Educación 

Especial: conjunto de 

servicios, programas, 

los demás; 

XI. Discapacidad 

Física. Es la secuela o 

malformación que deriva de 

una afección en el sistema 

neuromuscular a nivel 

central o periférico, dando 

como resultado alteraciones 

en el control del movimiento 

y la postura, y que al 

interactuar con las barreras 

que le impone el entorno 

social, pueda impedir su 

inclusión plena y efectiva en 

la sociedad, en igualdad de 

condiciones con los demás;  

XII. Discapacidad 

Mental. A la alteración o 

deficiencia en el sistema 

neuronal de una persona, 

que aunado a una sucesión 

de hechos que no puede 

manejar, detona un cambio 

en su comportamiento que 

dificulta su pleno desarrollo 

y convivencia social, y que 

al interactuar con las 

barreras que le impone el 

entorno social, pueda 

impedir su inclusión plena y 

efectiva en la sociedad, en 

igualdad de condiciones con 

los demás;  

XIII. Discapacidad 

Intelectual. Se caracteriza 

por limitaciones 

significativas tanto en la 

estructura del pensamiento 

razonado, como en la 

conducta adaptativa de la 

persona, y que al interactuar 

con las barreras que le 

impone el entorno social, 

pueda impedir su inclusión 

plena y efectiva en la 

sociedad, en igualdad de 

condiciones con los demás; 

XIV. Discapacidad 

orientación y recursos 

educativos 

especializados, que están 

a disposición de las 

personas con 

discapacidad; 

XVIII. Secretaría: 

Secretaría de Bienestar;  

XIX. Convención 

Interamericana: La 

Convención 

Interamericana para la 

eliminación de todas las 

formas de discriminación 

contra las personas con 

discapacidad de la 

Organización de los 

Estados Americanos;  

XX. Convenio 159: 

Tratado sobre la 

readaptación profesional 

y el empleo de personas 

inválidas de la 

Organización 

Internacional del 

Trabajo, y  

XXI. Tartamudez: 

Impedimento o 

alteración que presenta 

una persona, de la 

articulación de los 

movimientos precisos de 

la lengua, labios, 

mandíbula y el tracto 

bucal, en la producción 

de los sonidos requeridos 

para hablar o problemas 

con la calidad de la voz. 

 

Sensorial. Es la deficiencia 

estructural o funcional de los 

órganos de la visión, 

audición, tacto, olfato y 

gusto, así como de las 

estructuras y funciones 

asociadas a cada uno de 

ellos, y que al interactuar 

con las barreras que le 

impone el entorno social, 

pueda impedir su inclusión 

plena y efectiva en la 

sociedad, en igualdad de 

condiciones con los demás; 

XV. Discriminación 

por motivos de 

discapacidad. Se entenderá 

cualquier distinción, 

exclusión o restricción por 

motivos de discapacidad que 

tenga el propósito o el efecto 

de obstaculizar, menoscabar 

o dejar sin efecto el 

reconocimiento, goce o 

ejercicio, en igualdad de 

condiciones, de todos los 

derechos humanos y 

libertades fundamentales en 

los ámbitos político, 

económico, social, cultural, 

civil o de otro tipo. Incluye 

todas las formas de 

discriminación, entre ellas, 

la denegación de ajustes 

razonables; 

XVI. Diseño universal. 

Se entenderá el diseño de 

productos, entornos, 

programas y servicios que 

puedan utilizar todas las 

personas, en la mayor 

medida posible, sin 

necesidad de adaptación ni 

diseño especializado. El 

diseño universal no excluirá 

las ayudas técnicas para 

grupos particulares de 

personas con discapacidad 

cuando se necesiten; 

XVII. Educación 
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Especial. La educación 

especial está destinada a 

individuos con 

discapacidades transitorias o 

definitivas, así como a 

aquellos con aptitudes 

sobresalientes. Atenderá a 

los educandos de manera 

adecuada a sus propias 

condiciones, con equidad 

social incluyente y con 

perspectiva de género; 

XVIII. Educación 

Inclusiva. Es la educación 

que propicia la integración 

de personas con 

discapacidad a los planteles 

de educación básica regular, 

mediante la aplicación de 

métodos, técnicas y 

materiales específicos; 

XIX. Estenografía 

Proyectada. Es el oficio y la 

técnica de transcribir un 

monólogo o un diálogo oral 

de manera simultánea a su 

desenvolvimiento y, a la 

vez, proyectar el texto 

resultante por medios 

electrónicos visuales; 

XX. Estimulación 

Temprana. Atención 

brindada a niños y niñas de 

entre 0 y 6 años para 

potenciar y desarrollar al 

máximo sus posibilidades 

físicas, intelectuales, 

sensoriales y afectivas, 

mediante programas 

sistemáticos y secuenciados 

que abarquen todas las áreas 

del desarrollo humano, sin 

forzar el curso natural de su 

maduración; 

XXI. Igualdad de 

Oportunidades. Proceso de 

adecuaciones, ajustes, 

mejoras o adopción de 

acciones afirmativas 

necesarias en el entorno 

jurídico, social, cultural y de 

bienes y servicios, que 

faciliten a las personas con 

discapacidad su inclusión, 

integración, convivencia y 

participación, en igualdad de 

oportunidades con el resto 

de la población; 

XXII. Lenguaje. Se 

entenderá tanto el lenguaje 

oral como la lengua de señas 

y otras formas de 

comunicación no verbal; 

XXIII. Lengua de Señas 

Mexicana. Lengua de una 

comunidad de sordos, que 

consiste en una serie de 

signos gestuales articulados 

con las manos y 

acompañados de 

expresiones faciales, mirada 

intencional y movimiento 

corporal, dotados de función 

lingüística, forma parte del 

patrimonio lingüístico de 

dicha comunidad y es tan 

rica y compleja en gramática 

y vocabulario como 

cualquier lengua oral; 

XXIV. Organizaciones. 

Todas aquellas 

organizaciones sociales 

constituidas legalmente para 

el cuidado, atención o 

salvaguarda de los derechos 

de las personas con 

discapacidad o que busquen 

apoyar y facilitar su 

participación en las 

decisiones relacionadas con 

el diseño, aplicación y 

evaluación de programas 

para su desarrollo e 

integración social; 

XXV. Perro guía o 

animal de servicio. Son 
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aquellos que han sido 

certificados para el 

acompañamiento, 

conducción y auxilio de 

personas con discapacidad; 

XXVI. Prevención. La 

adopción de medidas 

encaminadas a impedir que 

se produzcan deficiencias 

físicas, intelectuales, 

mentales y sensoriales; 

XXVII. Rehabilitación. 

Proceso de duración 

limitada y con un objetivo 

definido, de orden médico, 

social y educativo entre 

otros, encaminado a facilitar 

que una persona con 

discapacidad alcance un 

nivel físico, mental, 

sensorial óptimo, que 

permita compensar la 

pérdida de una función, así 

como proporcionarle una 

mejor integración social; 

XXVIII. Secretaría: 

Secretaría de Bienestar, y 

XXIX. Sistema de 

Escritura Braille. Sistema 

para la comunicación 

representado mediante 

signos en relieve, leídos en 

forma táctil por las personas 

ciegas. 

ARTÍCULO 11. … 

De la I a la XXIII. 

XXIV. Emitir su 

reglamento interno; y 

XXV. Las demás que 

la presente ley y su 

reglamento le confieran. 

ARTÍCULO 11. … 

De la I a la XXIII. 

XXIV. Promover que las 

personas con discapacidad 

que tengan como apoyo para 

la realización de sus 

actividades cotidianas, un 

perro guía o animal de 

servicio, tengan derecho a 

que éstos accedan y 

permanezcan con ellos en 

todos los espacios en donde 

se desenvuelvan. Asimismo, 

queda prohibido cualquier 

restricción mediante la que 

se impida el ejercicio de este 

derecho; 

XXV. Emitir su 

reglamento interno; y  

XXVI. Las demás que la 

presente ley y su reglamento 

le confieran.  

ARTÍCULO 84. … 

De la I a la IV. 

V. Que cuenten con 

señalización e incluyan 

tecnologías para facilitar 

el acceso y 

desplazamiento, y que 

posibiliten a las personas 

el uso de ayudas 

técnicas, perros guías u 

otros apoyos; y  

 

ARTÍCULO 84. … 

De la I a la IV. 

V. Que incluyan el uso 

de señalización, facilidades 

arquitectónicas, 

tecnologías, información, 

sistema braille, lengua de 

señas mexicana, ayudas 

técnicas, perros guía o 

animal de servicio y otros 

apoyos para facilitar el 

acceso y desplazamiento 

de personas con 

discapacidad; y  

Por lo anteriormente descrito, y atendiendo a la 

exposición de motivos con la que se sustenta la presente 

iniciativa, es que someto a consideración de esta 

plenaria la siguiente: 

 

INICIATIVA CON PROYECTO DE 

DECRETO NÚMERO _________ POR EL QUE 

SE REFORMA EL ARTÍCULO 4; SE ADICIONA 

LA FRACCIÓN XXIV Y SE RECORREN LAS 

SUBSECUENTES DEL ARTÍCULO 11 Y SE 

REFORMA LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 

84 DE LA LEY NÚMERO 817 PARA LAS 

PERSONAS CON DISCAPACIDAD DEL 

ESTADO DE GUERRERO. 

 

ARTÍCULO ÚNICO: Se reforman el artículo 4; se 

adiciona la fracción XXIV y se recorren las 

subsecuentes del artículo 11 y se reforma la fracción V 

del artículo 84 de la Ley Número 817 para las Personas 
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con Discapacidad del Estado de Guerrero, para quedar 

como sigue: 

 

ARTÍCULO 4. Para los efectos de esta ley, se 

entenderá por:  

 

I. Accesibilidad. Las medidas pertinentes para 

asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en 

igualdad de condiciones con las demás, al entorno físico, 

el transporte, la información y las comunicaciones, 

incluidos los sistemas y las tecnologías de la información 

y las comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones 

abiertos al público o de uso público, tanto en zonas 

urbanas como rurales; 

II. Asistencia Social: Conjunto de acciones 

tendientes a modificar y mejorar las circunstancias de 

carácter social que impidan el desarrollo integral del 

individuo, así como la protección física, mental y social 

de personas en estado de necesidad, indefensión, 

desventaja física y mental, hasta lograr su incorporación 

a una vida plena y productiva; 

III. Ayudas Técnicas. Dispositivos tecnológicos y 

materiales que permiten habilitar, rehabilitar o 

compensar una o más limitaciones funcionales, motrices, 

sensoriales o intelectuales de las personas con 

discapacidad; 

IV. Barreras Arquitectónicas: obstáculos que 

dificultan, entorpecen o impiden a las personas con 

discapacidad, su libre desplazamiento tanto en lugares 

públicos o privados, como en exteriores o interiores;  

V. Comunicación. Se entenderá el lenguaje 

escrito, oral y la lengua de señas mexicana, la 

visualización de textos, sistema Braille, la comunicación 

táctil, los macrotipos, los dispositivos multimedia 

escritos o auditivos de fácil acceso, el lenguaje sencillo, 

los medios de voz digitalizada y otros modos, medios, 

sistemas y formatos aumentativos o alternativos de 

comunicación, incluida la tecnología de la información y 

las comunicaciones de fácil acceso; 

VI. Comunidad de Sordos. Todo aquel grupo 

social cuyos miembros tienen alguna deficiencia del 

sentido auditivo que les limita sostener una 

comunicación y socialización regular y fluida en lengua 

oral; 

VII. Consejo Estatal. El Consejo Estatal para la 

Integración Social de las Personas con Discapacidad;  

VIII. Convención. Convención sobre los Derechos 

de las Personas con Discapacidad y La Convención 

Interamericana para la eliminación de todas las formas 

de discriminación contra las personas con discapacidad 

de la Organización de los Estados Americanos; 

IX. Convenio 159: Tratado sobre la readaptación 

profesional y el empleo de personas inválidas de la 

Organización Internacional del Trabajo; 

X. Discapacidad. Es la consecuencia de la 

presencia de una deficiencia o limitación en una persona, 

que al interactuar con las barreras que le impone el 

entorno social, pueda impedir su inclusión plena y 

efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con 

los demás; 

XI. Discapacidad Física. Es la secuela o 

malformación que deriva de una afección en el sistema 

neuromuscular a nivel central o periférico, dando como 

resultado alteraciones en el control del movimiento y la 

postura, y que al interactuar con las barreras que le 

impone el entorno social, pueda impedir su inclusión 

plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de 

condiciones con los demás;  

XII. Discapacidad Mental. A la alteración o 

deficiencia en el sistema neuronal de una persona, que 

aunado a una sucesión de hechos que no puede manejar, 

detona un cambio en su comportamiento que dificulta su 

pleno desarrollo y convivencia social, y que al 

interactuar con las barreras que le impone el entorno 

social, pueda impedir su inclusión plena y efectiva en la 

sociedad, en igualdad de condiciones con los demás;  

XIII. Discapacidad Intelectual. Se caracteriza por 

limitaciones significativas tanto en la estructura del 

pensamiento razonado, como en la conducta adaptativa 

de la persona, y que al interactuar con las barreras que le 

impone el entorno social, pueda impedir su inclusión 

plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de 

condiciones con los demás; 

XIV. Discapacidad Sensorial. Es la deficiencia 

estructural o funcional de los órganos de la visión, 

audición, tacto, olfato y gusto, así como de las 

estructuras y funciones asociadas a cada uno de ellos, y 
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que al interactuar con las barreras que le impone el 

entorno social, pueda impedir su inclusión plena y 

efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con 

los demás; 

XV. Discriminación por motivos de discapacidad. 

Se entenderá cualquier distinción, exclusión o restricción 

por motivos de discapacidad que tenga el propósito o el 

efecto de obstaculizar, menoscabar o dejar sin efecto el 

reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de 

condiciones, de todos los derechos humanos y libertades 

fundamentales en los ámbitos político, económico, 

social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las 

formas de discriminación, entre ellas, la denegación de 

ajustes razonables; 

XVI. Diseño universal. Se entenderá el diseño de 

productos, entornos, programas y servicios que puedan 

utilizar todas las personas, en la mayor medida posible, 

sin necesidad de adaptación ni diseño especializado. El 

diseño universal no excluirá las ayudas técnicas para 

grupos particulares de personas con discapacidad cuando 

se necesiten; 

XVII. Educación Especial. La educación especial 

está destinada a individuos con discapacidades 

transitorias o definitivas, así como a aquellos con 

aptitudes sobresalientes. Atenderá a los educandos de 

manera adecuada a sus propias condiciones, con equidad 

social incluyente y con perspectiva de género; 

XVIII. Educación Inclusiva. Es la educación que 

propicia la integración de personas con discapacidad a 

los planteles de educación básica regular, mediante la 

aplicación de métodos, técnicas y materiales específicos; 

XIX. Estenografía Proyectada. Es el oficio y la 

técnica de transcribir un monólogo o un diálogo oral de 

manera simultánea a su desenvolvimiento y, a la vez, 

proyectar el texto resultante por medios electrónicos 

visuales; 

XX. Estimulación Temprana. Atención brindada a 

niños y niñas de entre 0 y 6 años para potenciar y 

desarrollar al máximo sus posibilidades físicas, 

intelectuales, sensoriales y afectivas, mediante 

programas sistemáticos y secuenciados que abarquen 

todas las áreas del desarrollo humano, sin forzar el curso 

natural de su maduración; 

XXI. Igualdad de Oportunidades. Proceso de 

adecuaciones, ajustes, mejoras o adopción de acciones 

afirmativas necesarias en el entorno jurídico, social, 

cultural y de bienes y servicios, que faciliten a las 

personas con discapacidad su inclusión, integración, 

convivencia y participación, en igualdad de 

oportunidades con el resto de la población; 

XXII. Lenguaje. Se entenderá tanto el lenguaje oral 

como la lengua de señas y otras formas de comunicación 

no verbal; 

XXIII. Lengua de Señas Mexicana. Lengua de una 

comunidad de sordos, que consiste en una serie de 

signos gestuales articulados con las manos y 

acompañados de expresiones faciales, mirada 

intencional y movimiento corporal, dotados de función 

lingüística, forma parte del patrimonio lingüístico de 

dicha comunidad y es tan rica y compleja en gramática y 

vocabulario como cualquier lengua oral; 

XXIV. Organizaciones. Todas aquellas organizaciones 

sociales constituidas legalmente para el cuidado, 

atención o salvaguarda de los derechos de las personas 

con discapacidad o que busquen apoyar y facilitar su 

participación en las decisiones relacionadas con el 

diseño, aplicación y evaluación de programas para su 

desarrollo e integración social; 

XXV. Perro guía o animal de servicio. Son aquellos 

que han sido certificados para el acompañamiento, 

conducción y auxilio de personas con discapacidad; 

XXVI. Prevención. La adopción de medidas 

encaminadas a impedir que se produzcan deficiencias 

físicas, intelectuales, mentales y sensoriales; 

XXVII. Rehabilitación. Proceso de duración limitada y 

con un objetivo definido, de orden médico, social y 

educativo entre otros, encaminado a facilitar que una 

persona con discapacidad alcance un nivel físico, mental, 

sensorial óptimo, que permita compensar la pérdida de 

una función, así como proporcionarle una mejor 

integración social; 

XXVIII. Secretaría: Secretaría de Bienestar, y 

XXIX. Sistema de Escritura Braille. Sistema para la 

comunicación representado mediante signos en relieve, 

leídos en forma táctil por las personas ciegas. 
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ARTÍCULO 11. … 

De la I a la XXIII. 

XXIV. Promover que las personas con discapacidad 

que tengan como apoyo para la realización de sus 

actividades cotidianas, un perro guía o animal de 

servicio, tengan derecho a que éstos accedan y 

permanezcan con ellos en todos los espacios en donde se 

desenvuelvan. Asimismo, queda prohibido cualquier 

restricción mediante la que se impida el ejercicio de este 

derecho; 

XXV. Emitir su reglamento interno; y  

XXVI. Las demás que la presente ley y su 

reglamento le confieran.  

 

ARTÍCULO 84. … 

De la I a la IV. 

V. Que incluyan el uso de señalización, facilidades 

arquitectónicas, tecnologías, información, sistema 

braille, lengua de señas mexicana, ayudas técnicas, 

perros guía o animal de servicio y otros apoyos para 

facilitar el acceso y desplazamiento de personas con 

discapacidad; y  

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al 

día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial 

del Gobierno del Estado de Guerrero. 

 

SEGUNDO.- Remítase el presente Decreto a la 

persona titular del Poder Ejecutivo Estatal, para su 

conocimiento y efectos legales procedentes. 

 

TERCERO.- Publíquese el presente Decreto en el 

Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guerrero, 

así como en la gaceta oficial del Honorable Congreso del 

Estado para conocimiento general y efectos legales 

procedentes. 

 

ATENTAMENTE 

 

DIPUTADA LETICIA RODRÍGUEZ 

ARMENTA 

 

El Presidente: 

 

Gracias, diputada secretaria. 

Túrnese la presente iniciativa de decreto a la 

Comisión de Atención a las Personas con Discapacidad, 

para los efectos legales procedentes.  

 

INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE 

ADICIONA EL ARTÍCULO 14 BIS A LA LEY 

NÚMERO 483 DE INSTITUCIONES Y 

PROCEDIMIENTOS ELECTORALES DEL 

ESTADO DE GUERRERO. SUSCRITA POR EL 

DIPUTADO ARTURO ÁLVAREZ ANGLI.  

 

En desahogo del inciso “f” del segundo punto del 

Orden del Día, se concede el uso de la palabra a la 

diputada secretaria Erika Lorena Lührs Cortés, para dar 

lectura al oficio signado por el diputado Arturo Álvarez 

Angli.  

 

La secretaria Erika Lorena Lührs Cortés: 

 

Con gusto, presidente.  

 

Chilpancingo de los Bravo, a 13 de mayo del 2026.  

 

Diputado Alejandro Carabias Icaza, Presidente de la 

Mesa Directiva. Presente. 

 

El suscrito diputado Arturo Álvarez Angli, integrante 

de esta legislatura y con fundamento en los artículos 65 

fracción I, 199 fracción I de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Guerrero, 23 fracción I, 227, 

229 y 231 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, 

remito a usted la iniciativa de decreto por el que se 

adiciona el artículo 145 bis a la Ley número 483 de 

Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de 

Guerrero, con la finalidad de que sea enlistado en el 

Orden del Día de la próxima sesión, renunciando a mi 

derecho a presentarla en Tribuna.  

Sin otro particular, me reitero a sus órdenes. 

 

Atentamente 

 

Diputado Arturo Álvarez Angli.  

 

Servido, presidente. 

 

Versión Íntegra 
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INICIATIVA DE DECRETO NÚMERO _____ 

POR EL QUE SE ADICIONA EL ARTÍCULO 14 

BIS A LA LEY NÚMERO 483 DE 

INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS 

ELECTORALES DEL ESTADO DE 

GUERRERO. 

DIP. ALEJANDRO CARABIAS ICAZA, 

PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DE LA 

SEXAGÉSIMA CUARTA LEGISLATURA AL 

CONGRESO DEL ESTADO DE GUERRERO. 

PRESENTE. 

 

El suscrito Diputado Arturo Alvarez Angli, 

Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido 

Verde Ecologista de México de la Sexagésima 

Cuarta Legislatura al Congreso del Estado de 

Guerrero, en uso de las facultades que me confieren 

los artículos 65 fracción I y 66 de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero, 23 

fracción I, 79 fracción I, 227, 229, 231 y demás 

relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Poder 

Legislativo del Estado de Guerrero número 231, me 

permito someter a la consideración de esta Soberanía 

Popular, para su trámite legislativo correspondiente, 

la INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE 

SE ADICIONA EL ARTÍCULO 14 BIS A LA 

LEY NÚMERO 483 DE INSTITUCIONES Y 

PROCEDIMIENTOS ELECTORALES DEL 

ESTADO DE GUERRERO, conforme a la 

siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

En aplicación de los principios rectores del 

derecho electoral y como exigencia de una 

democracia constitucional, resulta indispensable que 

las reglas relativas al acceso, ejercicio y renovación 

del Poder Público se encuentren establecidas de 

manera clara, precisa y previsible en la Ley. La 

certeza jurídica en materia electoral constituye una 

condición esencial para fortalecer la estabilidad 

política, la legitimidad de las autoridades electas y la 

confianza ciudadana en las instituciones 

democráticas. 

 

En el Estado de Guerrero, el avance de la 

participación política de las mujeres ha sido 

constante y progresivo durante las últimas décadas, 

consolidándose cada vez más el acceso de las 

mujeres a los espacios de representación y toma de 

decisiones públicas. 

 

A partir de la reforma constitucional en materia 

de paridad de género publicada el 6 de junio de 

2019, el sistema electoral mexicano evolucionó hacia 

un modelo orientado a garantizar condiciones 

efectivas de participación política entre mujeres y 

hombres, fortaleciendo el principio constitucional de 

paridad previsto en los artículos 1°, 4°, 35 y 41 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

 

Asimismo, la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación y el Tribunal Electoral del Poder Judicial de 

la Federación han sostenido reiteradamente que el 

principio de paridad constituye un mandato 

constitucional que puede desarrollarse mediante 

reglas legislativas razonables, graduales y 

proporcionales. 

 

De igual forma, diversos precedentes 

jurisdiccionales recientes han validado medidas 

legislativas y reglamentarias encaminadas a 

fortalecer el acceso de las mujeres a cargos de 

elección popular, particularmente en municipios 

donde históricamente no habían encabezado la 

titularidad de los gobiernos municipales. 

 

Entre dichos precedentes destaca la resolución 

dictada por la Sala Regional Ciudad de México del 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación en el expediente SCM-JRC-17/2024 y 

acumulados, mediante la cual se validaron medidas 

de postulación exclusiva de mujeres en determinados 

municipios del Estado de Hidalgo, reconociendo la 

posibilidad de establecer mecanismos graduales y 

proporcionales orientados a fortalecer la 

participación política paritaria. 

 

Posteriormente, la Sala Superior del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, al 

resolver el expediente SUP-REC-84/2024 y 

acumulados, dejó firme la constitucionalidad de 
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medidas de inclusión reforzada y progresiva en 

materia de paridad sustantiva. 

 

Asimismo, la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, al analizar acciones relacionadas con 

medidas de postulación exclusiva de mujeres en 

municipios del Estado de Morelos, reconoció la 

validez constitucional de acciones afirmativas 

legislativas encaminadas a fortalecer el acceso 

efectivo de las mujeres al ejercicio del poder público 

municipal. 

 

En Guerrero aún existen municipios en los que 

históricamente no ha existido una mujer al frente de 

la titularidad del gobierno municipal, por lo que 

resulta pertinente establecer una medida legislativa 

gradual y razonable que permita continuar 

consolidando el principio de paridad en todo el 

territorio estatal. 

 

La presente iniciativa no tiene como finalidad 

restringir de manera absoluta la autodeterminación 

de los partidos políticos, sino establecer una medida 

temporal, gradual y proporcional que permita 

avanzar de manera ordenada en la consolidación de 

la participación política paritaria en aquellos 

municipios donde dicha transición aún se encuentra 

pendiente. 

 

En ese sentido, se propone adicionar el artículo 

14 BIS a la Ley Número 483 de Instituciones y 

Procedimientos Electorales del Estado de Guerrero, a 

efecto de establecer reglas claras y previsibles que 

permitan fortalecer la participación política de las 

mujeres en la integración de los Ayuntamientos del 

Estado, generando además certeza jurídica tanto para 

los partidos políticos como para las autoridades 

electorales respecto de la implementación de dichas 

medidas. 

 

Con la presente reforma se busca que, mediante 

una implementación gradual y razonable, las 

condiciones históricas pendientes puedan finalmente 

ser superadas, consolidando así el principio de 

paridad en la integración de los gobiernos 

municipales del Estado de Guerrero. 

 

Esto es, que del 100% de los Municipios que 

arroje el estudio, el 33% sea exclusivo para mujeres, 

donde todos los institutos políticos participantes, 

tendrán que postular exclusivamente candidatas 

mujeres, de esta forma se impulsa la participación y 

avance político de las mujeres en la postulación y en 

consecuencia los municipios sean gobernados por 

mujeres. 

 

A efecto de facilitar la comprensión del alcance 

de la reforma propuesta, así como de precisar con 

claridad las modificaciones planteadas, se presenta a 

continuación el siguiente cuadro comparativo: 

 

LEY NÚMERO 483 DE INSTITUCIONES Y 

PROCEDIMIENTOS ELECTORALES DEL 

ESTADO DE GUERRERO 

TEXTO VIGENTE. TEXTO PROPUESTO. 

Sin correlativo I. ARTÍCULO 14 

BIS.- En una tercera parte 

de los Municipios del 

Estado que históricamente 

no hayan sido gobernados 

por una mujer en la 

titularidad de la 

Presidencia Municipal, los 

partidos políticos, 

coaliciones y candidaturas 

comunes deberán postular 

exclusivamente mujeres 

para dicho cargo. 

II.  

III. En los Municipios 

restantes, los partidos 

políticos podrán postular 

libremente el género de 

sus candidaturas conforme 

a las reglas de paridad 

aplicables. 

IV.  

V. La 

implementación de esta 

medida será gradual y se 

aplicará durante tres 

procesos electorales 

ordinarios consecutivos, 

correspondiendo una 

tercera parte de dichos 

Municipios en cada 

proceso electoral. 

VI.  

VII. Los Municipios 
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en los que se aplicará la 

medida prevista en el 

presente artículo serán 

determinados por el 

Congreso del Estado de 

Guerrero mediante 

Decreto. 

VIII.  

IX. En caso de 

coaliciones o candidaturas 

comunes, la obligación de 

postulación exclusiva de 

mujeres corresponderá al 

partido político que 

encabece la postulación 

municipal 

correspondiente, 

conforme al convenio 

respectivo. 

 

Las postulaciones 

exclusivas de mujeres a las 

que refiere el presente 

artículo serán consideradas 

para efectos del 

cumplimiento de las reglas 

de paridad y bloques de 

competitividad previstas en 

esta Ley. 

 

 

Por las razones y consideraciones expuestas 

líneas arriba, es importante se adicione el artículo 14 

BIS a la Ley 483 de Instituciones y Procedimientos 

Electorales del Estado de Guerrero, por lo que con 

fundamento en lo dispuesto por el artículo 65, 

fracción I, de la Constitución Política del Estado y 

los artículos 229, 231, 234 y demás relativos de la 

Ley Orgánica del Poder Legislativo número 231, me 

permito someter a la consideración de este Pleno, la 

siguiente Iniciativa de: 

DECRETO NÚMERO _____ POR EL 

QUE SE ADICIONA EL ARTÍCULO 14 BIS A 

LA LEY NÚMERO 483 DE INSTITUCIONES Y 

PROCEDIMIENTOS ELECTORALES DEL 

ESTADO DE GUERRERO. 

 

ÚNICO. Se adiciona el artículo 14 BIS a la Ley 

Número 483 de Instituciones y Procedimientos 

Electorales del Estado de Guerrero, para quedar 

como sigue: 

 

ARTÍCULO 14 BIS.- En una tercera parte de los 

Municipios del Estado que históricamente no hayan 

sido gobernados por una mujer en la titularidad de la 

Presidencia Municipal, los partidos políticos, 

coaliciones y candidaturas comunes deberán postular 

exclusivamente mujeres para dicho cargo. 

 

En los Municipios restantes, los partidos políticos 

podrán postular libremente el género de sus 

candidaturas conforme a las reglas de paridad 

aplicables. 

 

La implementación de esta medida será gradual y 

se aplicará durante tres procesos electorales 

ordinarios consecutivos, correspondiendo una tercera 

parte de dichos Municipios en cada proceso 

electoral. 

 

Los Municipios en los que se aplicará la medida 

prevista en el presente artículo serán determinados 

por el Congreso del Estado de Guerrero mediante 

Decreto. 

 

En caso de coaliciones o candidaturas comunes, 

la obligación de postulación exclusiva de mujeres 

corresponderá al partido político que encabece la 

postulación municipal correspondiente, conforme al 

convenio respectivo. 

 

Las postulaciones exclusivas de mujeres a las que 

refiere el presente artículo serán consideradas para 

efectos del cumplimiento de las reglas de paridad y 

bloques de competitividad previstas en esta Ley. 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor 

al día siguiente de su publicación en el Periódico 

Oficial del Gobierno del Estado de Guerrero. 

 

SEGUNDO. Remítase el presente Decreto a la 

Titular del Poder Ejecutivo del Estado Libre y 
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Soberano de Guerrero, para los efectos 

constitucionales y legales conducentes. 

 

TERCERO.- Publíquese el presente Decreto en el 

Periódico Oficial del Gobierno del Estado de 

Guerrero y en la página electrónica oficial del 

Congreso del Estado, para su debida difusión y 

observancia. 

 

CUARTO.- Para los efectos de la aplicación del 

artículo 14 BIS de la Presente Ley,  se entenderá que 

un municipio ha sido gobernado por una mujer, 

cuando esta haya ejercido de manera formal y legal 

la titularidad de la Presidencia Municipal, ya sea por 

elección Constitucional, sustitución, suplencia o 

designación conforme a la legislación aplicable. 

 

Chilpancingo de los Bravo, Guerrero; mayo del 

2026. 

ATENTAMENTE 

DIP. ARTURO ALVAREZ ANGLI. 

 

El Presidente: 

 

Gracias, diputada secretaria.  

 

Túnese la presente iniciativa de decreto a la Comisión de 

Justicia, para los efectos legales procedentes.  

 

Diputada Diana no está todavía.  

 

PROYECTOS DE LEYES, DECRETOS Y 

PROPOSICIONES DE ACUERDO 

 

SEGUNDA LECTURA DEL DICTAMEN CON 

PROYECTO  DE ACUERDO POR EL QUE LA 

SEXAGÉSIMA CUARTA LEGISLATURA AL 

HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE GUERRERO, DE 

MANERA RESPETUOSA, CON DEBIDO 

RECONOCIMIENTO A LA DIVISIÓN DE 

PODERES Y A SU AUTONOMÍA 

CONSTITUCIONAL, EXHORTA A LOS 84 

AYUNTAMIENTOS MUNICIPALES DEL 

ESTADO DE GUERRERO Y AL CONCEJO 

MUNICIPAL DE AYUTLA DE LOS LIBRES 

PARA QUE, EN EJERCICIO DE SU 

SOBERANÍA, DENTRO DEL ÁMBITO DE SU 

COMPETENCIA, Y CON PLENO RESPETO A 

SU AUTONOMÍA CONSTITUCIONAL Y 

LEGAL, EXPIDAN Y/O ACTUALICEN, SU 

REGLAMENTO DE CONSTRUCCIÓN, ELLO, 

PARA GENERAR LAS CONDICIONES 

NECESARIAS DE ORDEN Y SEGURIDAD 

ESTRUCTURAL DE LOS INMUEBLES, Y ASÍ 

LOGRAR ORGANIZACIÓN, EN EL 

DESARROLLO URBANO EN LA ENTIDAD. 

CON SOLICITUD DE DISPENSA DE SEGUNDA 

LECTURA, DISCUSIÓN Y APROBACIÓN, EN 

SU CASO. (COMISIÓN DE DESARROLLO 

URBANO Y OBRAS PÚBLICAS). 

 

En desahogo del tercer punto del Orden del Día, 

proyectos de leyes, decretos y proposiciones de acuerdo, 

inciso “a”, solicito a la diputada secretaria Catalina 

Apolinar Santiago, dé lectura al oficio signado por la 

diputada Violeta Martínez Pacheco, presidenta de la 

Comisión de Desarrollo Urbano y Obras Públicas.  

 

La secretaria Catalina Apolinar Santiago: 

 

Con su venia, diputado presidente. 

 

Diputado Alejandro Carabias Icaza, Presidente de la 

Mesa Directiva. Presente. 

 

Con fundamento lo dispuesto en los artículos 261 y 

262 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado 

de Guerrero. Número 231, en mi calidad de presidenta 

de la Comisión de Desarrollo Urbano y Obras Públicas, 

me permito solicitar a usted se dispense la segunda 

lectura del dictamen en sentido positivo de la 

proposición con punto de acuerdo por el que la 

Sexagésima Cuarta Legislatura al Honorable Congreso 

del Estado Libre y Soberano de Guerrero, de manera 

respetuosa exhorta a los 84 ayuntamientos del estado de 

Guerrero y al Concejo Municipal de Ayutla de los 

Libres, para que en el ejercicio de su soberanía dentro 

del ámbito de su competencia y con pleno respeto a su 

autonomía constitucional y legal, expidan o actualicen su 

reglamento de construcción, ello para generar las 

condiciones necesarias de orden y seguridad estructural 

de los inmuebles y así lograr la organización en el 

desarrollo urbano a la Entidad, siendo la suscrita 

diputada Violeta Martínez Pacheco, quien presente dicho 

dictamen.  

 

Sin otro en particular, reciba un cordial saludo.  
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Atentamente 

 

Diputada Violeta Martínez Pacheco.  

 

Servido, diputado presidente.  

 

El Presidente: 

 

Gracias, diputada secretaria. 

 

Esta Presidencia, somete a consideración de la 

Plenaria para su aprobación, la solicitud de dispensa de 

la segunda lectura del dictamen con proyecto de acuerdo 

en desahogo.  

 

Compañeras, compañeros, sírvanse manifestarlo en 

votación económica.  

 

A favor. 

 

En contra.  

 

Abstenciones.  

 

Solicito la diputada secretaria Erika Lorena Lührs 

Cortés, dar el resultado de la votación.  

 

La secretaria Erika Lorena Lührs Cortés: 

 

Con gusto, presidente.  

 

28 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones.  

 

Servido, presidente.  

 

El Presidente: 

 

Gracias, diputada secretaria.  

 

Se aprueba entonces por unanimidad de votos de las 

y los diputados presentes, la dispensa de la segunda 

lectura del dictamen con proyecto de acuerdo de 

antecedentes.  

 

Dispensado el trámite legislativo, se concede el uso 

de la palabra a la diputada Violeta Martínez Pacheco, 

quien como integrante de la Comisión Dictaminadora 

expondrá los motivos y el contenido del dictamen en 

desahogo.  

 

La diputada Violeta Martínez Pacheco: 

 

Gracias.  

 

Con su permiso, diputado presidente. 

 

El Presidente: 

 

Adelante, diputada.  

 

La diputada Violeta Martínez Pacheco: 

 

Gracias.  

 

Compañeras diputadas y diputados. 

 

A los Medios de Comunicación. 

 

Y al público que nos sigue a través de las diferentes 

plataformas. 

 

Quienes integramos la Comisión de Desarrollo 

Urbano y Obras Públicas, la diputada Rebeca Núñez 

Martín del Campo, el diputado Alejandro Bravo Abarca, 

el diputado Jhobanny Jiménez Mendoza y el diputado 

Rafael Martínez Ramírez, nos fue turnada la siguiente 

proposición con punto de acuerdo en el cual se exhorta a 

los 84 municipios, ayuntamientos del estado de Guerrero 

y el Concejo Municipal Comunitario de Ayuta de los 

Libres expidan y/o actualicen su reglamento de 

construcción, ello para generar las condiciones 

necesarias de orden, seguridad estructural de los 

inmuebles y así lograr organización, desarrollo urbano 

en dichas entidades.  

 

El desarrollo de nuestros municipios que conforman 

el estado de Guerrero no puede entenderse únicamente 

desde la perspectiva económica o administrativa. 

También debe analizarse desde la forma económica y 

también desde el punto de vista en el que construimos, 

organizamos y proyectamos los espacios donde viven 

nuestras familias, crecen nuestras niñas, nuestros niños y 

se desarrollan nuestras comunidades, los reglamentos 

municipales de construcción son instrumentos jurídicos 

esenciales para garantizar el orden, la seguridad, la 
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sustentabilidad de nuestras ciudades y comunidades, no 

se trata únicamente de normas administrativas, se trata 

de herramientas que protejan la vida, el patrimonio, el 

medio ambiente y la entidad cultural de nuestros 

pueblos.  

 

Estas disposiciones regulan aspectos fundamentales 

relacionados con la planificación, construcción, 

remodelación y demolición de las obras, establecen 

requisitos técnicos mínimos para garantizar la seguridad 

estructural de las edificaciones, determinando los 

lineamientos en instalaciones eléctricas, hidrosanitarias, 

restricciones de uso de suelo regulan la altura, 

lineamientos, distancias entre construcciones y 

procedimientos para la obtención de licencias y 

permisos. Cada municipio de Guerrero posee 

características geográficas, culturales, históricas y 

ambientales distintas. 

 

Por ello, los reglamentos de construcción deben 

elaborarse conforme a necesidades particulares de cada 

territorio y considerando sus condiciones climáticas, 

sísmicas, urbanas y sociales, no podemos hablar de 

desarrollo urbano sin saber ni hablar, de planeación 

responsable y estratégica. Hoy más que nunca, nuestros 

municipios necesitan contar con bancos normativos 

modernos actualizados y eficaces para permitir un 

crecimiento ordenado y sostenible.  

 

Compañeras y compañeros, actualizar los 

reglamentos municipales significa fortalecer la 

prevención de riesgo, fomentar la inversión responsable, 

proteger el patrimonio cultural y ambiental y garantizar 

mejores condiciones de vida para futuras generaciones.  

 

Hoy Guerrero necesita municipios preparados para 

enfrentar los retos del crecimiento urbano, el cambio 

climático y los fenómenos naturales, necesitamos 

gobiernos municipales comprometidos con la 

planeación, el orden y la protección de sus habitantes, 

porque construir ciudades más ordenadas y seguras 

también es construir y transformar un futuro mejor para 

Guerrero. 

 

Por lo antes expuesto en términos de lo dispuesto en 

el artículo 248 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo 

del Estado de Guerrero Número 231, las diputadas y 

diputados integrantes de la Comisión de Desarrollo 

Urbano y Obras Públicas de la Sexagésima Cuarta 

Legislatura, sometemos a consideración del Pleno de 

esta Soberanía el siguiente: 

 

Dictamen con proposición de punto de acuerdo, por 

el que la  Sexagésima Cuarta Legislatura, al Honorable 

Congreso del Estado Libre y Soberano de Guerrero, de 

manera respetuosa y con debido reconocimiento a la 

división de poderes y a su autonomía constitucional, 

exhorta a los 84 Ayuntamientos y al Estado de Guerrero 

a que expidan o actualicen su Reglamento de 

Construcción, ello para generar las condiciones 

necesarias de orden, seguridad estructural, los inmuebles 

y así como lograr también una urbanización planeada.  

 

Compañeras y compañeros, les pido por favor 

apoyen este exhorto de manera positiva, yo soy la 

promovente y me gustaría mucho que tuviéramos 

Municipios organizados y planeados y que 

verdaderamente pudiéramos comprometer a los 

presidentes municipales y a las presidentas municipales a 

que retomen el tema, ya que la Secretaría de Obras 

Públicas del Estado de Guerrero, no nada más es el 

responsable de poderlos actualizar, sino también forma 

parte de todo un proceso que se está haciendo, pero hay 

todavía bastantes Municipios que no se están tomando a 

la tarea de actualizar sus reglamentos.  

 

Muchas gracias. 

 

El Presidente: 

 

Muchas gracias, diputada Violeta Martínez Pacheco.  

 

Se somete para su discusión en lo general el dictamen 

con proyecto de acuerdo a antecedentes, por lo que 

solicito a las diputadas y diputados que hacen hacer uso 

de la palabra, lo hagan del conocimiento de esta Mesa, 

para elaborar la lista de oradores.  

 

Bien, no habiendo oradores inscritos, se da por 

agotada la discusión en lo general, por lo que pregunto a 

las diputadas y diputados si desean hacer alguna reserva 

de artículos. 

 

Bien, en virtud de que no hay reserva de artículos, se 

somete a consideración de la Plenaria para su aprobación 

el dictamen con proyecto de acuerdo en desahogo. 
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Compañeras, compañeros diputados, sírvanse 

manifestarlo en votación económica.  

 

A favor. 

En contra.  

Abstenciones.  

 

Solicito a la diputada secretaria Catalina Apolinar 

Santiago, informe del resultado de la votación. 

 

La secretaria Catalina Apolinar Santiago: 

 

Con gusto, diputado presidente.  

 

A favor 30, en contra 0, Abstenciones 0.  

 

Servido, diputado presidente. 

 

El Presidente: 

 

Gracias, diputada secretaria.  

 

Se aprueba entonces por unanimidad de votos el 

dictamen con proyecto de acuerdo de referencia, esta 

Presidencia tiene por aprobado el dictamen con proyecto 

de acuerdo a antecedentes. Emítase el acuerdo 

correspondiente y remítase a las autoridades 

competentes, para los efectos legales conducentes.  

 

Esta Presidencia instruye se realice lo conducente a 

lo que refiere el artículo 278 de la Ley Orgánica del 

Poder Legislativo Número 231 al dictamen ya aprobado.  

 

 

En desahogo del inciso “b” del tercer punto del 

Orden del Día, esta Presidencia informa que el diputado 

promovente, diputado Jhobanny Jiménez Mendoza, ha 

solicitado retirar el punto de forma definitiva. 

 

INTERVENCIONES 

 

En desahogo del cuarto punto del Orden del Día, 

Intervenciones, esta Presidencia del conocimiento a la 

Plenaria que concluida la participación de la diputada o 

diputado proponente, si algún otro diputado o diputada 

solicita hacer uso de la palabra sobre el mismo tema, se 

abrirá una primera lista de participaciones. Agotada la 

lista, si existen todavía diputadas y diputados que 

quieran participar sobre el mismo tema, se consultará 

primero a la Asamblea si el asunto se encuentra lo 

suficientemente discutido, caso contrario, se abrirá una 

segunda lista de participaciones y así sucesivamente. 

 

Continuando con el desahogo del inciso “a” del 

cuarto punto del Orden del Día, esta Presidencia informa 

a la Asamblea que la diputada promovente, diputada 

Marisol Bazán Fernández, ha solicitado el retiro 

definitivo del punto.  

 

INTERVENCIÓN DE LA DIPUTADA 

BEATRIZ VÉLEZ NÚÑEZ, EN RELACIÓN AL 

DÍA MUNDIAL DE LA DONACIÓN DE LA 

LECHE MATERNA. 

 

Una disculpa, me brinqué el inciso “b” en desahogo 

del el inciso “b” del cuarto punto del Orden del Día, se 

concede el uso de la palabra a la diputada Beatriz Vélez 

Núñez, hasta por diez minutos. 

 

La diputada Beatriz Vélez Núñez: 

 

Gracias diputado presidente.  

 

Compañeras y compañeros diputados, diputadas. 

 

Medios de Comunicación. 

 

Público presente.  

 

Hoy hago uso de esta Tribuna para conmemorar una 

de las expresiones más profundas de amor, protección, 

vida, la lactancia materna. 

 

La lactancia materna ha acompañado a la humanidad 

desde sus orígenes y siempre ha sido reconocida como 

un alimento más importante para la vida de las niñas y 

de todos los niños.  

Con el tiempo, la ciencia confirmó sus beneficios 

para la salud y el desarrollo infantil, aunque durante el 

siglo 20 disminuyó su práctica por el uso de fórmulas 

artificiales, se dieron cuenta que era lo más importante 

para mantener la nutrición de todas y de todos los niños 

recién nacidos. 
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Organismos Internacionales como la Organización 

Mundial de la Salud impulsaron acciones para protegerla 

y promoverla, reconociéndola hoy como un derecho 

fundamental para la niñez y para las madres.  

 

Hablar de leche materna no es únicamente hablar de 

alimentación, es hablar de salud pública, es hablar de 

justicia social, de igualdad, de desarrollo humano y de la 

protección integral de nuestras niñas y niños desde el 

primer instante de la vida.  

 

La leche materna es el primer vínculo entre la madre 

y su hija o su hijo, en ella no sólo viajan nutrientes, 

viajan defensas, afecto, seguridad y esperanza, cada gota 

representa un acto de entrega silenciosa que fortalece el 

cuerpo, pero también fortalece el alma de una nueva 

vida.  

 

Por ello, la Organización Mundial de la Salud y la 

UNICEF recomiendan la lactancia materna exclusiva 

durante los primeros seis meses de vida y 

complementaria hasta los dos o tres años de edad. 

 

Sin embargo, la realidad mundial aún nos exige 

actuar con mayor responsabilidad y sensibilidad 

institucional, en México, las cifras oficiales reflejan 

avance, pero también enormes desafíos.  

 

De acuerdo con datos de la Encuesta Nacional de 

Salud y Nutrición, retomados por instituciones oficiales 

y organismos interinstitucionales, únicamente el 32.2 por 

ciento de los bebés menores de seis meses reciben 

lactancia exclusiva.  

 

Además, el 27.2 por ciento de las niñas y niños son 

alimentados con fórmulas comerciales o líquidos desde 

sus primeros días de vida, esto significa que en nuestro 

País apenas uno de cada tres bebés reciben plenamente 

el alimento que la naturaleza diseñó para protegerlos.  

 

Las estadísticas también muestran que el 95% de las 

niñas y los niños mexicanos han sido amamantados 

alguna vez, sin embargo, muchas madres se enfrentan 

obstáculos laborales, sociales y económicos que 

dificultan mantener la lactancia materna.  

 

Aquí es donde el estado mexicano, los Congresos 

Locales, Federales y las Instituciones Públicas debemos 

asumir responsabilidad histórica, porque promover la 

lactancia materna no puede recaer solamente en el 

esfuerzo individual de las mujeres, no podemos exigir la 

lactancia mientras negamos condiciones dignas de 

trabajo, no podemos pedir crianza saludable mientras 

faltan lactarios en los hospitales o Centros Laborales, 

licencias suficientes, horarios flexibles o atención 

médica adecuada. 

 

No podemos hablar de protección a la infancia si 

permitimos prácticas comerciales que desplazan la leche 

materna mediante publicidad agresiva de sucedáneos.  

 

La defensa de la lactancia es, y también es una lucha 

por la dignidad de las mujeres, es reconocer que ninguna 

madre debería sentirse sola, juzgada o abandonada 

durante esta etapa, es entender que amamantar requiere 

acompañamiento familiar, respaldo institucional y 

políticas públicas permanentes. 

 

Y cuando hablamos de Guerrero, este compromiso 

adquiere todavía mayor relevancia, nuestro Estado 

enfrenta importantes retos en materia de pobreza, acceso 

a servicios de salud y nutrición infantil. 

 

 

En muchas comunidades rurales e indígenas, la leche 

materna sigue siendo el único alimento seguro, accesible 

y vital para la supervivencia de miles de niñas y de 

niños, por ello desde Guerrero debemos impulsa 

acciones concretas, fortalecer campañas de información, 

garantizar espacios de lactancia en centros de trabajo e 

instituciones públicas, ampliar la capacitación  de 

personal médico promover bancos de leche humana. 

 

Es muy importante compañeras y compañeros 

diputados que hagamos ese gran esfuerzo y construir una 

verdadera cultura de respeto y protección a la 

maternidad. 

 

Porque invertir en lactancia materna no es un gasto, 

es una inversión en salud preventiva, en desarrollo 

cognitivo, en reducción de enfermedades y bienestar 

social, cada niña y niño alimentado con leche materna 

tiene mayor posibilidad de crecer sano, desarrollar mejor 

su sistema inmunológico y alcanzar un desarrollo 

integral. 
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Compañeras y compañeros diputados, detrás de cada 

cifra existe una madre que se desvela que resiste en el 

cansancio, que enfrenta miedos y que aun así entrega 

amor incondicional a través de la lactancia materna, a 

todas ellas debemos nuestro reconocimiento y nuestro 

compromiso, que esta conmemoración de este día no sea 

solo un acto protocolario, que sea un llamado a legislar 

con sensibilidad humana, que sea una oportunidad para 

colocar la niñez y a las mujeres en el centro de la 

decisiones públicas, defender la lactancia materna es 

defender el Derecho a la Vida, a la Salud y al futuro de 

Guerrero y de México. 

 

Porque cuando una madre alimenta a su hija o hijo 

con leche materna también alimenta la esperanza de toda 

una sociedad. 

 

Es cuanto, diputado presidente. 

 

El Presidente: 

 

Muchas gracias, diputada Beatriz Vélez Núñez. 

 

INTERVENCIÓN DE LA DIPUTADA 

ARACELI OCAMPO MANZANARES, SOBRE EL 

DÍA INTERNACIONAL CONTRA LA 

HOMOFOBIA, LA TRANSFOBIA Y LA 

BIFOBIA. 

 

En desahogo del inciso “c” del cuarto punto del 

Orden del Día se concede el uso de la palabra a la 

diputada Araceli Ocampo Manzanares, hasta por 10 

minutos. 

 

La diputada Araceli Ocampo Manzanares: 

 

Con su permiso ciudadano presidente. 

 

Con el permiso de este Pleno, y de los distintos 

medios de comunicación 

 

Cada 17 de mayo, el mundo recuerda el Día de la 

Organización Mundial de la Salud, elimino la 

homosexualidad de la lista de enfermedades mentales y 

aunque aquel hecho represento un avance histórico para 

la humanidad, también nos obliga a reconocer que los 

prejuicios, la discriminación y los discursos de odio 

siguen vivos en muchas sociedades. 

Porque aun hoy en pleno siglo XXI hay personas que 

tienen miedo de tomar de la mano a quien aman, hay 

jóvenes expulsados de sus hogares por su orientación 

sexual, hay personas trans que son víctimas de violencia, 

exclusión laboral y discriminación institucional. 

 

Hay quienes todavía son señalados, insultados, 

agredidos simplemente por existir, y eso compañeras, 

compañeros legisladores no puede normalizarse jamás, 

hablar de homofobia, transfobia y bifobia no es hablar 

únicamente de actitudes individuales, estamos hablando 

de estructuras históricas de exclusión que han negado 

derechos humanos, oportunidades y dignidad a millones 

de seres humanos, estamos hablando de violencia social, 

de violencia cultural, de violencia política y muchas 

veces también de violencia institucional por eso esta 

conmemoración tiene una enorme relevancia en México 

y en el mundo porque nos recuerda que los derechos 

humanos no pueden ser selectivos, porque la dignidad 

humana no depende de la orientación sexual. 

 

De la identidad de género, ni de la expresión de las 

personas, los derechos se reconocen no se condicionan, 

no dependen de prejuicios religiosos culturales y 

políticos y debemos decirlo con claridad debemos 

decirlo fuerte desde esta máxima Tribuna del Pueblo de 

Guerrero, ninguna persona, pero ninguna, debe de vivir 

con miedo por ser quien es. 

 

Nadie debería ocultarse, para evitar la 

discriminación, nadie debería sufrir violencia por amar, 

nadie debería ser excluido de una escuela de un empleo 

de una familia o de un espacio público por pertenecer a 

la diversidad sexual, porque cuando una persona es 

discriminada por su orientación sexual o identidad de 

género se lastima el principio mismo de igualdad que 

sostiene a toda democracia, la sociedades 

verdaderamente libres no son aquellas donde todas las 

personas piensan igual, las sociedades verdaderamente 

libres son aquellas donde todas las personas pueden vivir 

con dignidad aun siendo diferentes, y ahí radica el 

enorme desafío de nuestro tiempo, construir una cultura 

de respeto de inclusión y de reconocimiento a la 

diversidad humana. 

 

México ha avanzado en el reconocimiento de 

derechos para la comunidad LGBTTIQ+ hoy, existen 

conquistas históricas que fueron posibles, gracias a 
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décadas de lucha social de activismo y de resistencia 

activa, pero también debemos reconocer que todavía 

falta mucho por hacer, porque mientras existan crímenes 

de odio, mientras haya discursos que promueven la 

inclusión, mientras una persona trans siga teniendo 

menor esperanza de vida por las condiciones de 

violencia y marginación, mientras haya jóvenes que 

piensan en el suicidio por el rechazo social, no podemos 

hablar de una igualdad plena, desde este Congreso del 

Estado de Guerrero debemos enviar un mensaje claro y 

contundente, esta Legislatura debe de estar de lado de los 

derechos humanos, de lado de la dignidad y de lado de la 

igualdad. 

 

Hoy no solamente conmemoramos una fecha 

internacional, hoy reafirmamos un principio 

fundamental de la humanidad, el Derecho de todas las 

personas a vivir libres, visibles y sin miedo. 

 

¡Que viva la diversidad, que viva la dignidad 

humana! 

 

¡Que viva siempre la lucha por la igualdad y la 

justicia! 

 

Es cuanto diputado presidente, muchas gracias. 

 

El Presidente: 

 

Muchas gracias, diputada Araceli Ocampo 

Manzanares. 

 

La diputada Erika Isabel Guillén Román: 

 

Diputado, presidente. 

 

El Presidente: 

 

Si diputada Erika, ¿con que objeto? 

 

La diputada Erika Isabel Guillén Román: 

 

Gracias, para intervenir sobre el mismo tema. 

 

El Presidente: 

 

Si diputada Gladys ¿con qué objeto? 

 

La diputada Gladys Cortés Genchi: 

 

Para intervenir sobre el mismo tema. 

 

El Presidente: 

 

¿Alguna otra diputada o diputado que desee 

intervenir, para el mismo tema? 

 

Bien, siendo así se concede el uso de la palabra a la 

diputada Erika Guillen Román, hasta por 10 minutos, 

para intervenir sobre el mismo tema. 

 

La diputada Erika Isabel Guillén Román: 

 

Gracias diputado, presidente. 

 

Con el permiso de la Mesa Directiva, compañeras y 

compañeros diputados, desde esta Tribuna expreso mi 

saludo fraterno a quien con orgullo resisten luchan y a 

veces sobreviven, mi apoyo y solidaridad es con ustedes. 

 

A los medios de comunicación y a la sociedad 

Guerrerense, mi saludo fraterno. 

 

El 17 de mayo de 1990 la Organización Mundial de 

la Salud eliminó oficialmente la homosexualidad de la 

clasificación internacional de enfermedades, aquella 

decisión represento un mensaje poderoso para la 

humanidad, que ninguna persona debe ser considerada 

enferma, anormal o inferior por su orientación sexual sin 

embargo aunque la ciencia avanzo y los organismos 

internacionales reconocieron esa realidad los prejuicios 

no desaparecieron, la discriminación continuo presente 

en muchas sociedades convirtiéndose en una barrera que 

limita derechos, oportunidades, y libertades para 

millones de personas. 

 

Por eso hablar de igualdad en nuestros tiempos 

implica preguntarnos si verdaderamente hemos 

construido una sociedad donde todas las personas 

puedan vivir con dignidad y libertad, o si todavía existen 

sectores que continúan enfrentando rechazo, violencia, y 

exclusión únicamente por ser quienes son. 

 

La democracia pierde sentido cuando los derechos 

existen solamente en el papel pero no en la vida 

cotidiana de las personas, porque no basta con reconocer 



CÁMARA DE DIPUTADOS ~ DIARIO DE LOS DEBATES #21 ~ 19 DE MAYO, 2026   103 
 

 

principios de igualdad en las leyes si todavía persisten 

discursos de odio, estigmas sociales y prácticas de 

discriminación, que siguen afectando la vida de miles de 

seres humanos, la Declaración Universal de los 

Derechos humanos estableció desde 1948 que todos los 

seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y 

derechos, este principio representa uno de los pilares 

fundamentales de cualquier sociedad democrática, pero 

la historia también nos ha demostrado que la igualdad 

jurídica no siempre significa igualdad real. 

 

En México, en la encuesta nacional sobre la 

diversidad sexual y género del INEGI, reveló que mas 

de 5 millones de personas mayores  de 15 años se 

identifican como parte de la población LGBTTIQ+, 

Guerrero se encuentra entre las entidades con mayor 

porcentaje de población LGBTTIQ+  del país, eso 

equivale más o menos a llenar 57 veces el estadio azteca 

o toda la población de un país como Croacia. 

 

De acuerdo con la información derivada del 

ENDIFEG en Guerrero aproximadamente el 7.2 de la 

población forma parte de la diversidad sexual y de 

género lo que representa más de 186 mil personas en 

nuestro Estado pertenecientes a la población 

LGBTTIQ+, la propia ENDIFEG señala que una parte 

importante  de las poblaciones LGBTTIQ+ ha 

experimentado discriminación, violencia verbal, 

exclusión social y afectaciones emocionales derivadas 

del rechazo social. 

 

Incluso los niveles de ansiedad, depresión y 

pensamientos suicidas son considerablemente más altos 

entre estas poblaciones en comparación con quienes no 

pertenecen  a la diversidad y esta es precisamente la 

parte más dolorosa de esta realidad que muchas personas 

tengan que crecer sintiendo miedo a expresar quienes 

son. 

 

Que todavía existan quienes oculten su identidad por 

temor al rechazo social o familiar que aún haya personas 

que sean juzgadas, violentadas o excluidas simplemente 

por amar de manera distinta o por ejercer libremente su 

personalidad, a esto le sumamos las llamadas terapias de 

conversión que representan una de las formas más 

graves de violencia y discriminación contra la dignidad 

humana. 

 

Pues resulta una idea profundamente equivocada 

considerar que la orientación sexual o la identidad de 

género de una persona deben corregirse, modificarse o 

reprimirse, ningún tratamiento que pretenda curar la 

homosexualidad  puede justificarse, ni ética, ni médica o 

jurídicamente, aun así estas prácticas continúan 

existiendo de manera clandestina en distintos espacios 

sociales, religiosos, incluso pese a su prohibición en 

diversas legislaciones. 

 

Antes que cualquier prejuicio está la dignidad de las 

personas y antes que cualquier intento de imposición 

moral está la obligación del Estado de proteger la 

libertad, el reto de nuestra generación no consiste 

solamente en contribuir leyes más modernas el 

verdadero desafío es construir una cultura de respeto e 

inclusión, una cultura donde las diferencias no sean 

motivo de odio, sino motivo de reconocimiento de 

nuestra diversidad humana,  la lucha por los derechos de 

las personas LGBTQy+ debe entenderse como una 

causa profundamente humana vinculada a la defensa de 

los derechos fundamentales y al fortalecimiento de 

nuestras democracias.  

 

Porque una sociedad verdaderamente democrática no 

se mide únicamente por sus instituciones o sus leyes, se 

mide por la manera en que trata a las personas más 

vulnerables, por la capacidad que tiene de reconocer la 

dignidad de todas y todos y por el valor de defender 

derechos incluso cuando existen resistencias sociales, 

porque cuando exista una sola persona obligada a luchar 

por sus derechos que deberían ser universales la igualdad 

seguirá siendo una tarea pendiente de nuestro país. 

 

Es cuanto, diputado presidente.  Muchas gracias a 

todos por su atención. 

 

El Presidente: 

 

Muchas gracias, diputada Erika  Guillén Román. 

 

Se concede el uso de la palabra a la diputada Gladys 

Cortés Genchi, hasta por 10 minutos. 

 

La diputada Gladys Cortés Genchi: 

 

Con su permiso, presidente de la Mesa Directiva. 
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Diputadas, diputados. 

 

Plataformas digitales que hoy nos acompañan. 

 

Muy buenos días a todos y todas. 

 

Hoy voy a hablar de un tema que no solamente 

aqueja al mundo entero a nuestro país, sino también de 

mucha importancia en nuestro Estado de Guerrero. 

 

Hablar del 17 de mayo se conmemora  “El día 

internacional contra la homofobia, transfobia,  bifobia”, 

con el objetivo de fomentar una cultura de inclusión de 

denuncia de discriminación, avanzar en el 

reconocimiento de sus derechos en todo el mundo.  

 

La homofobia, transfobia, bifobia, son formas de 

perjuicio, adversión, de discriminación de personas 

lesbianas, gays, homosexuales y transgénero, 

respectivamente estas actitudes irracionales se 

manifiestan en violencia física, verbal, estructural, 

violando los derechos humanos. 

 

Hoy no es una enfermedad, la discriminación contra 

las personas heterosexuales es una realidad creciente, 

todos los días en México de acuerdo con la encuesta 

nacional sobre la discriminación en el 2017, el 33 por 

ciento de mujeres y el 41 por ciento de hombres no 

aceptan a alguien trans en sus casas. 

 

Mientras que el 30 por ciento de mujeres y el 35 por 

ciento de hombres no aceptan a alguien homosexual en 

sus domicilios, los asesinatos son la violación más 

frecuente y más violenta en este país, la discriminación 

en México es el segundo país en Latinoamérica en 

violencia de muertes de personas tanto en hombres como 

de mujeres. 

 

Como diputada de este Congreso debemos impulsar 

un marco normativo que garantice el respeto de los 

derechos humanos de las personas y de los hombres 

heterosexuales en Guerrero. 

 

Hoy desde esta Tribuna quiero reconocer a la 

presidenta de la Comisión de los Derechos Humanos a la 

licenciada Cecilia Narciso Gaytán, quien puntualmente 

ha garantizado este derecho y ha cuidado puntualmente  

como parte de la Comisión de Derechos Humanos de 

este Congreso del Estado hemos abonado y hemos 

contribuido a que este tema sea cuidado ya que las y los 

guerrerenses necesitan de la protección. 

 

Es cuanto, diputado presidente. 

 

El Presidente: 

 

Muchas gracias, diputada Gladys Cortés Genchi. 

 

INTERVENCIÓN   DE LA DIPUTADA ERIKA 

LORENA LÜHRS CORTÉS, EN RELACIÓN AL 

“DÍA ESTATAL DE LA LUCHA CONTRA LA 

HOMOFOBIA”. 

 

En desahogo del inciso “d” del punto número cuatro 

del Orden del Día, se concede el uso de la palabra a la 

diputada Erika Lorena Lührs Cortés, hasta por 10 

minutos. 

 

La diputada Erika Lorena Lührs Cortés: 

 

Muy buenas tardes, compañeras, compañeros. 

 

Y quienes hoy nos acompañan en este Recinto 

Legislativo. 

 

He querido hacer uso de esta Tribuna en la 

conmemoración del 17 de mayo “Día Estatal de la lucha 

contra la homofobia, la lesbofobia, la transfobia y la 

bifobia,”,  Esta fecha instituida mediante decreto 

publicado en el periódico oficial del gobierno del Estado 

el 28 de abril del 2015. 

 

Cuando estábamos preparando el tema me pareció de 

la mayor relevancia visibilizarlo, le pregunté a alguno o 

alguno de mis colaboradores si me podían dar una 

definición de cada uno de los términos que aquí estamos 

planteando, no supieron hacerlo y eso nos habla de la 

poca educación y la poca empatía que tenemos con el 

tema. 

 

Esta fecha no debe entenderse únicamente como una 

conmemoración simbólica dentro del calendario cívico 

de nuestra Entidad, representa sobre todo un llamado 

ético, jurídico y humano para reconocer  una realidad 

que durante muchos años fue y es invisibilizada. 
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La discriminación, la violencia, la exclusión que ya 

mencionaban mis compañeras que enfrentan miles de 

personas por razón de su orientación sexual, identidad o 

expresión de género, hablar de diversidad sexual y de 

derechos humanos no es hablar de privilegios, es hablar 

de dignidad humana, es hablar de respeto, es hablar del 

derecho que tiene cualquier ser, cualquier persona a vivir 

libremente y sin ningún tipo de discriminación. 

 

Los países Europeos más desarrollados lideran los 

estándares globales de protección legal y aceptación 

social, reflejados en el mapa arcoíris del legal europeo el 

cual sitúa naciones como España, Malta, Islandia, 

Bélgica, en los primeros puestos continentales en 

protección estos avances coexisten con un preocupante 

aumento de violencia y discurso de odia en otras partes 

del continente, en América Latina hay una dualidad por 

un lado es vanguardia en leyes de igualdad, pero en la 

práctica sigue enfrentando altas tasas de violencia, de 

acuerdo con el observatorio de igualdad de género de la 

CEPAL o los informes de fondo de población de las 

Naciones Unidas los avances y su reflejo en la región se 

manifiestan de la siguiente manera; 

 

En avances legislativos - la región destaca a nivel 

mundial por su progresismo jurídico, matrimonio 

igualitario y uniones, es legal a nivel nacional en países 

como Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, 

Cuba, Ecuador, México y Uruguay, por mencionar 

algunos. 

 

Identidad de género - varios países permiten el 

cambio de nombre y genero autopersivido en 

documentos oficiales mediante vías administrativas 

sencillas e incluso reconocen opciones no binarias. 

 

Protección constitucional – países como México, 

Bolivia, Cuba y Ecuador consagran en sus 

constituciones la prohibición de discriminar por motivos 

de orientación sexual, protección constitucional que se 

consagra prohibiendo, discriminar y violentar. 

 

Como se refleja en la sociedad a pesa de tener leyes 

de avanzada, la alternativa cultural es un proceso más 

lento, esto genera una brecha entre la igualdad legal y la 

realidad cotidiana que se refleja en la siguiente forma; 

 

La paradoja de la violencia, países con leyes muy 

progresistas como Brasil, Colombia o nuestro propio 

país México paradójicamente registran algunas de las 

cifras más altas en crímenes de odio y trans feminisidios 

a nivel global, los activistas señalan que una mayor 

visibilidad del colectivo a menudo provoca reacciones 

violentas por parte de sectores conservadores, 

criminalidad y entornos hostiles que se da en muchas 

zonas contra personas de la comunidad, estas 

entrelazadas con el crimen organizado, el machismo 

estructural y la violencia de género, haciendo que el 

activismo se convierta en una actividad peligrosa. 

 

La constitución política de los Estados Unidos 

Mexicanos en su artículo primero prohíbe toda 

discriminación motivada por preferencias sexuales o 

cualquier otra condición que atente contra la dignidad 

humana y tenga por objeto anular o menoscabar 

derechos y libertades. 

 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

sostenido de manera reiterada que el libre desarrollo de 

la personalidad constituye un derecho fundamental que 

protege la posibilidad de que cada persona construya su  

propio proyecto de vida en condiciones de igualdad y de 

libertad, sin embargo, señoras legisladoras, señores 

legisladores, la realidad social sigue evidenciando 

profundas brechas entre el reconocimiento jurídico y la 

vida del día a día. 

 

Los datos de la encuesta nacional sobre diversidad 

sexual y de genero de INEGI revelan que Guerrero se 

encuentran entre las seis entidades federativas con mayor 

porcentaje de población LGBT representando el 7.4% de 

las personas de quince años o más en nuestro estado, 

pero esa visibilidad estadística también refleja una 

realidad dolorosa, miles de personas siguen enfrentando 

lo que ya dijeron mis compañeras, rechazo familiar, 

discriminación laboral, exclusión educativa, violencia 

verbal, agresiones, burlas, negación, oportunidades, etc.  

 

La expresión mas cruel son los crímenes de odio, de 

acuerdo con registros documentados por organizaciones 

de la sociedad civil, entre ellas la asociación de 

homosexuales y lesbianas del estado de Guerrero, en 

nuestra Entidad se han registrado mas de 150 muertes 

violentas relacionadas con posibles crímenes motivados 

por odio y prejuicio hacia personas de la diversidad 
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sexual, es cierto, como ya lo comentamos se han tenido 

avances importantes en materia Legislativa y 

reconocimientos de derechos, pero también es cierto que 

ninguna reforma legal será suficiente mientras persista la 

impunidad, mientras persista la violencia, para evitar que 

las acciones afirmativas destinadas a poblaciones 

LGBTT y mas sean usurpadas por personas ajenas a esta 

comunidad, las autoridades electorales, la sociedad civil 

y nosotros como legisladoras y legisladores debemos 

implementar mas controles y que sean más estrictos, el 

principal reto ha sido la auto adscripción simple donde 

bastaba con la manifestación verbal de la persona para 

participar en los procesos de elección popular para 

ocupar diferentes cargos, lo cual ha permitido fraudes y 

usurpaciones dolorosas en los recientes procesos 

electorales, porque una sociedad verdaderamente 

democrática no se mide únicamente por sus leyes sino 

por la manera en cómo protege a quienes históricamente 

han sido discriminados y vulnerados. 

 

Por su atención, muchas gracias. 

 

El Presidente:                          

 

Muchas gracias, diputada Erika Lorena Lührs Cortés. 

 

Si diputado Víctor Hugo ¿con qué objeto? 

 

El diputado Víctor Hugo Vega Hernández:  

 

Hacer uso de la palabra para el mismo tema. 

 

El Presidente:                          

 

Bien con la solicitud del diputado Víctor Hugo se 

abre una primera lista de participaciones 

 

¿Alguna otra diputada o diputado que quisiera 

participar? 

 

Bien, siendo a si se concede el uso de la palabra al 

diputado Víctor Hugo Vega hasta por diez minutos. 

 

El diputado Víctor Hugo Vega Hernández: 

 

Gracias, diputado presidente. 

 

Diputadas y diputados, muy buenas tardes 

Medios de comunicación, personas que nos 

acompañan el día de hoy, buenas tardes. 

 

El día de hoy, subo a Tribuna con este tema que yo 

considero un tema importante y que a veces muchos de 

nosotros los hombres nos da miedo, pero bueno, el día 

de hoy no podemos dejar de pronunciarnos en el marco 

del día internacional de la lucha contra la homofobia, 

desde el Partido Revolucionario Institucional, 

reafirmando nuestro compromiso con el respeto 

irrestricto a la dignidad humana, la igualdad y la no 

discriminación de todas las personas sin importar su 

orientación sexual, identidad o expresión de género. 

 

En un Estado tan plural y diverso como Guerrero no 

puede existir espacio para el odio, la violencia o la 

exclusión, la discriminación con motivos de orientación 

sexual, que al día de hoy sigue siendo una realidad que 

lastima vidas, limita oportunidades y vulnera derechos 

fundamentales, por ello, esta fecha no debe entenderse 

únicamente como una conmemoración sino como un 

llamado permanente a construir una sociedad más justa, 

incluyente y respetuosa, desde el PRI reconocemos que 

aún existen pendientes importantes para garantizar 

condiciones reales de igualdad para las personas 

integrantes LGBTTQ y más, particularmente en materia 

de acceso a la salud, educación, empleo, seguridad y 

también en la participación política, ninguna persona 

debe ser objeto de agresiones, discursos de odio o 

violencia institucional por el simple hecho de ser 

quienes. 

 

Nuestro partido ha sido parte de las transformaciones 

democráticas que han permitido avanzar en el 

reconocimiento de derechos y libertades en México, hoy 

reiteramos nuestra disposición para seguir impulsando 

reformas y políticas publicas que fortalezcan la 

protección de los derechos humanos, promuevan la 

inclusión y sancione cualquier acto de discriminación, 

así mismo hacemos un llamado a las instituciones 

públicas, a los municipios, a los centros educativos y a la 

sociedad en general para fomentar una cultura de respeto  

y tolerancia, especialmente entre las nuevas 

generaciones, la lucha contra la homofobia no 

corresponde únicamente al gobierno o a los colectivos, 

es una responsabilidad compartida de toda la sociedad. 
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En el PRI creemos en un Guerrero donde todas y 

todos pueden vivir libres de miedo con igualdad de 

oportunidades y con pleno respeto a sus derechos 

humanos, la diversidad no divide, enriquece, fortalece y 

dignifica a nuestra sociedad, todos los días homofobia, 

bifobia y transfobia, no nadamas un día. 

 

Gracias. 

 

El Presidente:                          

 

Muchas gracias, diputado Víctor Hugo Vega. 

 

CLAUSURA Y CITATORIO 

 

El Presidente: (a las 13:40 hrs) 

 

En el desahogo del punto número cinco del Orden 

del Dia clausura inciso “a” solicito a las compañeras y 

compañeros diputados ponerse de pie así como al 

público asistente, bien y no habiendo otro asunto que 

tratar siendo las 13 horas con 40 minutos del día martes 

19 de  mayo 2026, se clausura la presente sesión y se cita 

a las ciudadanas diputadas y diputados integrantes de la 

Sexagésima Cuarta Legislatura al Honorable Congreso 

del Estado Libre y Soberano de Guerrero para el día de 

mañana miércoles 20 de mayo del año en curso en punto 

de las 11:00 horas para celebrar sesión. 

Muchas gracias.  
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